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SIGLAS, ABREVIATURAS Y ACRÓNIMOS

INFORME DE FISCAlJZACIÓN DELAYUNTAMIEN1D
DE LEÓN

(Ejercicio 1997)

El Pleno del Tribunal de Cuentas, en el ejercicio de
su función fiscalizadora establecida en los artículos 2.a),
9y 21.3.a) de la Ley Orgánica 211982, de 12 de mayo, y
a tenor de lo previsto en los artículos 12 Y 14.1 de la
misma disposición y concordantes de la Ley 7/1988, de
5 de abril, de Funcionamiento del Tribunal de Cuentas,
ha aprobado, en sesión de 17 de octubre de 2001, el
informe de fiscalización del Ayuntamiento de León,
ejercicio 1997. Asimismo, de acuerdo con lo prevenido
en el artículo 28 de la Ley de Funcionamiento, ha acor­
dado su elevación a las Cortes Generales, para su trami­
tación parlamentaria, y al Pleno de la Corporación
Local correspondiente.
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1.2 Limitaciones a la fiscalización

Los objetivos pretendidos en la fiscalización han
estado condicionados por las siguientes limitaciones:

l. Al inicio de los trabajos (octubre de 1999) la
Cuenta General de 1997 no había sido aprobada por el
Pleno, trámite que se realizó el 20 de enero de 2000,
con un retraso de 15 meses respecto al plazo estableci­
do en el arto 193 de la Ley 3911988, de 28 de diciem­
bre, reguladora de las Haciendas Locales (LHL).

Por otra parte, los saldos de los diferentes estados
contables han experimentado múltiples variaciones y
modificaciones a lo largo de la fiscalización, aspectos
sobre los que se formulan las oportunas valoraciones
en el presente Informe.

2. El Ayuntamiento no ha aportado documenta­
ción básica sobre la justificación, contabilización y
reconocimiento de derechos y obligaciones y de sus
cobros y pagos, a pesar de haber sido solicitada reitera­
damente, circunstancia debida, en su mayor parte, al
deficiente sistema de archivo ya la organización admi­
nistrativa.

3. El Ayuntamiento no dispone de contabilidad de
costes o auxiliar sobre la prestación de servicios y eje­
cución de obras, no pudiendo efectuarse un análisis
efectivo sobre la economía y eficacia de aquéllos y
sobre la evolución de las contrataciones, sus fuentes de
financiación y su anotación en los registros contables.

4. El Ayuntamiento no aplica los procedimientos
establecidos en la Instrucción de Contabilidad para la
Administración Local (ICAL), aprobada por Orden del
Ministerio de Economía y Hacienda de 17 de julio
de 1990, en el registro de transferencias de capital, deu­
das a largo plazo, variación de activos financieros, ven­
tas de inmovilizado y en parte de los ingresos tributa­
rios, utilizando incorrectamente 87 rúbricas del
subgrupo «Partidas pendientes de aplicación» y sin
depurar periódicamente sus saldos deudores y acreedo­
res, que en el balance de situación al cierre de 1997
alcanzaban importes muy elevados (1.050 y 5.869
millones de pesetas, respectivamente).

5. El Ayuntamiento no facilitó al Tribunal una rela­
ción de las transferencias y subvenciones concedidas y
otorgadas durante el ejercicio 1997, comprensiva de
datos sobre sus fechas, perceptores o remitentes, impor­
tes transferidos o recibidos y finalidad de las mismas.

6. No existe conexión y concordancia entre los
sistemas de registro del Servicio de Recaudación y de
la contabilidad municipal, apreciándose diferencias
entre los datos de ambos en aspectos sustanciales, tales
como el pendiente de cobro, bajas, anulaciones, etc.

7. El Ayuntamiento no ha entregado al Tribunal la
relación nominal de deudores, no disponiendo, además,
del desglose y procedencia de su saldo, debido a que en
noviembre de 1997 se anuló la mayor parte de los dere­
chos pendientes de cobro al inicio de dicho año (4.119

millones de ptas.), reconociéndose simultáneamente
derechos por el mismo importe sin distinguir el ejerci­
cio de su procedencia ni el detalle y la composición del
mismo. Asimismo, tampoco se aportaron las relaciones
de las rectificaciones y bajas de derechos producidas
durante el ejercicio fiscalizado.

8. El Inventario municipal únicamente incluye los
bienes inmuebles. Además, aquél presenta diferencias,
en su composición y valoración, con los saldos refleja­
dos en el balance de situación, por lo que no es posible
analizar la fiabilidad de los datos de la Cuenta General.

9. El Ayuntamiento no ha elaborado un Inventario
separado de los bienes que integran el Patrimonio
Municipal del Suelo (PMS), omisión que unida a las
deficiencias señaladas anteriormente ha dificultado el
análisis de la composición y evolución de este tipo de
inmovilizado, de especial relevancia debido a las diver­
sas cesiones de terreno inherentes al desarrollo urba­
nístico en el ejercicio fiscalizado.

10. Respecto a las obligaciones pendientes de
pago, el Ayuntamiento no facilitó una relación de ex­
pedientes de bajas o de rectificaciones de obligaciones
de presupuestos cerrados que permitiese analizar la
procedencia legal de las mismas. Por otra parte, en el
registro auxiliar de facturas ydeudas no figura el núme­
ro identificativo de aquéllas o su referencia, así como el
concepto concreto de la deuda. Además, la referencia
contable dada por el Ayuntamiento se modifica al ini­
cio de un nuevo ejercicio, circunstancia que dificulta su
seguimiento.

11. La Cuenta General no contiene el estado de la
deuda, sin que se disponga, además, de un sistema para
el seguimiento del endeudamiento a largo plazo. En su
defecto se requirió al Ayuntamiento la elaboración de
un estado detallado de la composición del citado
endeudamiento al cierre del ejercicio fiscalizado,
habiendo aportado los responsables municipales hasta
tres diferentes entre si y no concordantes, en sus sal­
dos, con el balance de situación.

1.3 Características del municipio y organización
del Ayuntamiento

El Municipio de León, con una extensión de 39,5 km2,

tenía, en la renovación del Padrón de Habitantes a 1de
mayo de 1996, una población de 145.242 habitantes,
incluyendo, además de la propia Capital, 3 Entidades
locales menores (Armunia, Oteruelo de la Valdoncina y
Trobajo del Cerecedo).

Durante el ejercicio 1997 la Corporación careció de
un organigrama, aplicándose en su defecto las previsio­
nes del Reglamento de Organización, Funcionamiento
y Régimen Jurídico de las Entidades Locales (ROF),
aprobado por Real Decreto 256811986, de 28 de noviem­
bre, estando constituidos en el Ayuntamiento los siguien­
tes órganos necesarios, previstos en el arto 35 de aquél:

o El Alcalde, puesto ocupado por el mismo titular
durante el ejercicio fiscalizado.

o Nueve Tenientes de Alcalde, designados por el
Alcalde entre los miembros de la Comisión de Gobier­
no, con competencias delegadas en diversas áreas de
gestión.

o El Pleno, compuesto por veintisiete Concejales.
o La Comisión de Gobierno, formada por el Alcal­

de y nueve Concejales, número máximo previsto en el
arto 52 del ROF, con competencias delegadas por el
Alcalde, mediante Resolución de 27 de julio de 1995,
en las atribuciones asignadas a éste en los incisos a) y
k) del arto 21.1 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, regula­
dora de las Bases del Régimen Local (LRBRL), yen
los párrafos c) y e) del arto 24 del Texto refundido de
las disposiciones legales vigentes en materia de Régi­
men local (TRRL), aprobado por Real Decreto Legisla­
tivo 781/1986, de 18 de abril, con la excepción de las
licencias de apertura de establecimientos, obras meno­
res, vados y rótulos, y las prórrogas de las mismas.

Como órganos complementarios, previstos en el
arto 119 del ROF, han funcionado los siguientes:

o Concejales-Delegados: el Alcalde delegó en
quince Concejales la dirección, gestión y control inter­
no en las siguientes Áreas o Servicios: Régimen Inte­
rior; Deportes; Seguridad, Tráfico y Transportes; Infra­
estructuras; Medio Ambiente; Mercado Nacional de
Ganados; Bomberos y Protección Civil; Cultura; Edu­
cación y Coordinación del Plan Contra la Droga;
Hacienda; Urbanismo y Patrimonio; Turismo y Fiestas;
Comercio y Consumo; Juventud y Servicios Sociales y
Relaciones Institucionales. Dichas delegaciones no
incluyen las facultades para dictar resoluciones que
afectan a terceros, con las siguientes excepciones:

- Expedientes relativos al ejercicio de las faculta­
des sancionadoras en materia de tráfico, permisos para
ocupaciones temporales de la vía pública yautorizacio­
nes en materia de uso de armas, otorgadas al Concejal
Delegado de Seguridad, Tráfico y Transportes.

- Expedientes relativos a la fase de recaudación
ejecutiva de recursos y exacciones, otorgadas al Conce­
jal Delegado de Hacienda.

o Comisiones Informativas: durante el ejercicio
fiscalizado han funcionado diez, todas ellas formadas
por once Concejales, habiéndose definido las funciones
de cada una.

o Comisión Especial de Cuentas: prevista en los
arts. 119 y 127 del ROF, estuvo integrada por los miem­
bros de la Comisión de Hacienda, actuando como
Comisión Informativa Permanente.

El Ayuntamiento de León participa mayoritariamente
en la Sociedad Mercantil MERCALEÓN, S.A. de la que
posee el 63,25% (379.500.000 ptas.) de su capital social

(600.000.000 de ptas.). Asimismo, es accionista minori­
tario en las siguientes Sociedades: Baloncesto León,
S.A.D. (33% del capital social) y Centro de Innovación
de Castilla y León, S.A. (0,69% del capital social).

El Ayuntamiento forma parte de las siguientes Man­
comunidades:

o Servicios Funerarios de León.
o Saneamiento integral de León y su Alfoz.
o Tratamiento y Eliminación de Residuos Sólidos.

Asimismo, el Ayuntamiento participa en los
siguientes Consorcios:

o Patronato Provincial de Turismo de León.
o Consorcio para la Gestión de Residuos Sólidos

Urbanos de la Provincia de León.

El Ayuntamiento de León únicamente tiene munici­
palizada la gestión del Servicio de Aguas.

lA Marco legal

La legislación que regula la actividad económico­
financiera, presupuestaria y contable del Ayuntamiento
en el ejercicio fiscalizado se contiene fundamentalmen­
te en las siguientes disposiciones:

o Ley 711985, de 2 de abril, reguladora de las
Bases del Régimen Local (LRBRL).

o Texto refundido de las disposiciones legales vigen­
tes en materia de Régimen Local (TRRL), aprobado por
Real Decreto Legislativo 78111986, de 18 de abril.

o Ley 39/1988, de 28 de diciembre, reguladora de
las Haciendas Locales (LHL).

o Instrucción de Contabilidad para la Administra­
ción Local (lCAL), aprobada por Orden del Ministerio
de Economía y Hacienda de 17 de julio de 1990.

o Real Decreto 500/1990, de 20 de abril (RO
50011990), por el que se desarrolla, en materia de pre­
supuestos, el Capítulo primero del Título sexto de la
Ley 39/1988, reguladora de las Haciendas Locales.

o Orden del Ministerio de Economía y Hacienda
de 20 de septiembre de 1989, sobre estructura de los
presupuestos de las Entidades Locales.

o Reglamento de Organización, Funcionamiento y
Régimen Jurídico de las Entidades Locales (ROF),
aprobado por Real Decreto 2568/l986, de 28 de
noviembre.

o Reglamento de Bienes de las Entidades Locales
(RBEL), aprobado por Real Decreto 137211986, de 13
de junio.

o Ley 1311995, de 18 de mayo, de Contratos de las
Administraciones Públicas l.

1 Esta Ley ha sido derogada por el Real Decreto Legislativo 2/2000, de 16
de junio, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Contratos de las
Administraciones Públicas.
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• Ley 30/1984, de 2 de agosto (Ley 30/1984), de
medidas urgentes para la refonna de la Función Pública.

• Real Decreto 861/1986, de 25 de abril, por el
que se establece el régimen de retribuciones de los fun­
cionarios de la Administración Local.

• Régimen Jurídico de los Funcionarios de Admi­
nistración Local con Habilitación de Carácter Nacional
(RFHN), aprobado por Real Decreto 1174/1987, de 18
de septiembre.

• Texto refundido de la Ley sobre Régimen del
Suelo y Ordenación Urbana (TRLSOU), aprobado por
Real Decreto Legislativo 1/1992, de 26 de junio.

• Reglamento General de Recaudación (RGR),
aprobado por Real Decreto 168411990, de 20 de
diciembre.

• Ley 230/1963, de 28 de diciembre, General Tri­
butaria.

1.5 Trámite de alegaciones

En cumplimiento de! arto 44 de la Ley 7/1988, de 5
de abril, de Funcionamiento del Tribunal de Cuentas, los
resultados de las actuaciones practicadas fueron remiti­
dos, el 22 de marzo de 2001, a la Corporación para que
alegara y presentara los documentos y justificantes que
estimara pertinentes. El 10 de abril de 2001, el actual
Alcalde, en su condición de representante del Ayunta­
miento, tanto en el momento presente como durante e!
ejercicio fiscalizado, solicitó la concesión de una prórro­
ga por un período igual al inicialmente fijado por el Tri­
bunal, prórroga concedida mediante escrito de 18 de
abril de 200 l. Dentro de! plazo otorgado, la Corporación
remitió las alegaciones que, en virtud de lo dispuesto en
el precitado arto 44, se incorporan a este Informe.

En relación con e! contenido de las alegaciones y su
tratamiento, con independencia de las aclaraciones y
puntualizaciones que se incluyen en los diversos párra­
fos de este Informe, con carácter general es preciso
señalar lo siguiente:

l. En los supuestos en los que se ha considerado
pertinente realizar alguna matización, ésta se presenta
en párrafo independiente o en nota a pie de página.

2. Salvo en los casos concretos que lo requieran, no
se formulan valoraciones respecto de las alegaciones que:

a) Confirman las deficiencias o irregularidades
puestas de manifiesto en ellnforme.

b) Plantean criterios u opiniones sin soporte docu­
mental o normativo.

c) Pretenden explicar, aclarar o justificar determi­
nadas actuaciones, sin rebatir el contenido del Informe.

d) Señalan que las deficiencias o irregularidades se
han subsanado con posterioridad al ejercicio fiscalizado.

3. Los párrafos de! Inforroe que han sido modifi­
cados en función del contenido de las alegaciones se
indican expresamente en nota a pie de página.

2. CONTROL INTERNO

Durante el ejercicio fiscalizado, la organización
administrativa del Ayuntamiento presentaba diversas
carencias, en tanto que se han constatado, asimismo,
algunas deficiencias y debilidades de control interno,
aspectos ambos que se detallan en los siguientes epí­
grafes, algunos de las cuales son contrarios a las dispo­
siciones legales aplicables.

2.1 Organización administrativa

1. El Ayuntamiento no dispuso de reglamentos o
instrucciones generales sobre procedimientos e interre­
laciones de las Unidades que intervienen en la gestión
económico-fmanciera (Intervención, Tesorería y Servi­
cios Económicos, fundamentalmente). Además, en la
Relación de Puestos de Trabajo de las citadas Unidades
no se detallan las funciones de cada uno de sus puestos.

2. La plantilla de personal de los servicios de
Intervención y Tesorería es, tanto por el número de
puestos de trabajo como por la cualificación técnica de
los mismos, manifiestamente insuficiente para hacer
frente a la gestión económico-administrativa del Ayun­
tamiento, agravándose esta deficiencia por la perma­
nente falta de cobertura de más de la mitad de los efec­
tivos asignados a ambos Departamentos.

3. Respecto a las funciones de fiscalización y con­
trol interno de las diferentes fases de ingresos y gastos
(en particular los correspondientes a inversiones), en
parte de los expedientes no constan los informes, dictá­
menes o propuestas legalmente establecidos.

4. Los registros contables no son revisados, conci­
liados y depurados de forma sistemática, actuaciones
necesarias para garantizar su fiabilidad y razonabilidad.
Por otra parte, los estados contables se han elaborado y
rendido con excesivo retraso y de forma incompleta, al
no contener éstos la totalidad de la información econó­
mico-financiera prevista legalmente.

2.2 Gestión de ingresos

1. En algunas cartas de pago u otra documentación
acreditativa de la recaudación figuran firmas no identifi­
cadas o dicho trámite se efectúa con el estampillado de
la firma del Tesorero mediante un sello preelaborado.
Además, no se ha realizado un seguimiento y acredita­
ción individualizados de los diferentes ingresos.

2. A la finalización del período voluntario de
recaudación de los derechos por las diversas figuras tri­
butarias no se emite automáticamente la correspondien­
te certificación de descubierto, incluso en algunos casos
se aprecian retrasos superiores al año, circunstancia que
puede originar la prescripción de estos derechos.

3. El registro contable de gran parte de los ingre­
sos por operaciones de capital no se ha realizado
siguiendo las prescripciones de la ICAL, puesto que el
cobro de aquéllas se anota transitoriamente en la cuen-

ta <<Ingresos pendientes de aplicación», que posterior­
mente se minora al realizar los pagos correspondientes
a las inversiones que financian dichas transferencias.

2.3 Gestión de gastos

l. La mayor parte de las facturas de los diferentes
acreedores no fueron recibidas a través del Registro
General de la Corporación, habiendo sido entregadas a
los diferentes Servicios o Departamentos que, con pos­
terioridad y sin criterios ni plazos establecidos, las
remiten a la Intervención Municipal para su reflejo
contable y gestión de pago. Por otra parte, no consta el
nombramiento de gestores de los diferentes gastos, por
lo que aquéllas son conforroadas sin criterios predeter­
minados ni mediante procedimientos sistemáticos por
funcionarios no identificados.

2. La Corporación no ha realizado ningún tipo de
registro y seguimiento de las subvenciones y transfe­
rencias otorgadas a terceros, habiéndose incumplido la
base 54.4 de las Bases de ejecución del presupuesto
(BEP), que establece como obligación de la Interven­
ción la llevanza del citado control.

3. En e! análisis de una muestra de 64 expedientes
de gasto se ha observado que, con carácter general, no
se identifica a los firmantes de aquéllos, mientras que
en los documentos acreditativos de los pagos no consta
firma alguna.

2.4 Gestión del inmovilizado

1. El Ayuntamiento no dispuso de procedimientos
escritos para el registro y protección de los bienes del
inmovilizado, careciendo, asimismo, de un plan de
actuación y de criterios reguladores de la adquisición y
baja de aquéllos.

2. La Corporación solo tiene inventariados los bie­
nes inmuebles, no disponiendo de inventario o de cual­
quier otro tipo de relación del resto de los elementos
del inmovilizado, por lo que se carece de cualquier con­
trol sobre la recepción, localización, identificación,
protección o enajenación de dichos elementos.

3. El inventario de bienes inmuebles no se adapta
en sus epígrafes y clasificación a lo establecido por el
Reglamento de bienes de Entidades Locales (RBEL),
aprobado por Real Decreto 137211986, de 13 de junio,
sin que se hayan implantado procedimientos que per­
mitan que el alta o baja en el Inventario sean simultá­
neas a la recepción o enajenación de los inmuebles.
Además, tampoco se han realizado conciliaciones
periódicas entre los registros contables y el inventario,
siendo, por otra parte, diferentes los criterios de valora­
ción aplicados en ambos documentos.

4. La Corporación no realiza ningún tipo de con­
trol en el registro contable de las altas y bajas de los
bienes del inmovilizado material, puesto que en las
cuentas correspondientes figuran éstos por el precio de
adquisición de los inmuebles y se abonan por el de

venta, sin cuantificar los resultados correspondientes,
circunstancia que origina que algunas cuentas de inmo­
vilizado aparezcan en el balance de situación con saldo
acreedor (así, la 220 «Terrenos y bienes naturales» que
presenta un saldo de dicho signo por 3.093 millones de
ptas. al cierre de! ejercicio 1997).

2.5 Gestión de tesorería

Con independencia de que los estados de tesorería
son incompletos y no concordantes con el resto de las
cuentas, en la gestión de la tesorería se han constatado
diversas deficiencias de control, tales como la no ano­
tación contable de los traspasos entre cuentas bancarias
y retrasos superiores a dos años en la contabilización
de movimientos bancarios.

En relación con las operaciones de tesorería suscritas
en entidades financieras, hay que destacar lo siguiente:

- El 20 de mayo de 1997 el Ayuntamiento ha con­
certado con el Banco Central Hispano una operación
de tesorería por 450 millones de ptas., de la que no se
dispuso de cuantía alguna.

- Al cierre de 1997 el saldo no dispuesto por ope­
raciones de tesorería ascendía a 850 millones de ptas.

- Las cuatro operaciones de tesorería concertadas
en 1997 son renovación por vencimiento de otras cua­
tro del mismo importe, incumpliendo lo establecido en
e! arto 54 de la LHL, que establece que dichas operacio­
nes tienen como finalidad exclusiva la cobertura de
necesidades transitorias de tesorería de duración infe­
rior a un año.

2.6 Endeudamiento

1. Las operaciones de endeudamiento con entida­
des financieras no se han registrado en libros siguiendo
el procedimiento establecido en la ICAL, sino que
dicho registro se efectúa anotando el cobro de los dife­
rentes créditos bancarios en la cuenta «Ingresos pen­
dientes de aplicación», que posteriormente se minora
con los pagos a acreedores por las inversiones que
financian los diferentes préstamos. En consecuencia, el
saldo de las cuentas por deudas a largo plazo que figu­
ran en e! balance de situación no registran la totalidad
de la deuda de la Corporación.

2. En la concertación de préstamos y operaciones
de tesorería no se han solicitado ofertas a diversas enti­
dades financieras, por lo que no se han hecho efectivos
los principios de publicidad, igualdad, no discrimina­
ción y libre concurrencia2•

Z Las afirmaciones contenidas en el escrito de alegaciones, en el sentido de
dcxias las operaciones se han sometido a consulta de las entidades radicadas en la
plaza y a los principios de publicidad y libre concurrencia», no se acreditan con
documento alguno, ni durante la fiscalización ni en el trámite de alegaciones.
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5.2 Modificaciones de crédito4

Millones de
ptH....

La estructura de las modificaciones por tipos es la
siguiente:
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lY.ISt)

7. En el expediente 6/97 se aprueba un suplemen­
to de crédito por 35 millones de ptas. financiado con
bajas de presupuestos cerrados, circunstancia que con­
traviene el arto 36 c) del RD 500/1990, que establece
que la financiación debe referirse a bajas del ejercicio
corriente. Este hecho fue advertido por el Interventor
municipal, que emitió informe desfavorable sobre esta
modificación.

16.320

Milktnesde
pta'!;.

2.869

5.3 Liquidación

El resultado que figura en la liquidación del presu­
puesto de 1997 fue el siguiente:

Es de destacar, asimismo, que en 57 partidas pre­
supuestarias que fueron objeto de modificaciones de
crédito por un total de 1.096 millones de ptas. el cré­
dito disponible al cierre del ejercicio era igualo
superior al importe de las citadas modificaciones,
por lo que no se justifica la necesidad de las mismas.

Por otra parte, en cinco expedientes (los núme­
ros 1/97, 4/97, 5/97, 7/97 Y 16/97) las modifica­
ciones de crédito son contabilizadas en partidas
diferentes a las que originariamente fueron apro­
badas.

Ambas circunstancias dificultan el análisis de la
representatividad de los datos sobre dichos conceptos.

2. El Remanente de tesorería5 para gastos genera­
les de la liquidación del presupuesto (820,5 millones
de ptas.) no es coincidente con el que figura en la Cuen­
ta General (821,9 millones de ptas.), correspondiendo
la diferencia a los acreedores pendientes de pago.

3. Los saldos que figuran en el estado de Rema­
nente de tesorería no concuerdan con los que se refle­
jan en el balance de situación y en el mayor de concep­
tos no presupuestarios, en particular en lo referente a
los ingresos y pagos de la rúbrica «Partidas pendientes
de aplicación», siendo las diferencias para esta última
las siguientes:

(e) fxs"iar.:iolles neg.¡Hiva... de fillallciacit~nderivadas de g.aslOs COll financiación afeCtada

([) GaslOs financiados con Remanente de tesorería para gastos gelleral~

g) Retll.ltaJn pretUpue~Jarioajustado (e-d+f!+f)

(al l)¡;rcchos rcctlO(}('idos

(b) ühligadolles reconocidas

(e) Rt$ulW.do p.-esuput'stario (a·b)

2. La propuesta de Alcaldía está sin firmar en
cinco expedientes (los números 2/97, 8/97, 13/97,
14/97 Y16/97).

3. En cuatro expedientes (los números 1/97, 1/97
bis, 2/97, 2/97 bis y 3/97) no consta el informe del
Interventor, circunstancia que contraviene el capítulo
tercero de las BEP.

4. En dos expedientes (los números 1/97 bis
y 2/97 bis) no se acredita que se haya seguido el trámi­
te de exposición pública, exigido en los arts. 37 y 38
del RD 500/1990.

5. En el expediente 1211997 se incrementa, median­
te un suplemento de crédito, la partida 09.45.22.62201
por 54,9 millones de ptas., que a su vez se da de bajo
por 45 millones de ptas., circunstancia no concordante
con el arto 36.l.c) del RD 500/1990.

6. Para la financiación de las modificaciones de
crédito se ha utilizado Remanente de tesorería positivo
del ejercicio 1996 por 2.161,5 millones de ptas., cifra
muy superior al importe real de dicho Remanente
(1.343,6 millones de ptas.). En consecuencia, carecen
de financiación modificaciones de crédito por la
diferencia entre ambas cuantías (817,9 millones
de ptas.).

(d) De~yiacinQes pl~ilhas de lillanciadón dechadas de gastos conüllalldación al'cclada

;,;) Mayor de concepto:' no presllpueslarios
ti) F.slado lid Relll¡wente de tesorería

2.532

a) U,llanee d..:simaci¡\n

e) Di/"t!rencia e"rre a).y e)
In Difertmda tmrrC b).v e)

En relación con estos datos hay que señalar lo
siguiente:

dj Diferencia entre a).Y b)

1. La Corporación no ha elaborado el estado de
gastos con financiación afectada, habiendo calcu­
lado su importe por diferencia entre los derechos
reconocidos por los capítulos 6, 7 Y9 y las obliga­
ciones reconocidas por los capítulos 6 y 7, actua­
ción que no se ajusta a los criterios previstos para
dicho cálculo, y para el seguimiento de estos gastos,
en la regla 380 de la ICAL. Asimismo, tampoco se
ha facilitado al Tribunal la composición de los gas­
tos financiados con Remanente de tesorería para
gastos generales.

13

582

2.145

1.201

.1..167TOTAL

Ampliaci{)ll de crédito

Incorpordción de remant:'tlte de crédito

Transkrt:ncias lit' crédito*

Cr~dit()¡¡: exlraordinarios
Suplementos d(: cr6.iito
Crroitos gt'llerauos por ingresos

("') Posiuva..... y negativas

del ejercicio 1996, en virtud de lo señalado en el
arto 150.6 de la LHL.

En el expediente de tramitación del presupuesto se
aprecian las siguientes carencias documentales:

Los gastos del presupuesto de 1997 experimentaron
un incremento global del 42%, siendo los aumentos
más relevantes los correspondientes al capítulo 6
(Inversiones reales), con un 195%, en tanto que en el
presupuesto de ingresos los aumentos más significati­
vos son los de los capítulos 6 (Enajenación de inversio­
nes reales), con un 537%, y 7 (Transferencias de capi­
tal), con un 253%.

l. El anexo de personal no recoge la Relación -y
valoración- de los Puestos de Trabajo, tal y como
establece el arto 18 del RD 500/1990.

2. Las liquidaciones del presupuesto del ejercicio
anterior y el avance del corriente de al menos seis
meses no están suscritos por el Interventor, tal y como
establece el arto 18.1 b) del RD 500/1990.

• Asimismo, no están firmadas la memoria, el
anexo de inversiones a realizar en el ejercicio y el infor­
me económico financiero.

Los créditos iniciales del presupuesto de gastos, así
como las modificaciones de los mismos durante el ejer­
cicio 1997, alcanzaron los importes siguientes:

Las modificaciones de crédito están documentadas
en 18 expedientes, de cuyo análisis se deduce lo
siguiente:

l. En ningún caso figura la propuesta del gestor
del programa de gasto o del responsable de la Unidad o
Servicio a los que afecta la modificación.

El Pleno del Ayuntamiento aprobó la Cuenta Gene­
ral de 1997 el 20 de enero de 2000, con más de quince
meses de retraso sobre el plazo establecido por el
arto 193 de la LHL, con el consiguiente retraso en su
presentación ante el Tribunal de Cuentas, fijado en el
arto 204.2 de la precitada LHL.

Respecto a su contenido, la Cuenta General no
incluye los siguientes estados yanexos, previstos en las
reglas 416 y 425 de la ICAL: estado de resultados
extraordinarios, estado de la deuda, estado de compro­
misos de ingresos con cargo a presupuestos futuros,
estado de gastos con fmanciación afectada y estado de
evolución y situación de los recursos administrados por
cuenta de otros Entes públicos.

Por otra parte, teniendo en cuenta la importancia de
las limitaciones a la fiscalización, las deficiencias de
control interno, la no aplicación de las normas y princi­
pios contables establecidos en la ICAL, así como la
falta de concordancia entre similares rúbricas de los
diversos estados fmancieros, aspectos puestos de mani­
fiesto a lo largo de este Informe, el Tribunal no puede
expresar su opinión sobre la fiabilidad y representavi­
dad de la Cuenta General de 1997.

3. SISTEMA CONTABLE

5. PRESUPUESTOS3

El Ayuntamiento tiene implantada, desde el I de
enero de 1992 (fecha fijada legalmente para su entrada
en vigor), la ICAL, aunque desde aquél momento no se
han elaborado, en soporte papel, ninguno de los libros
principales y auxiliares previstos en la misma, si bien
para la fiscalización y a requerimiento del Tribunal se
emitieron los mayores de conceptos de los presupues­
tos de gastos y de ingresos.

4. CUENTA GENERAL

5.1 Elaboración y tramitación

El presupuesto de 1997 fue aprobado por el Pleno
del Ayuntamiento de 24 de enero de 1997, rebasando el
límite fijado en los arts. 150.2 de la LHL y 20.2 del Real
Decreto 500/1990, de 20 de abril (RD 500/1990), por el
que se desarrolla, en materia de presupuestos, el capítu­
lo primero del título sexto de la Ley 39/1988, de 28 de
diciembre, reguladora de las Haciendas Locales, que
señalan que dicho trámite deberá realizarse antes del 31
de diciembre del año inmediato anterior. Además, el
presupuesto se publicó en el Boletín Oficial de la Pro­
vincia el 15 de marzo de 1997, fecha a partir de la cual
entrará en vigor a tenor del arto 20.5 del RD 500/1990.
En consecuencia, tuvo que prorrogarse el presupuesto

~ El anexo 1incluye la liquidación del presupuesto de 1997 según la clasifi­
cación económica 4 El reswnen de las modificaciones de crédito se incluye en el anexo 2.

s El anexo 3 detalla la composición del Remanenle de lesorería al cierre del
ejercicio 1997. N



6.3 Personal

La plantilla de personal en el ejercicio fiscalizado se
sintetiza, en número de efectivos, en el cuadro siguiente:

3. Consejo Superior de Deportes: el Ayuntamien­
to reconoce derechos por 90 millones de ptas., que
superan en 21,8 millones de ptas. a las transferencias
comunicadas por aquél en la respuesta a la circulariza­
ción (68,2 millones de ptas.).

4. Instituto Nacional de Empleo: todas las transfe­
rencias de este Organismo, por importe de 80,4 millo­
nes de ptas., se registraron incorrectamente como ope­
raciones no presupuestarias.
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a) Transferencias por 219 millones de ptas. figu­
ran incorrectamente registradas como operaciones no
presupuestarias.

b) Transferencias por 89,1 millones de ptas.
correspondientes al ejercicio 1997 fueron reconocidas
en 1996, en tanto que en el presupuesto de 1997 se
incluyen 7 millones de ptas. devengados en 1996, de
los que 4,9 millones de ptas. se reflejan incorrectamen­
te en el capítulo 3 (tasas y otros ingresos).

c) En tres transferencias el reconocimiento de
derechos por el Ayuntamiento excede en 69,4 millones
de ptas. a los importes efectivamente concedidos.

d) La Corporación no ha acreditado el reflejo con­
table de once transferencias por un total de 14,6 millo­
nes de ptas.

de ptas. recibida en agosto de 1997 y reconociéndo­
se derechos por la diferencia (49,9 millones de
ptas.). En septiembre de 1997 se anularon los cita­
dos derechos por 49,9 millones de ptas. y se aplicó
anómalamente este cobro para cancelar derechos
pendientes de cobro, sin soporte documental, de los
años 1990 Y1991.

2. Junta de Castilla y León: se constatan las
siguientes diferencias:
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Funcionarios

mayor parte de los cuales (el 80% -526,8 millones
de ptas.-) ya había sido cobrada con anterioridad aun­
que figuraba incorrectamente registrada como ingresos
pendientes de aplicación. Al respecto hay que señalar
que el Ayuntamiento no ha entregado al Tribunal, a
pesar de su reiterada reclamación, la documentación
justificativa y contable de los derechos reconocidos y
de los cobros realizados por esta operación, circunstan­
cia que limita su análisis.

En relación con otras operaciones se observa 10
siguiente:

1. El Ayuntamiento ha cobrado transferencias por
al menos 967,8 millones de ptas., que figuran incorrec­
tamente contabilizadas como ingresos pendientes de
aplicación y como derechos pendientes de cobro en la
liquidación del presupuesto, 10 que repercute en la fia­
bilidad de los registros contables y en la representativi­
dad de dicha liquidación.

2. La Corporación ha registrado incorrectamente
como transferencia de capital 80 millones de ptas.,
puesto que corresponden a un ingreso patrimonial
(capítulo 5), por tratarse de un abono de Caja España
como contraprestación por la utilización por ésta
durante cinco años, como oficina bancaria, de un local
en la Casa Consistorial.

1. Dirección General de Coordinación con las
Haciendas Territoriales: en los presupuestos de 1997
el Ayuntamiento reconoció indebidamente derechos
por 206,3 millones de ptas., al corresponder al ejercicio
siguiente6•

Por otra parte, en 1996 se registraron derechos
por 63,2 millones de ptas. que corresponden a 1997,
saldándose con una transferencia de 113,1 millones

De la circularización realizada a las entidades otor­
gantes de transferencias se han deducido las siguientes
diferencias entre los datos facilitados por éstas y la con­
tabilidad municipal:

Con independencia de 10 anterior, la fiscalización
del Tribunal ha estado limitada al no entregar los res­
ponsables municipales los justificantes de 6 de las 71
operaciones de ingresos del presupuesto corriente
requeridos, alcanzando las no entregadas 12 millones
de ptas., en tanto que los correspondientes a las restan­
tes 65 son insuficientes, incluso en algunos casos úni­
camente se ha facilitado el documento contable sin
otros justificantes que lo soporten.

En el reflejo en cuentas de estas operaciones se
observa que los datos de la liquidación del presu­
puesto no concuerdan con los saldos que aparecen
en el balance de situación y en la cuenta de resulta­
dos, debido a que el Ayuntamiento reconoce los
derechos del presupuesto corriente con cargo a ejer­
cicios cerrados, siendo las diferencias las siguientes:

6.2 Transferencias recibidas

Comparados los medios personales y materiales de
dicho Servicio con otras Corporaciones locales de
características similares se constata que aquéllos son
equivalentes a los de otras Entidades y adecuados a la
gestión efectuada.

2. No existe conexión y concordancia entre los
sistemas de registro del Servicio de Recaudación y de
la contabilidad municipal, siendo de destacar que en la
citada contabilidad no se han deducido bajas y anula­
ciones tributarias aprobadas por la Comisión de
Gobierno por 1.238 millones de ptas., mientras que una
parte sustancial de los cobros de tributos está registrada
como partidas pendientes de aplicación.

3. La recaudación del período ejecutivo fue muy
baja (17%), puesto que de los recursos totales gestiona­
dos (2.314 millones de ptas.) solamente se cobraron 391
millones de ptas., importe a su vez muy inferior al de las
bajas registradas, que ascendieron a 568 millones de ptas.

1. En el ejercicio 1996 se reconocieron derechos,
por un total de 266,9 millones de ptas., por seis tributos
cuyos padrones fueron aprobados en el ejercicio
siguiente. Asimismo, en 1997 se reconocen derechos,
por 288,9 millones de ptas., por otros seis tributos
cuyos padrones fueron aprobados en 1998.

2. Los cobros por fraccionamiento de deudas tri­
butarias, en todos los casos de naturaleza presupuesta­
ria, se registran extrapresupuestariamente, circunstan­
cia que determina que derechos ya cobrados figuren
como pendientes de cobro.

6. ANÁLISIS DE LOS ASPECTOS MÁs RELEVAN­
TES DE LA GESTIÓN ECONÓMICO-FINANCIERA

Durante 1997 la Corporación reconoció, con cargo
a ejercicios cerrados, obligaciones por 321,3 millones
de ptas. que carecían de consignación presupuestaria
en el momento de su devengo, actuación que no se
ajusta a los arts. 26.2.c) y 60.2 del RD 500/1990, que
exigen que las obligaciones procedentes de ejercicios
anteriores se aplicarán a los créditos del presupuesto
vigente.

En 10 referente a la recaudación tributaria hay que
señalar 10 siguiente:

Del análisis de algunas de las figuras tributarias hay
que destacar los siguientes aspectos:

6.1 Ingresos tributarios

1. El cobro de todos los tributos se realizó median­
te gestión directa a través del Servicio de Recaudación,
integrado por el Recaudador y 21 empleados laborales,
en su mayor parte procedentes de la empresa encargada
de la recaudación con anterioridad a 1988.

5.4 Obligaciones sin consignación presupuestaria

Del análisis de una muestra de transferencias recibi­
das (corrientes y de capital) se observa que los expe­
dientes son, en general, incompletos, al carecer de
documentos acreditativos de la solicitud, adjudicación,
reconocimiento de la obligación y los ingresos o del
convenio regulador.

Entre estas subvenciones destaca, por su importe, la
correspondiente al «Programa Castilla y León: renova­
ción urbana y patrimonio», transferidas por la Unión

Europea a través del Banco Europeo de Inversiones y
cuyo convenio regulador se firmó en Luxemburgo el 2
de diciembre de 1996, en virtud del cual el Ayunta­
miento de León percibiría 1.000 millones de ptas. para
la peatonalización de los entornos de la Catedral, del
Monasterio de San Marcos y de la Colegiata de San Isi­
doro, así como para restauración de fachadas.

Con cargo a este programa, en el ejercicio 1997 se
reconocieron derechos por 660 millones de ptas., la

La Relación de Puestos de Trabajo vigente en 1997
fue aprobada en febrero de 1990, estando aquélla
distribuida en cinco grupos generales (Organos de
Gobierno, Servicios Económicos, Servicios Generales,
Servicios de Obras y Urbanismo y Otros Servicios

6 Esta partida se desglosa en los conceptos de Participación en los tributos
del ESlado (167,6 millones de ptas.) y compensación del déficit del transporte
w-bano (38,7 millones de ptas.).

Municipales), sin que conste la dependencia jerárquica
ni un detalle pormenorizado de las funciones y tareas
asignadas a los diferentes puestos.

En el análisis de los aspectos más relevantes de la
gestión de personal se ha constatado 10 siguiente:

1. La Oferta de Empleo Público del año 1997 fue
aprobada por el Pleno del Ayuntamiento de 6 de junio
de 1997 y contemplaba la convocatoria de 13 puestos

..........
-....1



6.4 Gastos en bienes corrientes y servicios

B Párrafo modificado como consecuencia de las alegaciones.
9 No se dispone de la deuda a 31 de diciembre de 1997.

Las deficiencias en el seguimiento y control por el
Ayuntamiento de las transferencias otorgadas, así como

Régimen de Retribuciones de los Funcionarios de la
Administración Local. Además, estas retribuciones
no fueron tenidas en cuenta en el porcentaje de
retenciones a cuenta del Impuesto sobre la Renta de
las Personas Físicas8.
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Por otra parte, según las actas del Pleno, a 31 de
diciembre de 1995 se adeudaba a esta Empresa9 un
total de 784,7 millones de ptas., deuda que tampoco
figura en la contabilidad municipal.

Asimismo, durante el ejercicio de 1997 se realiza­
ron, con cargo al capítulo 2, pagos a dicha Empresa por
liquidación de esta deuda por un total de 64,5 millones
de ptas., de los que 44,5 millones de ptas. correspondí­
an a intereses de demora (imputables al capítulo 3).

3. Las certificaciones mensuales del ejercicio
1997 de CONVAUTO ascendían a 291,1 millones
de ptas., excediendo en 32, I millones de ptas. el importe
abonado por entregas a cuenta (259 millones de ptas.),
sin que tampoco se haya regularizado esta situación.

Por otra parte, del contraste de los datos reflejados en
la contabilidad municipal y los que se incluyen en la res­
puesta de la Empresa CONVAUTO (única que ha contes­
tado a la petición de información), se deduce que el saldo
deudor comunicado por ésta (96,5 millones de ptas.) no
es concordante con las obligaciones pendientes de pago
reflejadas en cuentas (73,4 millones de ptas.), sin que la
Corporación haya conciliado la diferencia.

Es de destacar, asimismo, que la fiscalización del
Tribunal ha estado limitada al no haber aportado los res­
ponsables municipales la documentación acreditativa de
la aprobación por la Comisión de Gobierno del gasto en
siete expedientes, por un total de 63,5 millones de ptas.

6.5 Transferencias corrientes otorgadas

Del importe total de las obligaciones reconocidas
con cargo al capítulo 2 (4.359,8 millones de ptas.),
2.274,5 millones de ptas. (el 52%) corresponden a
entregas a cuenta a tres Empresas, siendo el desglose
de dichas entregas el siguiente:

Servicio

TOTAL
TrallS[IOrle c()l~ctivo

Limpieta viaria
Limpicl3l.'dilicios¡MASA ORANSMERSA')

rONVAlJTO

ONYX (SEMAT')

"Carnhio de l1t:nominacit)Q sodal

Del análisis de seis expedientes relativos a dichas
entregas a cuenta, por un montante de 484,5 millones
de ptas. (el 21 % del total), se deduce, con carácter
general, que las entregas no se ajustan a los pliegos de
condiciones económicas que rigen las correspondientes
relaciones contractuales, puesto que dichos pliegos
fijan que se realizarán pagos mensuales a aquéllas con­
forme a las certificaciones expedidas por los técnicos
municipales y aprobadas por la Comisión de Gobierno,
y solo por razones de liquidez podrían realizarse entre­
gas a cuenta. Además, en las precitadas certificaciones,
que deberían acreditar los servicios efectivos prestados
por dichas Empresas, se observa lo siguiente:

l. Ninguna de las certificaciones mensuales corres­
pondientes a ONYX (SEMAT) ha sido aprobada por la
Comisión de Gobiemo. Además, el importe de aquéllas
(1.585,8 millones de ptas.) excede en 128,3 millones de
ptas. a las entregas a cuenta (1.457,5 millones de ptas.),
sin que se haya regularizado esta diferencia.

Asimismo, de las actas del Pleno se deduce que a
esta Empresa se le adeudaba a 31 de diciembre de 1997
por servicios de ejercicios anteriores a 1995 un total de
1.040,1 millones de ptas., deuda que no se refleja en la
contabilidad municipal.

Por otra parte, durante 1997 se realizaron a esta
Empresa pagos, con cargo al capítulo 2, por 100,7
millones de ptas., a cuenta de la deuda pendiente, de
los que 60,7 millones de ptas. corresponden a intereses
de demora, y en consecuencia imputables al capítulo 3.

2. Respecto a IMASA (TRANSMERSA), el
importe conjunto de las certificaciones mensuales apro­
badas por la Comisión de Gobierno (689, I millones de
ptas.) excede en 131,1 millones de ptas. a las entregas
cuenta (558 millones de ptas.), sin que ulteriormente se
haya regularizado esta situación.

Empreia

tamiento percibieron gratificaciones por un total de
6,8 millones de ptas., por servicios de gestión,
administración y asesoramiento en la Sociedad mer­
cantil MERCALEON, S.A., en el Matadero Munici­
pal y en la Residencia de Ancianos, siendo su prin­
cipal destinatario el Jefe de Servicio de Asuntos
Económicos del Ayuntamiento, que percibió 3,8
millones de ptas. Sobre estas gratificaciones, distri­
buidas en las doce nóminas mensuales del ejercicio,
no se ha acreditado que los citados servicios hayan
sido prestados fuera de la jornada legal de trabajo,
tal y como establece el art. 6.3 del Real Decreto
861/1986, de 25 de abril, por el que se establece el

a) Un complemento de asistencia (25% del salario
base, antigüedad y grado).

b) Un complemento de grado (según tablas entre
84.236 ptas. y 29.806 ptas. mensuales).

c) Cuatro pagas extraordinarias, frente a las tres
del resto del personal laboral.

d) Tres días adicionales de vacaciones en Semana
Santa, frente a un día adicional para el resto del perso­
nallaboral.

e) Abono de gastos de viaje y hotel según presen­
tación de justificantes y sin límite de gastos.

f) Plus de transporte de 15.000 ptas. mensuales.
g) Quebranto de moneda por un importe anual de

28.240 ptas. para el personal que maneje dinero efectivo.
h) Un día de permiso por fiesta patronal (1 de

junio).
i) Se establece un fondo de 10 millones de ptas.

para ayudas y préstamos a este colectivo (95 trabajado­
res) que en promedio (105.263 ptas.) es más de dos
veces superior al establecido para el resto (30 millones
de ptas. para 619 trabajadores, por lo que el promedio
únicamente alcanza 48.465 ptas.).

4. Las relaciones con el personal laboral fueron
reguladas por dos convenios colectivos, uno de 15
de julio de 1992 y otro de 21 de diciembre de 1995,
este último de aplicación al Servicio Municipal de
Aguas, constatándose que el sistema retributivo,
permisos y resto de condiciones económicas es más
ventajoso para el personal de éste último, que dis­
fruta de las siguientes mejoras respecto del resto del
personal:

Para verificar el cumplimiento de los principios de
igualdad, mérito, capacidad y publicidad en el acceso a
la función pública, se han analizado los expedientes de
selección de las dos plazas de funcionarios cubiertas de
la Oferta de Empleo Público de 1997 y cinco de fun­
cionarios y personal laboral de la correspondiente
a 1996, sin que se hayan apreciado incumplimientos de
las normas de aplicación.

En la revisión de las nóminas del período fiscali­
zado se ha observado que 6 funcionarios del Ayun-

dinaria y el interés e iniciativa en el desempeño del tra­
bajo. Abundando en el carácter individual de dicha
retribución, el punto 2 del mencionado arto 5 viene a
incidir en el sentido de que la productividad deberá
apreciarse en función de las circunstancias relaciona­
das directamente con el puesto de trabajo y objetivos
asignados al mismo.

b) La falta de continuidad de este complemento se
refleja en el apartado 3 del citado arto 5, al indicar que
las cuantías asignadas no podrán originar, en modo
alguno, ningún tipo de derecho individual respecto a
las valoraciones o apreciaciones correspondientes a
períodos sucesivos.

a) El complemento de productividad se destinará
a retribuir el especial rendimiento, la actividad extraor-

de trabajo para funcionarios y 10 para personal laboral,
sin que en el citado año se haya convocado ninguno de
dichos puestos. Además, al inicio de la fiscalización
(noviembre de 1999) únicamente se habían cubierto 2
plazas de funcionarios y 9 de personal laboral. Esta cir­
cunstancia ha concurrido, asimismo, en la Oferta de
Empleo Público de 1996, en la que se preveía la convo­
catoria de 94 puestos, de los que únicamente se habían
cubierto 47.

Ambos hechos ponen de manifiesto un retraso gene­
ralizado en los procedimientos para cubrir las plazas de
los diferentes puestos de trabajos ofertados.

2. El Ayuntamiento no suscribió ningún convenio
con los funcionarios de la Corporación, aunque por
Decreto de la Alcaldía de 15 de junio de 1992 se reguló
el régimen de permisos, licencias y vacaciones en los
siguientes términos, que contraviene las previsiones del
arto 30 de la Ley 30/1984, de 2 de agosto, de Medidas
Urgentes para la Reforma de la Función Pública:

a) Permiso de miércoles santo o lunes de pascua,
disfrutado alternativamente por el 50% de los funcio­
narios.

b) Permiso de una de las dos semanas de Navida­
des, comprendidas entre el 24 de diciembre y el 6 de
enero, además de los seis días previstos para asuntos
propios en la Ley 30/1984.

c) Por matrimonio de ascendiente, descendiente o
colaterales hasta el segundo grado, un día natural, amplia­
ble a dos, si se celebra en distancia superior a 100 Km.

d) Una jornada de trabajo de 8 a 15 horas, de lunes
a viernes, con lo que resulta un total semanal de 35
horas, número inferior al límite mínimo fijado en la
Resolución de 27 de abril de 1995, de la Secretaria de
Estado para las Administraciones Públicas, por la que
se dictan <<Instrucciones sobre jornadas y horarios de
trabajo, permisos, licencias y vacaciones del persona!»,
de general aplicación para funcionarios de la Adminis­
tración Local (en virtud de lo dispuesto en el arto 94 de
la LRBRL), que contempla una jornada semanal de 37
horas y 30 minutos7

3. El Pleno del Ayuntamiento de 5 de febrero de
1996 aprobó para el personal funcionario un comple­
mento de productividad fijo destinado a la equipara­
ción salarial de los funcionarios con el personallabo­
ral. Dicho acuerdo contraviene los arts. 5 y 7 del Real
Decreto 861/1986, de 25 de abril, por el que se estable­
ce el régimen de retribuciones de los funcionarios de
Administración Local, que respecto a aquél señalan, en
síntesis, lo siguiente:

7 En relación con el contenido de las alegaciones, hay que sefialar que el
apartado la) del Decreto de Alcaldía de 21 de agosto de 1996, invocado en aqué·
llas, no excluye al personal fWlcionario del régimen de 35 horas semanales fijado
en el Decreto de Alcaldía de 15 de junio de 1992.



las limitaciones señaladas en el presente informe han
dificultado el análisis de aquéllas, que únicamente ha
podido realizarse a partir de los asientos del mayor del
presupuesto de gastos, deduciéndose, no obstante, lo
siguiente:

Es de destacar, asimismo, que en el capítulo 4 se han
registrado como transferencias corrientes las cuotas
anuales de la Federación Española de Municipios y
Provincias (1,1 millones de ptas.) y gastos de centros
de asistencia social de la Corporación (1,2 millones
de ptas.) que deberían imputarse al capítulo 2 (Gastos
en bienes corrientes y servicios).

4. De la aportación a la Mancomunidad de Sanea­
miento Integral de León y su Alfoz, por 8,4 millones de
ptas., una parte (2,2 millones de ptas.) corresponde al
ejercicio 1996.

5. De las respuestas a la circularización a los prin­
cipales perceptores de transferencias se deduce que las
transferencias correspondientes a la Universidad de
León y a la Junta Vecinal de Trobajo del Cerecedo
suponen la existencia de obligaciones pendientes de
pago con estas entidades por 10,4 millones de ptas. y
2,1 millones de ptas., respectivamente, que no figuran
en la contabilidad municipal.
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a) Obtención del visado del proyecto del Matade­
ro (488.645 ptas.).

Los saldos que presentan las cuentas del inmovili­
zado material según los balances de situación al cierre
de los ejercicios 1996 y 1997 son los siguientes:

cas números 27 y 461 de aquél, situadas en la Plaza
Mayor, números 15 y 17, sin que dicha venta fuese
efectivamente realizada.

5, Las anotaciones en el Inventario no se realizan
simultáneamente con los hechos que las originan, cons­
tatándose en algunos casos retrasos superiores a un
año.

6. No se ha formado Inventario separado del Patri­
monio Municipal del Suelo (PMS), exigido por el
arto 276 del Texto Refundido de la Ley sobre Régimen
del Suelo y Ordenación Urbana (TRLSOU), aprobado
por Real Decreto Legislativo 1/1992, de 26 de junio,
integrándose los bienes de éste en el general sin dife­
renciar de los restantes.

7. En 1997 el Ayuntamiento cedió dos parcelas
(una a la Mancomunidad de Servicios Funerarios de
León y otra a la Tesorería General de la Seguridad
Social), situadas en el Polígono de Eras de Renueva,
que fueron incorrectamente dadas de baja en el Inven­
tario, al no disponer el mismo un epígrafe específico.

8. Los elementos de transporte, maquinaria, equi­
pos para el proceso de información y mobiliario no
están inventariados ni son objeto de ningún tipo de con­
trol o identificación, y únicamente el responsable de
los equipos informáticos relaciona dichos bienes y el
usuario de los mismos.

concreto la 200 «Solares sin edificar» y 202 «Construc­
ciones»), por lo que, en consecuencia, no se ha calcula­
do el resultado económico de estas operaciones.

2. Se incluyen indebidamente en el activo del
balance de situación, como inmovilizado material, los
siguientes gastos:

Del análisis de su composición y de las variaciones
en el ejercicio fiscalizado hay que señalar lo siguiente:

to hay que señalar que en el Pleno del Ayuntamiento de
4 de diciembre de 1998 se hace referencia a la aproba­
ción de una rectificación del Inventario, aunque se
denomina «Relación de Bienes del Excmo, Ayunta­
miento de León a 31 de diciembre de 1997», en el que
únicamente figuran inmuebles. Dicha relación carece
de fiabilidad por lo siguiente:

l. No está totalizado el valor de esta rectificación
y, además, éste no es concordante con los saldos de las
correspondientes cuentas del balance de situación.

2. Parte de las fincas relacionadas no está valorada
ni consta su inscripción en el Registro de la Propiedad.

3. No refleja la totalidad de las fincas de las que
es titular la Corporación, destacando la no inclusión
del edificio adquirido por el Ayuntamiento a Caja Espa­
ña en la Avda. Ordoño II número lO, el 26 de diciem­
bre de 1996 por 2.900 millones de ptas., sede actual de
la mayoría de los servicios municipales. Por el contra­
rio, incluye la baja de las fincas de titularidad munici­
pal permutadas a Caja España como parte del pago del
citado edificio, reflejando incluso la baja de dos cuya
permuta fue cancelada con posterioridad.

Es de destacar, asimismo, que el precio de compra
se fijó globalmente, incluyendo el mobiliario, sin dife­
renciarse su valor del correspondiente al inmueble, y
aunque Caja España facilitó una relación del citado
mobiliario, ésta no ha sido valorada ni actualizada por
la Corporación.

4. En el Inventario a 31 de diciembre de 1997
figuran dadas de baja, por venta a Caja España, las fin-

1. La cuenta 220 «Terrenos y bienes naturales»
figura indebidamente con saldo negativo (3.093,1
millones de ptas.) en el activo del balance a 31 de
diciembre de 1997, debido a que en la misma se han
dado de baja -por su valor de venta- elementos que
estaban incluidos en otras cuentas de dicho activo (en

Del análisis de 14 mandamientos de pago ajustifi­
car, por importe de 90,2 millones de ptas., que equiva­
len al 16% del total (576,4 millones de ptas.) se dedu­
cen las siguientes deficiencias10:

Las obligaciones reconocidas con cargo al capítu­
lo 7 fueron tan sólo 4,9 millones de ptas" de las que su
mayor parte (3 millones de ptas.) corresponde a una
transferencia a la Sociedad de San Vicente de Paul para
el mantenimiento de una casa-hogar para marginados,
que debería haberse registrado como transferencia
corriente (capítulo 4), debiendo destacarse, además,
que no consta la justificación de la aplicación de estos
fondos.

La Corporación no dispone de Inventario, por lo que
no se cumplen las prescripciones del RBEL. Al respec-

6,7 Órdenes de pago ajustificar

6.6 Transferencias de capital otorgadas

1. En siete mandamientos, por 82,4 millones
de ptas., se ha incumplido la base 31 de las BEP, que
establece que las órdenes de pago a justificar solo
podrán aplicarse a gastos corrientes y su importe no
podrá exceder de 10 millones de ptas., puesto que 4 de
ellos corresponden a inversiones reales y en tres se
supera el precitado límite.

2. En seis mandamientos, por 3,3 millones
de ptas., no consta la aprobación por la Comisión de
Gobiemo de la orden de pago.

3. En ninguno de los expedientes consta el infor­
me de Intervención acerca de la cuenta justificativa de
los diferentes pagos a justificar, tal y como establece la
base 34.1 de las BEP, y en cuatro de los expedientes no
consta la aprobación de la citada cuenta justificativa.

4. En cuatro expedientes, por 74,9 millones
de ptas., se supera el plazo de tres meses desde su libra­
miento hasta la justificación, establecido en el arto 70.1
del RO 500/1990.

5. En ocho mandamientos, por un total de 8,8
millones de ptas., 6,2 millones de ptas. corresponden a
facturas y documentos cuya fecha de realización es ante­
rior a la de la expedición de los mandamientos, por lo
que no se cumplen los requisitos previstos en el arto 69
del RO 500/1990, ya que en ningún caso pueden consi­
derarse como pagos a justificar, puesto que en el
momento de su expedición se conoce la aplicación de
los fondos y su importe.

6.8 Inmovilizado material, inmovilizado inmate­
rial e inversiones en infraestructuras y bienes
destinados al uso generalII

10 Párrafo roodificado como consecuencia de las alegaciones.
11 Los anexos 4 y 5 incluyen, respectivamente, el balance de situación a 31

de diciembre de 1997 y la cuenta de resultados de dicho ejercicio.
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l. La mayor parte de los expedientes analizados
(17, por importe de 131,2 millones de ptas. --el 35%
del total del capítulo-) está incompleta, al no constar
en los mismos las bases reguladoras de los requisitos
para su concesión yjustificación, los acuerdos de dicha
concesión y la documentación acreditativa de que los
perceptores no eran deudores de la Corporación y esta­
ban al corriente de sus obligaciones tributarias (requisi­
tos exigidos en el arto 170.2 de la LHL), por lo que no
ha podido verificarse si la concesión de transferencias
y subvenciones se ha ajustado a los principios de publi­
cidad, concurrencia y objetividad.

2. Gran parte de las transferencias se ha realizado
mediante el sistema de pagos a justificar, no previsto
para este tipo de operaciones en el arto 171 de la LHL.

3. No se ha aportado documentación suficiente
sobre la justificación de la aplicación de fondos en siete
expedientes por un total de 118,2 millones de ptas.,
cuyo detalle es el siguiente:



b) Elaboración de un manual de calidad para el
laboratorio (1.508.000 ptas.).

c) Intereses de demora por pago de expropiacio­
nes (889.722 ptas.), que fueron considerados como
mayor valor del terreno expropiado.

d) Compra de plantas y árboles por 3.765.367
pesetas, que figuran tanto dentro del mobiliario urbano
como un mayor valor de las infraestructuras.

3. En algunos casos, todos ellos del capítulo 6
(inversiones reales), no se han seguido las fases de eje­
cución del presupuesto previstas en los arts. 52 y
siguientes del RD 500/1990 Y164 Ysiguientes de la
LHL, puesto que el expediente del gasto se inició
simultáneamente o con posterioridad a haberse realiza­
do el servicio o prestado el suministro a que éste se
refería, siendo aquéllos los siguientes:

6.9 Inmovilizado financiero

En los movimientos de esta cuenta se ha observado
lo siguiente:

l. Las diversas suscripciones por el Ayuntamiento de
acciones de la Sociedad Mercantil MERCALEÓN, S.A.
se han registrado indistintamente en las cuentas 251
«Acciones sin cotización oficial Sector Público» y 261
«Acciones sin cotización oficia!».

2. El saldo de la cuenta 264 «Préstamos concedi­
dos» (76,4 millones de ptas.) incluye un préstamo del
Ayuntamiento a la Mancomunidad de Servicios Fune­
rarios de León por 28,4 millones de ptas., correspon­
diendo el resto a préstamos realizados al personal de la
Corporación, sin que de dicho saldo se hayan deducido
las sucesivas amortizaciones, que se registran en cuen­
tas no presupuestarias.

6.1O Deudores

La fiabilidad y representatividad de los saldos de
esta cuenta están condicionadas por las siguientes sal­
vedades:

1. Dos cuentas (en concreto la 4300 -Deudores
por derechos reconocidos, liquidaciones de contraido
previo, ingreso directo- y la 4303 -Deudores por
derechos reconocidos, liquidaciones de ingreso por
recibo-) figuran en el balance de situación con saldo
acreedor, por importes, respectivamente, de O, l Y178,2
millones de ptas., sin que se justifiquen las razones de
esta circunstancia.

2. No existe correlación entre el balance de situa­
ción, estado de situación y movimiento de operacio­
nes no presupuestarias y estado de Remanente de
tesorería en las cuentas y por los importes siguientes:

(Millot1es de ptas.)

Balance de I Estado op. no I Estado Rem.
situación presup. tesorería

N
O

vas del gasto se expidieron en los meses de marzo y
abril de 1998. Similares desfases temporales concurren
en los tres expediente siguientes, que han originado que
las correspondientes obligaciones se registren en el
ejercicio posterior al de su efectiva contracción:

rios por redacción de proyectos y suministro de con­
tenedores, por lo que éstos corresponden a inmovili­
zado material.

2. El Ayuntamiento ha considerado incorrecta­
mente como inversiones reales (capítulo 6) los siguien­
tes gastos en bienes corrientes y servicios (capítulo 2) y
financieros (capítulo 3):
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LHL, por lo que el Ayuntamiento pudiera no haber
recaudado la cuota correspondiente a la diferencia entre
el coste real de la obra y la liquidación provisional que
figura en la preceptiva licencia, según las previsiones
del precitado arto 104.

2. El Ayuntamiento reconoce el derecho en el
momento de practicar la liquidación provisional y no
cuando ésta es aprobada por la Comisión de Gobierno
y notificada al sujeto pasivo, que se realiza con una
gran demora (superando el año en algunos casos). Por
otra parte, en los supuestos de denegación de la licen­
cia de obra no se anula el derecho previamente recono­
cido.

3. Un total de 267,7 millones de ptas. registrados
como pendientes de cobro en ejercicios cerrados fue­
ron cobrados con anterioridad al l de enero de 1997.
En consecuencia, el precitado saldo está sobrevalorado
por este importe.

4. Cuatro de los apuntes analizados, por un total
de 415,2 millones de ptas., no corresponden a liquida­
ciones concretas sino que son anotaciones generales
sin documentación justificativa.

5. En las liquidaciones anteriores a 1994 se incluía
en la base imponible del tributo el Impuesto sobre el
Valor Añadido (IVA), dando lugar a una improcedente
doble imposición.

6. En el expediente 2269/91, correspondiente a la
construcción de la Clínica Veterinaria del Campus
Universitario, se reconocieron derechos por el ICIO
por 12,2 millones de ptas. sin que conste la aprobación
de la licencia de obras y la correspondiente liquida-

OLroS d~lId()rcs no presupueslarios
TOTAI.ES

Enlidade> púhlicas

3. En el estado demostrativo de los derechos a
cobrar el saldo acumulado (4.119 millones de ptas.)
figura incorrectamente contabilizado como procedente,
en su totalidad, del año 1996, sin que la Corporación
haya facilitado al Tribunal el desglose de aquél en fun­
ción del ejercicio del reconocimiento de los derechos.
Esta circunstancia se debe, en su mayor parte, a que en
noviembre de 1997 se anuló un saldo pendiente de
cobro por 4.119 millones de ptas. y simultáneamente se
reconocieron derechos por el mismo importe sin deta­
llar su origen y composición. En consecuencia, la Cor­
poración no tiene clasificados los derechos pendientes
de cobro ni constancia de la contabilización previa de
la deuda a que corresponden.

4. Los derechos pendientes de cobro reflejados en
cuentas están sobrevalorados al no haberse minorado
su saldo por las anulaciones y bajas de recaudación por,
al menos, 1.238 millones de ptas.

l. En ningún caso se ha practicado la liquidación
definitiva del Impuesto, exigida en el arto 104 de la

De entre los derechos pendientes de cobro por ejer­
cicios cerrados la rúbrica que registra mayor importe
corresponde al Impuesto sobre Construcciones, Instala­
ciones y Obras (lCIO) cuyo saldo al cierre del ejercicio
fiscalizado ascendía a 1.203 millones de ptas. (el 17%
del total-6.995,8 millones de ptas.-). Del análisis
de 19 anotaciones contables por 705 millones de ptas.
(el 59% del importe de esta cuenta) se deduce lo
siguiente:
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4. El reconocimiento de la obligación por la
adquisición de cinco vehículos para la Policía Local
(cuatro, por un importe conjunto de 11.992.000 ptas., Y
otro, por 3.132.000 ptas.) se refleja en contabilidad en
diciembre de 1997, mientras que las facturas acreditati-

Por otra parte, se aprecian deficiencias de carácter
formal en los siguientes casos:

l. El saldo de la cuenta 218 «inmovilizado inma­
terial» (65,4 millones de ptas.) corresponde a diversas
operaciones reconocidas en los ejercicios 1993
y 1994 Yreferidas a certificaciones de obras, honora-



6.11 Tesorería

ción de aquél, aunque el edificio lleva funcionando
varios años.

El estado de tesoreria no ha sido elaborado confor­
me a lo establecido en la regla 423 del ICAL, puesto
que en el mismo no figuran los cobros y pagos realiza­
dos y, por otra parte, no diferencia los de procedencia
presupuestaria y no presupuestaria. Además, la fiabili­
dad de los saldos de estas cuentas está condicionada
por las siguientes salvedades:

a) El saldo de las cuentas que figura en el estado
de tesorería (3.042,2 millones de ptas.) es inferior en
802,9 millones de ptas., al que comunican las entida­
des financieras (3.845,1 millones de ptas.). Esta dife­
rencia es debida, por una parte, a la falta de registro de
diversos cobros y pagos, y, por otra, a numerosos erro­
res en las anotaciones contables pendientes de rectifi­
cación.

b) Catorce cuentas con un saldo total de 65,9
millones de ptas. no figuran en e! estado de tesorería,
siendo su detalle el siguiente:
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Ejercicio MllloDesde %
ptas.

1992 176 7

1993 1)3 6
1994 lJ2 7

1995 292 12
1996 l~4 14
1997 1.261 54
TOTAL 2388 100

6.13 Deudas a corto plazo

1. No hay correspondencia entre el importe total
de la relación nominal de acreedores del presupuesto
corriente, que asciende a 1.263,3 millones de ptas. y el
resumen por capítulos de la liquidación del presupues­
to de gastos, en el que cuantifica dicha deuda en
1.261,9 millones de ptas.

2. Según se ha señalado en el análisis de los
gastos en bienes corrientes y servicios, en la conta­
bilidad municipal no figuran deudas con los provee­
dores de servicios de limpieza viaria, limpieza de
edificios y transporte colectivo de un total de al
menos 2.116 millones de ptas. al cierre del ejercicio
fiscalizado.

Del análisis de estas deudas se deduce, corno más
relevantes, lo siguiente:

Las obligaciones pendientes de pago al cierre
de 1997, clasificadas en función del ejercicio de su con­
tracción, son las siguientes:

devengados, se elevó en 1997 a 1.411 millones de
ptas., que representan un 12% del total de recursos
liquidados, por lo que aquélla es inferior al 25% pre­
visto en el párrafo 3 del arto 54 de la LHL corno límite
para requerir la preceptiva autorización del incremento
de aquél.

12 Se ha requerido informacián a 137 proveedores con una deuda de 1.482
millones de ptas. (el 62% de las obligaciones pendientes de pago), de los que úni·
camente 76 (el 55% del conjunto) remitieron la información requerida.

Del contraste entre los datos reflejados en cuentas
con los que se incluyen en las respuestas de los pro­
veedores a la circularización12 se observa que la
información facilitada por 62 de aquéllos cuantifica
las deudas del Ayuntamiento en un importe conjunto
de 1.843 millones de ptas., cifra que supera en 762
millones de ptas. a la contabilizada por la Corpora­
ción (1.081 millones de ptas.), importe que no ha sido
conciliado por la Corporación, destacándose entre los
acreedores la Diputación Provincial de León que
tiene pendiente de abono el recargo provincial del
Impuesto de Actividades Económicas desde el
año 1992.

(Millones de ptal.)

1 I 208.4

8 I 2.600.2
1 I 235.3
1 I 494.7

4 I 1.569.0

10 I 2.854,9

¡¡ I 3.415.8
36 I 11.J71l,J

Número d~ I Saldo a
Pré.~taml)s 31-12-97

Danco C~ntral Hispano

Enlidad financiera

llaneo Santander

Banco de CrédilO Local

TOTALES

Bauco Pastor

llaneo ¡\sllJria~

Caja EspaJia

laCaixa

Por otra parte, de las respuestas a la circularización
se han deducido las siguientes deficiencias no conci­
liadas:

l. Un préstamo con Caja España por 186,5 millo­
nes de ptas., forroalizado el2l de febrero de 1997, fue
reconocido en el ejercicio 1996.

2. Un préstamo suscrito el 5 de septiembre
de 1997 con el Banco Central Hispano por 348
millones de ptas. se concertó sin solicitar ofertas a
otras entidades financieras. Además, los derechos
correspondientes no aparecen registrados en el capí­
tulo 9 (pasivos financieros) de! presupuesto de ingre­
sos de 1997.

La carga financiera, establecida en el arto 54 de la
LHL corno la suma de las amortizaciones del principal
de la deuda al cierre del ejercicio y de los intereses

1. En la liquidación del presupuesto no figuran
amortizaciones de préstamos por 30,6 millones de ptas.
ni pagos de intereses por 4,1 millones de ptas. con Caja
España.

2. Intereses cargados por e! Banco de Santander
por 26 millones de ptas. en los ejercicios de 1995 y
1996 están reconocidos como gastos del presupuesto
corriente de 1997.

3. En la liquidación del presupuesto de 1997 no
están registradas amortizaciones de préstamos por 9,41
millones de ptas. con el Banco de Asturias.

4. Intereses por préstamos del Banco Central His­
pano por 61 millones de ptas. correspondientes al año
1996 fueron registrados por la Corporación en 1997,
igualmente amortizaciones de los citados préstamos,
por 32 millones de ptas., realizadas en 1996 fueron
contabilizadas en 1997.

Los préstamos a largo plazo suscritos durante 1997
fueron diez, por un importe conjunto de 3.555 millones
de ptas., cinco con el Banco Central Hispano por 1.668
millones de ptas., tres con Caja España por 1.187
millones de ptas. y dos con el Banco de Crédito Local
por 700 millones de ptas. Todas estas operaciones han
sido aprobadas por el Pleno de la Corporación.

Del análisis de los expedientes de los préstamos for­
malizados durante el ejercicio se deduce lo siguiente:
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Como ya se ha señalado anteriorroente, la Corpora­
ción no ha elaborado e! estado de la deuda, por lo que
en su defecto se requirió a los responsables municipa­
les inforroación sobre la composición del saldo vivo al
cierre del ejercicio, aportándose en fechas distintas
hasta tres estados diferentes con la siguiente composi­
ción, incertidumbre que no perroite verificar la repre­
sentatividad de las cuentas:

c) Dos cuentas restringidas de recaudación pre­
sentan, al cierre de 1997, un saldo de 2 millones de
ptas., al no haberse traspasado aquél a las cuentas ope­
rativas, siendo el detalle de aquéllas el siguiente:

Además, ninguno de estos saldos es concordante
con el que se deduce de! balance de situación (12.886
millones de ptas.), que tampoco coincide con el saldo
al cierre del ejercicio precedente y con los movimien­
tos de la liquidación del presupuesto, cuyos datos son
los siguientes:

6.12 Deudas a largo plazo

El endeudamiento a largo plazo al cierre del ejerci­
cio fiscalizado que se refleja en el balance de situación
presenta la siguiente estructura:

De las respuestas de las entidades financieras a la
circularización del Tribunal se deduce que el saldo
acreedor al cierre de 1997 ascendía a 11.378,3 millones
de ptas. (cifra inferior a los 12.678 millones de ptas.
señalados anteriorroente), siendo el detalle de aquélla
el siguiente:
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l. El importe que aparece en el estado de tesoreria
al cierre de 1997 (3.042 millones de ptas.) supera en
125,6 millones de ptas. al que figura en el balance de
situación y en el estado de Remanente de tesoreria (en
ambos casos 2.916,6 millones de ptas.).

2. Los intereses abonados por las entidades finan­
cieras se contabilizan por los importes netos resultantes
de deducir del total los gastos por comisiones o intere­
ses de descubierto, por lo que se vulnera e! principio de
no compensación de ingresos y gastos. Por otra parte,
en los registros y cuentas no se incluyen intereses
por 4,5 millones de ptas.

3. Del contraste de los datos reflejados en la con­
tabilidad con las respuestas de las entidades financieras
a la circularización del Tribunal de Cuentas se observa
lo siguiente:



7. CONTRATACIÓN

El Ayuntamiento celebró en 1997 110 contratos por
un importe total de 2.405 millones de ptas. 13, debiendo
destacarse al respecto lo siguiente:

l. En el 60% de los contratos la selección del
adjudicatario se ha efectuado mediaote el procedimien­
to negociado, siendo especialmente significativo este
hecho en 18 expedientes en los que el presupuesto
de licitación supera las cuantías establecidas en los
arts. 141, 183 Y211 de la LCAP, para acudir, atendien­
do al objeto del contrato, a ese procedimiento. La
subasta tao sólo se ha utilizado en el 5% de los casos.

2. Algunos contratos fueron objeto duraote su eje­
cución de modificaciones, debiendo destacarse lo
siguiente:

a) El 20% de los contratos iniciales fue objeto de
modificación.

b) El 50% de las variaciones realizadas correspon­
de a contratos de obras.

c) La mayoría de las modificaciones se ejecuta por
vía de hecho, sin previa aprobación del órgaoo de con­
tratación y, además, aquéllas no son debidas a necesi­
dades nuevas o causas imprevistas surgidas con poste­
rioridad a la plaoificación por el Ayuntamiento de la
inversión o prestación a realizar.

La fiscalización del Tribunal se ha realizado abar­
caodo todas las fases del procedimiento incluso las que
se extendieron a ejercicios posteriores y sobre el 13%14
de los contratos suscritosl5, cuyo importe equivale al
67% del total, siendo los resultados más relevaotes los
que se exponen en los epígrafes siguientes.

7.1 Contratos de obras

7.1.1 Pavimentación de la calzada de la Avenida
Ordoño 1I

En el aoálisis de este expediente se ha observado lo
siguiente:

l. El proyecto técnico, redactado el 29 de abril de
1997 por 68,6 millones de ptas" no ha sido supervisado
por la Oficina o Unidad del Ayuntamiento que tenga
atribuida dicha función, infringiendo lo dispuesto en el
arto 128 de la LCAP, al superar su cuaotía los 50 millo­
nes de ptas.

13 En el anexo 6 se relaciona el número de contratos fonnalizados, según los
datos facilitados por el Ayuntamiento. clasificados en función de su objeto y
fanna de adjudicación.

14 La muestra analizada equivale al 16% del número de los contratos de obra
celebrados. al 10% de los de suministros y deconsultoIÍa y asistencia y al 20% de
los de servicios.

15 En el anexo 7 se relacionan los contratos fiscalizados.

2. La adjudicación de las obras -en la cantidad
de 68,5 millones de ptas.- a través de procedimiento
negociado sin publicidad ha vulnerado los principios
de publicidad y concurrencia que deben prevalecer en
toda contratación administrativa, por cuaoto se acude a
este procedimiento por ser el propuesto por los técni­
cos redactores del proyecto debido a que, teniendo en
cuenta el estado de las obras de la Urbaoización de la
Avda. Ordoño n, la pavimentación de la calzada de esta
avenida es muy urgente, ya que el retraso podría provo­
car problemas de tráfico. Sin embargo, el arto 141.c) de
la LCAP permite utilizar el procedimiento negociado
sin publicidad cuando una imperiosa urgencia, resul­
tante de acontecimientos imprevisibles para el objeto
de la contratación y no imputables al mismo, demaode
una pronta ejecución que no pueda lograrse por el pro­
cedimiento de urgencia regulado en el arto 72 -prefe­
rencia para emisión de informes al mismo en un plazo
de cinco días, reducción a la mitad de los plazos esta­
blecidos en la Ley para la licitación y adjudicación-,
circunstaocias no concurrentes en este supuesto por lo
siguiente:

a) La realización de las obras estaba prevista
desde el 6 de septiembre de 1996, fecha en la que se
aprobó inicialmente el proyecto de ejecución del apar­
camiento subterráoeo para vehículos en la mencionada
Avenida, así como la realización del de urbaoización
que comprendería toda la Avenida, la Plaza de Saoto
Domingo y parte de la de Guzmáo, cuyo proyecto se
redactaría por el concesionario y se le adjudicaría como
obras complementarias l6.

b) La imperiosa urgencia de la realización de estas
obras queda desvirtuada con posterioridad, ya que su
ejecución se retrasa, sin justificación, en más de dos
meses, duplicáodose el plazo inicialmente previsto.

Estas circunstancias17, unidas al hecho de que la
empresa inició la obra con aoterioridad a la comunica­
ción de su adjudicación, permiten deducir una cierta
predeterminación del adjudicatario.

3. En la ejecución de las obras es de resaltar lo
siguiente:

a) Desde la l.a a la 2: certificación transcurren
más de cuatro meses, sin que se justifique en el expe­
diente que se hubierao suspendido las obras18.

16 El proyecto de urbanización por 262,5 millones de ptas. fue aprobado ini­
cialmente el21 de enero de 1997, siendo modificado el8 de abril del misroo afio,
excluyendo del mismo la unidad de obra correspondiente a la pavimentación de
calzada con aglomerado asfáltico. en lo que se refiere a la Avda. Ordoño 11. al no
considerarse la más adecuada para el uso peatonal que se preveía para ésta, encar~
gándose a los técnicos municipales la redacción del proyecto objeto de la fiscali­
zación.

17 En el procedimiento negociado. además. no se cursó invitación al conce­
sionario encargado en septiembre de 1996 para la redacción del proyecto y a
quien correspondía su ejecución.

18 En relación con el contenido de las alegaciones, hay que señalar que el
arto 145 de la LCAP exige que las certificaciones de obra se expidan mensual­
mente.

b) El 22 de junio de 1997 se expide un acta de
recepción negativa, respecto de la cual hay que desta­
car lo siguiente:

- Vulnera el arto 147 de la LCAP, ya que la recep­
ción se produce con anterioridad a la terminación de
las obras l9.

- Señala que las obras se encuentran ajustadas a
las directrices generales del proyecto, si bien se halla­
ron defectos en la pavimentación, por lo que se conce­
dió a la empresa adjudicataria un plazo de seis meses
para subsanarlos y recepcionar la obra. Respecto a
dicho plazo hay que señalar lo siguiente:

o Es incongruente, dado que triplica el total del
previsto para la ejecución de las obras.

o Es incumplido por la empresa, puesto que los
directores de obra no señalao que ésta se encuentra en
estado de ser recibida hasta el 30 de junio de 1998, sin
que conste la adopción por parte del Ayuntamiento de
las medidas previstas en el arto 147 in fine de la LCAP
(concesión de un nuevo plazo improrrogable para la
subsaoación de defectos o declarar resuelto el contrato).

c) El 28 de octubre de 1997 -cuatro meses des­
pués de la emisión del acta de recepción negativa- se
apruebao dos precios contradictorios originados por la
modificación de las obras. Esta modificación presenta
las siguientes deficiencias:

- Se realiza por vía de hecho, sin la tramitación
exigida en los arts. 55 y 146 de la LCAP y 150 del
Reglamento General de Contratación del Estado
(RGCE), aprobado por Decreto 3410/1975, de 25 de
noviembre, ya que se certifica en la liquidación de las
obras expedida el 27 de octubre de 1997.

- No es debida a necesidades nuevas o causas
imprevistas -únicos supuestos admitidos por el
arto 102 de la LCAP para proceder a las modificaciones
de los contratos por razón de interés público- sino a
deficiencias del proyecto inicial, ya que éste no con­
templaba la pavimentación de la calzada en la zona
comprendida entre la Plaza de Guzmáo y la entrada del
aparcamiento, la ejecución del firme de adoquín de gra­
nito y el sumidero para drenar la zona de ampliación
del paso de peatones20.

d) La liquidación de las obras, que se tramita para
abono al contratista, se expide el I de julio de 1998
para dar cobertura formal a las distintas actuaciones21

realizadas con anterioridad, presentaodo, además, las
siguientes deficiencias:

19 Enjunio de 1f1i7 quedabap;.xejecutarobraPJfvalorc)e 11,8 millones de ptas.
20 Párrafo modificado como consecuencia de las alegaciones.
21 Con anterioridad (el 27 de octubre de 1997) ya se había emitido la liqui­

dación, pero en esta fecha no estaban aprobados los precios contradictorios de la
modificación realizada, la obra no había sido recibida de conformidad y no exis­
tía crédito para la financiación del saldo resultante a favor del contratista

- Desvirtúa el acto liquidatorio, entendido como
medición general de la obra ejecutada, ya que en ella es
donde se acredita la realización de la modificación del
contrato.

- Supone un incremento de 5,1 millones de ptas.
sobre el presupuesto de adjudicación, equivalente al
7,5% del precio de adjudicación, vulneraodo lo dis­
puesto en la cláusula 62 del Pliego de Cláusulas Admi­
nistrativas Generales para la Contratación de Obras del
Estado (PCAG), aprobado por Decreto 3854/1970,
de 31 de diciembre, ya que no recoge únicamente exce­
so de mediciones sino nuevas unidades de obras, en
concreto, las correspondientes a la modificación del
contrato.

7.1.2 Ordenación y Peatonalización del Entorno del
Palacio de los Guzmanes, edificio Botines y
Centro Cultural Pallarés

En el aoálisis de este expediente se ha observado lo
siguiente:

1. En el proyecto de las obras no se hao realizado
las correcciones señaladas en el informe del Gabinete
de Urbaoismo de II de febrero de 1997, entre las que
destaca la supresión del pavimento de parte de la plaza
de Saoto Domingo, por estar incluido en el proyecto de
urbaoización de la Avda. Ordoño 11, que debía realizar
el concesionario del aparcamiento subterráoe022

•

2. Entre los criterios objetivos establecidos en el
Pliego de cláusulas económico-administrativas que hao
de servir de base para la adjudicación del concurso se
indican la experiencia en obras similares en cascos
aotiguos y referencias técnicas y económicas, cuaodo
son requisitos de capacidad de las empresas que deben
ser tenidos en cuenta para evaluar la aptitud de éstas
para realizar la prestación de que se trata, pero no como
medio de selección de la oferta.

3. A los siete días de publicarse la licitación -10
de octubre de 1997- se detecta que la clasificación
exigida en los pliegos no es la correcta (por exigir cinco
subgrupos, cuando el número mayor permitido es de
cuatro, y no corresponder a la aoualidad media del con­
trato), que da lugar a la modificación de la clasificación
y a que se proceda a una nueva licitación, por el trámite
de urgencia, debido a que es necesario agotar la aouali­
dad prevista para 1997 y finalizar las obras en los dos
primeros meses de 1998, con el fin de poder integrar el
área en la zona de control de accesos a la Ciudad His-

22 El proyecto facilitado al Tribunal tiene fecha de octubre de 1996 y coinci­
de con la totalidad de la obra ejecutada que se acredita en las certificaciones emi­
tidas. Respecto al contenido de las alegaciones, hay que señalar que en el Decre­
to de Alcaldía de 28 de abril de 1997 se señalaba que «... deberá presentarse un
Proyecto refundido único que recoja todas las rectificaciones y correcciones
introducidas en el mismo, para debida constancia en el expediente»; sin emhar·
go, el proyecto que figura en éste tiene fecha de octubre de 1996, sin que, por
tanto, recoja las correcciones señaladas en el Informe del Gabinete de Urbanis­
mode 11 defebrerode 1997.
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tórica de León, cuyas obras tenninarán en esas fechas.
Sin embargo, la tramitación urgente, a que alude el
arto 72 de la LCAP, se refiere a los contratos cuya nece­
sidad sea inaplazable o cuya adjudicación sea preciso
acelerar por razones de interés público, circunstancias
que no concurren en este expediente, puesto que, por
una parte, las obras se iniciaron el 19 de enero de 1998,
a los dos meses de su adjudicación, y, por otra, que la
recepción de aquéllas se realizó el 16 de diciembre
de 1998, esto es, transcurridos siete meses desde la
fecha inicialmente prevista para su tenninación.

4. La financiación del contrato no se adecua al
ritmo requerido a la ejecución de las obras, ya que se
programa una anualidad para el ejercicio 1997 de 105
millones de ptas. y el resto con cargo a 1998 y, sin
embargo, la adjudicación tuvo lugar el 19 de noviem­
bre de 1997 (en la cantidad de 121,4 millones de ptas.)
y el comienzo en el año 1998.

5. Respecto a la ejecución de las obras hay que
señalar 10 siguiente:

a) La certificación n° 5 se emite a los seis meses
de la expedición de la anterior, con infracción del arto 145
de la LCAP, sin que consten en el expediente las causas
de este retraso o, en su caso, la suspensión producida,
siendo aprobada, además, al año de su emisión.

b) El estudio de seguridad e higiene en el trabajo
se acredita en las certificaciones a tanto alzado, es decir,
sin descomposición de las unidades que lo integran.

c) No consta realizada la liquidación de las obras,
a pesar de que la recepción tuvo lugar el 16 de diciem­
bre de 1998, no pudiendo, en consecuencia, pronun­
ciarse el Tribunal sobre su valoración final.

6. Los pagos de las certificaciones se realizan con
un considerable retraso respecto a la fecha fijada en el
arto 100 de la LCAP -dos meses a partir de su expedi­
ción-. Así, las nos 1 y 2, emitidas el3l de enero y 28
de febrero, respectivamente, se abonan el 23 de junio;
la 3.', de 31 de marzo de 1998, se paga el 8 de febrero
de 1999; la 4.', de 30 de abril de 1998, se abona el 28
de septiembre de 1999 y la 5.', de 30 de octubre de
1998, se paga el 8 de junio de 2000. Este hecho podría
originar un perjuicio económico a la Corporación por
los intereses que estaría obligada a pagar a tenor de lo
dispuesto en el precitado arto 100 de la LCAP.

7.1.3 Acondicionamiento urbano de la Avenida Suero
de Quiñones

El proyecto de las obras, que asciende a 161,2
millones de ptas., procede de uno global redactado en
abril de 1996 por 229,6 millones de ptas., que com­
prendía también el acondicionamiento de la Avenida
Padre Isla, sin que se justifique en el expediente el frac­
cionamiento realizado, máxime cuando uno de los
objetivos de este contrato era construir un aliviadero
que discurriera por la Avenida Padre Isla y Suero de

Quiñones. En el análisis del expediente se ha observa­
do, además, lo siguiente:

1. El 6 de febrero de 1997, el Concejal Delegado
del Área de Urbanismo propone la tramitación urgente
de este expediente, basándose en que las obras debían
finalizar en la primavera de 1997, que es cuando se
iniciarán las de peatonalización de la Plaza de San
Marcos, circunstancia que no se encuadra entre las pre­
vistas en el arto 72 de la LCAP (necesidad inaplazable
del contrato o cuya adjudicación sea preciso acelerar
por razones de interés público), dado que el proyecto
había sido aprobado inicialmente un año antes. Ade­
más, la urgencia queda desvirtuada posteriormente
durante la ejecución de las obras, ya que debiendo
haber finalizado el 24 de agosto de 1997 su recepción
se realiza el 15 de octubre del año siguiente, amplián­
dose, tácitamente, el plazo inicialmente previsto de 3
a 14 meses sin que se justifiquen las causas de este
retraso o, en su caso, la deficiente planificación tempo­
ral por parte de los redactores del proyecto de las obras
a realizar.

2. El Pliego de cláusulas administrativas particu­
lares presenta las siguientes deficiencias:

a) Entre los criterios de adjudicación del concurso
se establece la experiencia en ejecución de obras simi­
lares y la corrección en la ejecución de las mismas,
medio de justificación de la solvencia técnica, a tenor
de lo dispuesto en el arto 17 de la LCAP, que está implí­
cita en la clasificación exigida.

b) Señala que el contratista vendrá obligado a rea­
lizar el control de los materiales y unidades de obra
contratadas, corriendo con su abono, vulnerando lo dis­
puesto en la cláusula 38 del PCAG que establece que
estos gastos serán de cuenta del contratista hasta un
importe máximo del 1% del presupuesto de la obra.

3. En el capítulo VI del presupuesto del proyecto
-Obras accesorias- figura una partida alzada de
abono íntegro para conservación de las obras durante
el plazo de garantía, en contra de lo dispuesto en el
arto 171 del RGCE y en el Pliego de cláusulas adminis­
trativas, que establecen que el contratista estará obliga­
do a mantener a su costa la conservación y vigilancia
de las obras durante aquél.

4. No consta el informe de fiscalización del gasto
a que está sujeto el expediente de contratación, que
debe emitir la Intervención, en virtud de las atribucio­
nes conferidas por el arto 4.l.a) del Reglamento de
Régimen Jurídico de los Funcionarios de la Adminis­
tración Local con Habilitación de Carácter Nacional,
aprobado por Real Decreto 1174/1987, de 18 de sep­
tiembre, limitándose la Intervención a señalar que exis­
te consignación presupuestaria para la fmanciación del
gasto que el contrato lleva implícito.

5. El informe técnico sobre las proposiciones pre­
sentadas al concurso señala que la empresa que obtiene
mayor puntuación es la que presenta la oferta más baja
y el plazo de ejecución más reducido, a pesar de que
«le va a resultar difícil cumplir el plazo que ellos pro­
ponen de tres meses, por 10 que habida cuenta de que la
sanción diaria por incumplimiento de plazo es de
25.000 ptas., parecería razonable, si así lo considera la
Corporación, que dicha sanción se elevara al doble o al
triple». En base a este informe, el órgano de contrata­
ción, en lugar de considerar que la oferta era inviable,
adjudica elIde abril de 1997 el contrato en la cantidad
de 124,9 millones de ptas., acordando establecer una
penalidad de 100.000 ptas. por cada día de demora en
la ejecución de las obras respecto del plazo ofertado,
vulnerando 10 dispuesto en el arto 96.3 de la LCAp, y
sin que, sin embargo, conste en el expediente la impo­
sición de penalidades al contratista por la demora pro­
ducida -de tres a catorce meses-o

6. En la ejecución de las obras hay que resaltar,
además del considerable incumplimiento del plazo de
ejecución, 10 siguiente:

a) Se desvirtúa la presunción de certeza que debe
conllevar toda certificación de obra en el sentido de que
sólo puede contener la parte de ésta verdaderamente
ejecutada, ya que:

- En la 1.' certificación se acredita la ejecución de
la partida «M.l. de tubular de amianto... tipo 5.4.» (den­
tro del Capítulo III de Saneamiento) por 4,8 millones
de ptas., que desaparece en las siguientes, y que no
figura en el proyecto reformado al que se hará referen­
cia más adelante, al haber sido sustituido por el tipo 5.3.

- De la comparación entre la certificación n° 4
---que es la última expedida antes de comenzar a certi-
ficarse la modificación- y la n° 5.bis -última del
contrato- se observan numerosas disminuciones en el
número de unidades certificadas, para así hacer coinci­
dir exactamente la certificación última con el presu­
puesto reformado, destacando, en particular, la partida
«M.l. de tubular amianto... , 1100 mm..., tipo 5.3.» que
pasa de 17 a 1,4 millones de ptas., y la partida «M.l. de
tubular amianto... , 300 mm.», que se reduce de 3,9
millones de ptas. a 163.180 ptas.

b) En diciembre de 1997, transcurridos cuatro
meses de la fecha en que debían haber finalizado las
obras, se redacta un proyecto reformado que supone un
incremento de 30 millones de ptas. respecto al inicial,
que es aprobado y adjudicado al mismo contratista
el 17 de noviembre de 1998, concurriendo en dicha
modificación lo siguiente:

- No es debida a necesidades nuevas o causas
imprevistas -únicos supuestos que admite el arto 102
de la LCAP para proceder a las modificaciones de los
contratos por razón de interés público- sino a defec-

tos de planificación o proyección, por cuanto tiene su
origen en un cambio de calidad de los materiales; reali­
zación de las bases de las farolas, que se colocarán pos­
teriormente, y desconocimiento de la ubicación y esta­
do de las canalizaciones.

- Da cobertura formal a las modificaciones reali­
zadas en la obra por vía de hecho, lo que se deduce de
lo siguiente:

o En la propia Memoria del proyecto reformado se
señala específicamente el cambio del tipo de baldosa
proyectada por la colocada..., y que si bien se proyectó
un único colector para recoger las aguas residuales de
los edificios de la calle, fue necesario realizar dos... etc.

o El adjudicatario solicitó la recepción provisional
de las obras el 7 de octubre de 1997, dos meses antes
de la redacción del proyecto reformado.

o La recepción de las obras tuvo lugar el 15 de
octubre de 199823, con anterioridad a la aprobación y
adjudicación de la modificación y formalización.

7. Los pagos de las certificaciones números 3bis y 4
-dos de las tres facilitadas al Tribunal de Cuentas­
no se realizan en el plazo establecido en el arto 100 de
la LCAP -dos meses a partir de su expedición-o

7.1.4 Proyecto y construcción de un puente sobre el
Río Bemesga y sus accesos, en el límite norte
del Polígono 58

El objeto de este contrato es la redacción del pro­
yecto y la construcción de un puente sobre el Río Ber­
nesga y los accesos al mismo, que el Plan General de
Ordenación Urbana prevé para conectar las zonas situa­
das al norte de los Polígonos Eras de Renueva y 58 y
dar continuidad a la Ronda Exterior Urbana con el fin
de descongestionar la Ronda Interior del tránsito de
vehículos.

En el expediente contractual se constata que:

1. En el Pliego de condiciones económico-admi­
nistrativas se ha observado lo siguiente:

a) Señala en su cláusula cuarta, una vez fijada la
clasificación que deben tener los concursantes, que
habrán de acreditar haber proyectado y construido
obras de naturaleza y magnitudes semejantes a la que
se refiere este concurso, cuando, a tenor de lo dispuesto
en el arto 15 de la LCAP, la solvencia técnica en los
casos en los que se exija clasificación será sustituida
por ésta.

23 Las obras se recepcionan anles de conocer la Corporación la totalidad de
la obra realizada, ya que las certiticaciones núrrx:ros 5y 5 bis. expedidas el 30 de
octubre de 1998 por importes de 13,2 y 10,3 millones de ptas., respectivamente.
son aprobadas el 17 de noviembre de 1998.
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b) Presenta contradicciones en sus cláusulas res­
pecto a la constitución de la fianza definitiva, ya que,
según la decimotercera, ésta se debe realizar a los 10
días de la notificación al adjudicatario de la aprobación
definitiva del proyecto y conforme a la decimocuarta
ésta se debe constituir en el plazo de quince días hábi­
les a la notificación de la adjudicación definitiva, sien­
do ésta última cláusula la que se adecua a lo estableci­
do en el arto 42 de la LCAP.

c) La valoración de uno de los criterios estableci­
dos para la selección del contratista en el concurso -el
menor precio ofertado- se indica que se realizará
tomando como base el presupuesto correspondiente a
la baja media más cinco puntos, circunstancia que per­
judica los intereses de la Corporación.

2. En la selección del adjudicatario se han vulne­
rado los principios de transparencia e igualdad de trato
que deben prevalecer en toda contratación pública,
pudiendo deducirse, incluso, una posible predetermina­
ción del adjudicatario, según se deduce de los siguien­
tes hechos:

a) En el acta de la Mesa de Contratación de 16 de
septiembre de 1997, relativa a la apertura de los sobres
que contienen la documentación técnica de los concur­
santes, se señala que la de las proposiciones económi­
cas se realizará el I de octubre; sin embargo, el Secre­
tario comunica a los licitadores, mediante escrito de 24
de septiembre, que la apertura de aquéllas se efectuará
el 29 de este mes, recibiendo dos de éstos la comunica­
ción cuando ya se había procedido a aquélla.

b) El 26 de septiembre de 1997 se reúne la Mesa
de Contratación al objeto de proceder a preseleccionar
las ofertas que se consideren más interesantes desde el
punto de vista técnico y estético, de entre las existentes
en la presente convocatoria, considerando que si el
Pliego de condiciones económico-administrativas, en
su cláusula novena, faculta al Ayuntamiento para
declarar desierto el concurso si ninguna de las ofertas
reúne las condiciones adecuadas para garantizar la
correcta ejecución de la obra, por la misma razón
seleccionar las que considere técnica y estéticamente
idóneas para cubrir las exigencias municipales, recha­
zando a cuatro de los siete concursantes presentados a
la convocatoria, cuya documentación era correcta, sin
justificación por lo siguiente:

- El procedimiento elegido por el órgano de con­
tratación para seleccionar la oferta no era restringido,
único supuesto en que, una vez comprobada la perso­
nalidad y solvencia del empresario, se selecciona a los
concurrentes e invita a los admitidos a presentar sus
proposiciones.

- Los criterios fijados en el Pliego de condiciones
económico-administrativas para la selección del con­
curso son exclusivamente el menor precio ofertado,

medios humanos y materiales a disposición de la obra,
menor plazo de ejecución y aumento del plazo de
garantía, sin que se especifique en modo alguno, entre
ellos, las características estéticas y funcionales necesa­
rias para la realización de la obra, que, sin embargo,
podrían haberse establecido en los pliegos, a tenor del
arto 87 de la LCAP, aplicando por ello un criterio no
fijado en el Pliego para realizar una preselección -no
prevista legalmente salvo para los supuestos de acudir
al procedimiento restringido- y no los establecidos en
él, por cuanto:

• El menor precio ofertado sólo se valora en las
tres empresas seleccionadas de las siete presentadas, ya
que de las demás no se procede a la apertura de la pro­
posición económica aún cuando este criterio tenía la
máxima valoración otorgada.

• Los medios humanos y materiales a disposición
de la obra, que no son criterios de selección de las ofer­
tas sino de capacidad de las empresas, iban implícitos
en la clasificación exigida, que la ostentaban todos los
licitadores.

• El menor plazo de ejecución y el aumento del de
garantía ofertados por el adjudicatario quedan desvir­
tuados al no recogerse en el documento de formaliza­
ción del contrato. Además, se incumple totalmente
aquél, ya que iniciadas las obras el 14 de abril de 1998,
con un plazo de ejecución de cuatro meses24, la 6.' cer­
tificación -última proporcionada al Tribunal- es
de 30 de julio de 1999, sin que consten al término de la
fiscalización la recepción y liquidación de las obras.

c) El 3 de octubre de 1997, el Pleno del Ayunta­
miento adjudicó provisionalmente la contratación de
las obras en 174,9 millones de ptas., acordando que la
empresa contratista debía presentar el proyecto de
construcción, basado en la proposición seleccionada
-variante n° 1- y en las condiciones complementa­
rias que el Excmo. Ayuntamiento ... establezca; debien­
do recoger el referido proyecto la forma de realización
de los enlaces a ambos lados del puente, desviando
hacia el sur la glorieta prevista, a fin de evitar proble­
mas de disponibilidad de terrenos, que pudieran difi­
cultar la finalización de la obra. Como consecuencia
de ello, la empresa presenta un proyecto que pasa de
los 174,9 millones de ptas. de la oferta seleccionada
a 230,4 millones de ptas. por lo siguiente:

- Ser necesario proyectar un muro en el límite
norte de la glorieta del Polígono 58.

- Considerar conveniente modificar el tipo de
báculos y luminarias a instalar en la partida de ilumi­
nación.

- Aparecer una nueva partida de servicios afec­
tados.

24 El adjudicatario ofertó tres meses.

Estas circunstancias deberían haber sido tenidas en
cuenta por el Ayuntamiento antes de proceder a la lici­
tación del contrato o, en su caso, motivar que el con­
curso hubiera quedado desierto y proceder a una nueva
licitación, que hubiera garantizado la transparencia e
igualdad de trato en todo el procedimiento.

3. En la ejecución de las obras es de resaltar lo
siguiente:

a) Se desvirtúa la presunción de certeza que debe
conllevar toda certificación de obra, en el sentido de
que debe acreditar sólo la parte de la obra realmente
ejecutada, al observarse en certificaciones posteriores
disminución o supresión del número de las unidades de
obra que constan realizadas en anteriores, siendo de
destacar, entre otras, las siguientes:

- La partida «M3 Hormigón H-200 en zapatas»
figura en la l.' certificación por 2 millones de ptas. y
en la 2.' por 1,2 millones de ptas.

- La partida «M2 Muro prefabricado» aparece rea­
lizada en la certificación 3.' por 9,6 millones de ptas.,
disminuye en las 4.' y 5.' a 6, I millones de ptas. y desa­
parece en la 6.'.

- La partida «M.l. Imposta hormigÓn» disminuye
en 400.000 ptas. en la 5.' certificación respecto a lo
acreditado como ejecutado en la 4.'.

b) El 5 de febrero de 1999, el Pleno del Ayunta­
miento aprueba definitivamente un proyecto modifica­
do n° I de la obra y la novación contractual que com­
prende ésta por 253 millones de ptas., lo que supone un
incremento del precio de 22,6 millones de ptas. sobre
el aprobado -y 78, I millones de ptas. sobre la propo­
sición seleccionada-, encomendando su ejecución a
la empresa adjudicataria de la obra principal. La modi­
ficación realizada presenta las siguientes anomalías:

- No es debida a necesidades nuevas o causas
imprevistas, teniendo su origen en:

• La extensión de la glorieta de enlace, dado que
se había proyectado de forma que ocupara sólo terre­
nos municipales y con posterioridad un particular da su
conformidad para que aquélla discurra por terrenos de
su propiedad25.

• La urbanización de la vía norte del Polígono 58,
no contemplada inicialmente por estar recogida en otro
proyecto redactado por técnicos municipales.

25 Esta conliguraci6n estaba prevista inicialmente en la variante ofertada por
el adjudicatario por 174.9 millones de ptas., pero al no disponerse de estos terre­
nos, y por tanto no poder ocuparlos, se desvió hacia el sur la glorieta prevista en
el Polígono 58, proyectándose un muro para evitar el correspondiente terraplén
en la zona norte, dando cwnplimiento a las condiciones complementarias impues­
tas por el Ayuntamiento para la redacción del proyecto.

• La realización de un nuevo paso en la zona del
Jardin Botánico.

- Se aprueba con posterioridad a su ejecución,
para dar cobertura formal a su realización por vía de
hecho, ya que desde la 5.' certificación, expedida el 31
de agosto de 1998, se acredita la obra ejecutada coinci­
diendo capítulos enteros con los que figuran en el pro­
yecto modificado.

c) El II de mayo de 2000 el Pleno del Ayunta­
miento aprueba un proyecto complementario de estas
obras, adjudicando a la empresa contratista del inicial
aquéllas por el incremento resultante, que importa 34,6
millones de ptas. El proyecto había sido redactado en
julio de 1998, con un plazo de ejecución de mes y
medi026, debido a que, según se señala en el informe
del Gabinete de Urbanismo de 18 de mayo de 1999, al
ejecutar las obras iniciales se comprobó la convenien­
cia de actuar a los márgenes del Río Bernesga afecta­
dos por la construcción del Puente, máxime cuando al
mismo tiempo se estaban iniciando las obras de acon­
dicionamiento del cauce del Río y la recuperación de
sus márgenes aguas abajo del nuevo puente... y que no
se contemplaba (en el proyecto inicial y reformado) la
posibilidad de establecer una comunicación peatonal
en el sentido norte-sur bajo los primeros tramos del
puente entre los estribos y las primeras pilas, que per­
mitiera la comunicación de las zonas verdes previstas
en ambos márgenes y a ambos lados, circunstancias
que permiten considerar que las obras contenidas en
este proyecto son modificaciones de las anteriores y no
obras complementarias en el sentido que las configura
el arto 141.d) de la LCAP.

d) El presupuesto de seguridad e higiene en el tra­
bajo se certifica a tanto alzado, es decir, sin descompo­
sición de las unidades que lo integran.

e) No consta la recepción y liquidación de las
obras, no pudiendo, en consecuencia, pronunciarse el
Tribunal sobre su valoración, sin perjuicio de que sin
disponer de la liquidación se haya observado que las
obras realizadas, propuestas por el adjudicatario
en 174,9 millones de ptas., hayan ascendido a 287,6
millones de ptas., con un incremento de 112,7 millones
de ptas., equivalente al 64% de la oferta presentada por
aquél27.

4. El pago de las certificaciones, salvo el de la 4.',
no se realiza en el plazo establecido en el arto 100 de la
LCAP -dentro de los dos meses siguientes a la fecha
de su expedición-, siendo de destacar el de la 5' que,
emitida el 31 de agosto de 1998, su pago se efectúa el 8
de junio de 2000.

26 Resulta incongruente que, con este plazo de ejecución, la tramitación del
expediente se dilatara casi dos años.

27 Párrafo modificado como consecuencia de las alegaciones.
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7.1.5 Elaboración del proyecto y ejecución de las
obras de acondicionamiento del cauce del Río
Bemesga

El expediente relativo a esta contratación se inicia
sin la existencia de crédito para atender las obligacio­
nes de contenido económico que se derivarían de la
misma, al señalar la cláusula 3.' del Pliego de condicio­
nes administrativas particulares que la ejecución de las
obras contratadas sólo se llevará a cabo en el caso que
se reciba la cafinanciación que este Ayuntamiento ha
solicitado del Fondo de Infraestructuras para la Mejo­
ra del Medio Ambiente de las Corporaciones Locales,
y que en el caso de no producirse la ejecución de las
obras el Ayuntamiento abonará los gastos relativos a
la redacción del proyecto de ejecución a la empresa
adjudicataria que resulte del presente concurso, per­
diendo ésta el derecho a interponer cualquier tipo de
reclamación. Además, en este expediente se han obser­
vado las deficiencias que se señalan en los siguientes
epígrafes.

7.1.5.1 Pliego de cláusulas administrativas particulares

El Pliego de cláusulas administrativas particulares
presenta, con independencia de lo señalado anterior­
mente, las anomalías siguientes:

l. Establece que en el sobre relativo a la documen­
tación general que deberán presentar los licitadores se
incluirán la justificación de la capacidad económica y
financiera, mediante informe de las instituciones finan­
cieras, y la documentación acreditativa de la clasifica­
ción del contratista, cuando, a tenor de lo dispuesto en
el arto 15 de la LCAP, ésta sustituye a la acreditación de
aquélla.

2. Exige la presentación a los licitadores, para
poder concursar, de declaración jurada de hallarse al
corriente de sus obligaciones tributarias, cuando los
arts. 7 Y9 del Real Decreto 390/1996, de I de marzo,
de desarrollo parcial de la LCAP, disponen que la acre­
ditación del cumplimiento de estas obligaciones se rea­
lizará mediante certificación administrativa expedida
por el órgano competente.

3. Establece, entre los criterios que servirán de
base para la adjudicación del concurso, la composición,
cualificación técnica y experiencia de la empresa en
relación a trabajos de similar naturaleza, cuando los
títulos académicos, la experiencia del empresario, la
relación de las obras ejecutadas y los efectivos perso­
nales de la empresa son, según disponen los arts. 15
y 17 de la LCAP, medios para acreditar la solvencia
técnica en los contratos de obra, que, a su vez, es un
requisito de capacidad para contratar con la Adminis­
tración, no para la selección del contratista. Además,
para la valoración de este criterio se establece que se
tendrá en cuenta el grado de implantación en la zona
de la empresa y del equipo humano, circunstancia que

vulnera los principios de igualdad y no discriminación
a los que, en todo caso, según dispone el arto 11.1 de la
LCAP, se han de ajustar los contratos de las Adminis­
traciones Públicas.

4. Indica que durante el periodo de tiempo com­
prendido entre la adjudicación y el comienzo de las
obras ... , la garantía definitiva total consistirá en el 6%
del presupuesto de adjudicación, supuesto que vulnera
lo establecido en el arto 37 de la LCAp28.

5. Señala que será de cuenta del adjudicatario ...
el pago de la dirección de obra municipal, que supon­
drá un 2% del importe de adjudicación (ejecución
material), añadiendo, además, que el Ayuntamiento se
reserva la facultad de designar a un técnico competen­
te para compartir la dirección de obra con la de la
empresa adjudicataria, en un porcentaje máximo del
25 por 100, lo que se reflejará en el Presupuesto Gene­
ral. Esta circunstancia originó lo siguiente:

a) El 18 de febrero de 1998 la Unión Temporal de
Empresas (UTE) adjudicataria del contrato propone al
Alcalde como dirección de obra compartida con la del
Ayuntamiento a tres arquitectos y a tres arquitectos téc­
nicos, como asistencia técnica a una empresa consulto­
ra y para el control de calidad a otra empresa, así como
fecha del acta del replanteo la semana siguiente a la
«Autorización de Obras en cauce» emitida por la Con­
federación Hidrográfica del Duero, es decir, el 20 de
enero de 1998.

b) El 26 de febrero de 1998, con anterioridad a
que el Ayuntamiento se hubiera pronunciado sobre la
precitada propuesta, la UTE adjudicataria firma un
contrato con una empresa consultora, cuyo objeto es el
de labores de asistencia técnica a la dirección de obra
del Excmo. Ayuntamiento de León de la obra «Acondi­
cionamiento del cauce del Río Bemesga y la recupera­
ción de sus márgenes», por un precio del 1,5% del
importe de la ejecución material del presupuesto de
adjudicación.

c) El 10 de mayo de 1998, el Gabinete de Urbanis­
mo emite un informe en el que se realiza una interpreta­
ción del Pliego en lo relativo a esta materia al señalar
que en la cláusula 17. aapartado 3.d) del Pliego de cláu­
sulas administrativas particulares se prevé una canti­
dad del 2% del presupuesto de ejecución material del
importe de la adjudicación para el pago de la dirección
de obra municipal, debiendo entenderse, dado que la
dirección de obra municipal no percibe honorarios, que
dicha cantidad debe asignarse a una asistencia técnica
a la dirección de obra, que sería contratada por la
empresa adjudicataria y deduciéndose en las certifica­
ciones de obra que se expidan únicamente un 25% del

28 En relación con el contenido de las alegaciones, hay que señalar que la
garantía complementaria, prevista en el aH. 37.3 de la LCAp, tiene la considera­
ción de definitiva y, por tanto, quedará afectada para responder de fa ejecución
de las obras hasta la liquidación del contrato.

citado 2%, es decir, un 0,50% del presupuesto de ejecu­
ción material de cada certificación.

d) El 15 de septiembre de 1998, la Comisión de
Gobiem029 aprueba la propuesta formulada por la UTE
adjudicataria, designa al técnico municipal y acuerda
que se deberá deducir de cada certificación emitida el
0,5% del presupuesto de ejecución material como pago
de la dirección municipal, y si se considera necesaria
una asistencia de apoyo será el Ayuntamiento quien la
contrate y haga frente a su pago, cuando hacía 8 meses
que habían comenzado las obras, estaban siendo dirigi­
das por los arquitectos propuestos por la UTE adjudi­
cataria y el Ingeniero municipal designado en ese
momento y la asistencia técnica de apoyo a la dirección
había sido contratada por aquélla y no por el Ayun­
tamiento.

e) En el pago de las certificaciones de obra se des­
cuenta el 0,5% del presupuesto de ejecución material
como pago de la dirección municipal, sin que conste
en el expediente el destino otorgado a las cantidades
detraídas, ya que no se acredita formalización de con­
trato alguno de asistencia a la dirección realizada por el
Ingeniero Municipal y, además, el arto 153.1 del TRRL
prohibe la remuneración a los funcionarios por la direc­
ción o inspección de las obrasJo.

7.1.5.2 Selección del adjudicatario

En la selección del adjudicatario y suscripción del
contrato se ha observado una defectuosa planificación
del objetivo que se pretendía conseguir y una falta de
armonización de los dos principios básicos que deben
regir la adjudicación mediante concurso (la competen­
cia exclusiva del Ayuntamiento para apreciar y valorar
las propuestas de los licitadores en relación con la fina­
lidad de interés público que persigue el contrato y el
legítimo interés y derecho de los concursantes de cono­
cer de antemano los baremos que regirán dicha adjudi­
cación), según se deduce de lo siguiente:

1. En el informe técnico valorativo de las ofertas
presentadas al concurso, emitido el 12 de abril
de 1997, se señala que antes de proceder a valorar
cada uno de los apartados, de acuerdo al contenido
del Pliego de Condiciones Administrativas, se deberí­
an de fijar por la Mesa de Contratación los criterios
que han de regirse para ello, valorando más concreta­
mente los apartados en que se ha dividido la propues­
ta en lo que al proyecto se refiere, diferenciando si lo
que realmente interesa es la ejecución de un nuevo
cauce para el Río... , o bien el mantenimiento del cauce
existente, cuando esta circunstancia debería haber sido

29 El acuerdo adoptado por la Comisión de Gobierno fue ratificado por el
Pleno de la Corporación el 24 de septiembre de 1998.

JO En el escrito de alegaciones el Ayuntamiento señala que «en ningún
momento se retribuyó al Ingeniero mwticipal con cantidad alguna por esta direc­
ción de obra, por lo que no se dio destino especial a la cantidad que se deducía
de las certificaciones».

señalada específicamente en el Pliego de prescripcio­
nes técnicas. Asimismo se indica que se debería fijar
previamente el baremo que ha de aplicarse a la expe­
riencia de las empresas, sus equipos humanos, grado
de implantación etc. y el precio ofertado con la garan­
tía y plazos de ejecución que se proponen, cuando
estas dos últimas no figuraban especificadas en los
pliegos como criterios de selección y a los demás,
excepto el precio, se les había atribuido un máximo de
puntuación en aquéllos.

2. La Mesa de Contratación propone la adjudica­
ción a favor de una UTE, justificándola en uno de los
tres criteriosJl establecidos en el Pliego (la calidad del
proyecto) sin que haya procedido a valorar cada una de
las propuestas presentadas por las restantes empresas
atendiendo a la totalidad de aquéllas, dándose la cir­
cunstancia, además, que la oferta económica presenta­
da por la UTE propuesta excedía en II y 98 millones
de ptas., respectivamente, de otras dos.

7.1.5.3 Proyecto de construcción

En relación con el proyecto de construcción presen­
tado por la UTE adjudicataria hay que destacar lo
siguiente:

1. Tiene fecha de marzo de 1997, si bien la adju­
dicación se realizó el 24 de abril, siendo comunicada al
adjudicatario el 20 de mayo y formalizado el contrato
en documento administrativo el 29 de julio del mismo
añoJ2.

2. Fue aprobado defmitivamente por el Pleno del
Ayuntamiento transcurridos más de dos meses desde el
inicio de la ejecución de las obras en él proyectadas.

3. No fue objeto de replanteo previo, circunstan­
cia que, dado que consiste en comprobar la realidad
geométrica del proyecto y la disponibilidad de los
terrenos precisos para su normal ejecución, hubiera
evitado las incidencias observadas en la comprobación
del replanteo -inicio de la obra- al aparecer una
canalización de gas, una toma de riego con tubería de
hormigón y una compuerta.

7.1.5.4 Ejecución

En la ejecución de las obras es de destacar lo
siguiente:

l. Las certificaciones de obra emitidas no respon­
den a una realidad material y verdadera de la obra eje-

31 Los otros dos criterios eran la composición, cualificación técnica y expe­
riencia de la empresa en relación con trabajos de similar naturaleza y el precio.

n El Pliego de cláusulas administrativas particulares establece para la redac­
ción del proyecto un plazo de 75 días naturales a partir de la comunicación de la
adjudicación. En consecuencia, de la redacción del proyecto con anterioridad a la
adjudicación del contrato se puede deducir que ésta podría haber estado predeter­
minada, máxime teniendo en cuenta, además. las anomalías detectadas en la
selección del contratista, expuestas anlerimnenle.
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cutada, al disminuir y desaparecer unidades acreditadas
anteriormente como ejecutadas33, demostrando la inefi­
caz labor de la dirección de obra y la ausencia de con­
trol por parte del Ayuntamiento y generando, además,
incertidumbre sobre la verdadera ejecución de las
obras, siendo relevante lo siguiente:

a) La partida M.3 (rellenos y extendido de gravas
o zahorras ...) del Capítulo 1.2, acreditada como ejecu­
tada por 6,3 millones de ptas. en la certificación núme­
ro 4, figura en la 5.' y 6: por 3,2 millones de ptas.

b) La partida M.2 (solado de adoquín de granito)
del Capítulo 5.2 figura realizada en la certificación
número 7 por 17,9 millones de ptas., en la 8: por 11,3,
en la 9: por 17,9 y desaparece en la lO' y siguientes.

c) La partida M.2 (formación de muelle pantalán...)
del Capítulo 3 figura ejecutada en la certificación
número II por 4,2 millones de ptas. y en la número 12
por 3 millones de ptas.

d) La Unidad «formación de pasarela peatonal
sobre el Río» del Capítulo 3 se acredita como ejecutada
en la certificación número 12 por 34,6 millones de ptas.
y en la 13 por 31 millones de ptas.

e) La partida «Muro de altura libre 1,75 m. de
altura media...» del Capítulo 1.3 figura ejecutada por
24,3 millones de ptas. en la certificación número 16 y
en la 17 por 21,8 millones. Además, en esta última
desaparecen varias partidas incluidas en la anterior, por
importe conjunto de 16,3 millones de ptas., y la partida
M.2 (formación de paseo peatonal...) pasa a 32,8 millo­
nes de ptas., cuando se había acreditado anteriormente
su ejecución por 104 millones de ptas.

2. La certificación número II es aprobada con
anterioridad a su emisión.

3. El estudio de seguridad e higiene en el trabajo
se certifica como una partida alzada sin descomponer
las diferentes partidas y unidades que la integran.

4. El 3 de diciembre de 1999, transcurridos cinco
meses del plazo en el que debían haber terminado las
obras, el Pleno del Ayuntamiento aprueba, según la pro­
puesta del adjudicatario, la modificación del contrato
con un incremento sobre el presupuesto de adjudica­
ción de 157,4 millones de ptas., equivalente al 19,7%,
de la que es de resaltar lo siguiente:

a) No responde a necesidades nuevas o causas
imprevistas en el momento de la celebración del con­
trato, ya que es consecuencia, tal como consta en la
Memoria del proyecto, de una redefmición de algunas
de las unidades por parte del Ayuntamiento, que oca-

33 ÚJ.j consideraciones que se formulan en el escrito de alegaciones ponen
de manifiesto la errónea interpretación de los técnicos municipales sobre los
abonos a buena cuenta de las certificaciones, al considerarlos exclusivamente
como anticipos dinerarios en sentido estricto, en lugar de tener en cuenta, como
ha señalado reiteradamente el Tribunal de Cuentas, que aquéllas sólo pueden
contener la parte de la obra ejecutada mensualmente, es decir, deben responder a
una realidad material y verdadera de la obra efectivamente realizada.

siona básicamente la sustitución de la barandilla metá­
lica proyectada por otra de hormigón, el pavimento del
paseo peatonal por base césped, la disminución de la
iluminación y la ampliación de las zonas de regadío.

b) Se ejecuta por vía de hech034, incumpliendo
lo establecido en los arts. 55 y 146 de la LCAP y 150
deIRGCE.

5. El 19 de agosto de 1999 se aprueba un proyecto
de obras complementarias por 158,6 millones de ptas.,
equivalente al 19,98% del presupuesto inicial de adju­
dicación, para la ejecución de una pasarela adosada al
muro de un Hostal sobre la margen izquierda del Río
Bernesga para dar continuidad al tráfico peatonal, sin
que el Tribunal pueda pronunciarse sobre la ejecución
total de la obra realizada al no haber proporcionado el
Ayuntamiento la documentación relativa a la recepción
y liquidación tanto de este proyecto como de la obra
principal.

7.2 Contratos de suministros

7.2.1 Suministro de hormigones y morteros

De este contrato es de resaltar lo siguiente:

1. La cláusula tercera del Pliego de prescripciones
técnicas, a la que se remite el de cláusulas administrati­
vas al establecer la duración del contrato, dispone que
éste finalizará el31 de diciembre de 1997, y que, no
obstante lo anterior, el contrato podrá ser objeto de
una prórroga anual si, llegado su vencimiento, ningu­
na de las partes muestra su oposición con la otra con
quince días de antelación a la fecha de finaliwción, de
lo que se deduce que el contrato debería haber termina­
do el31 de diciembre de 1998. No obstante, en marzo
de 1999 el aparejador del Servicio de Obras, con el
Visto Bueno del Concejal de Infraestructura, tras soli­
citud al proveedor de oferta de sus productos (según la
cual mantiene los precios del año 1998), teniendo en
cuenta el buen comportamiento de la empresa en cuan­
to al suministro y calidad de los materiales, propone
prorrogar para el año 1999 este contrato, basándose,
además, en la ausencia de empresas35 en los concursos
que se han promovido tanto de carácter restringido
como de libre concurrencia. La Comisión de Régimen
Interior, el19 de abril de 1999, para seis contratos adju­
dicados por el Ayuntamiento, señala que al no estar pre­
vista en los pliegos esta prórroga al tener un plazo

J4 Su ejecución se reroge en la certificación n° 17 -última aportada al Tri­
bunal- que, aunque expedida el 31 de diciembre de 1999, detalla las obras eje­
cutadas desde el 31 de mayo al 30 de octubre. Además, la comunicación de su
aprobación a la UTE adjudicataria se realiza el 14 de enero de 2001

35 Esta ausencia pudo haberse producido, entre otras causas, por el estable­
cimiento en los concursos de criterios discriminatorios, tales como la experiencia
acreditada del licitador en la prestación de contratos similares al objeto del con­
curso en poblaciones iguales o superiores a 100.000 habitantes, o ¡nconcretos e
indeterminados, como la relación entre la calidad del suministro ofertado y el
precio ofrecido por el licitador.

determinado, no es posible aprobar la propuesta formu­
lada por el precitado aparejador del Servicio de Obras,
aunque, teniendo en cuenta los intereses municipales y
los principios generales sobre prórrogas tácitas,
podría acordarse la continuidad de los contratos
durante el periodo imprescindible para tramitar un
nuevo concurso, en el que se fijen los plazos que se
estimen adecuados y se concrete la posibilidad de rea­
lización de prórrogas para impedir que se repita la
situación actual, acordando por ello someter al Pleno
del Ayuntamiento esta propuesta, que fue aprobada el4
de mayo de 1999. Estos hechos, que tratan de paliar los
defectos de planificación y actuación del Ayuntamien­
to, no son concordantes con los principios de publici­
dad y concurrencia que deben regir en toda contrata­
ción pública.

2. No se ha procedido a un correcto seguimiento
de la ejecución de este contrato, como se deduce de lo
siguiente:

a) No se acredita el cumplimiento de los aparta­
dos 20 y 25 del Pliego de cláusulas administrativas, que
exigen la recepción de los bienes a través de un acto
expreso y formal, que se llevará a cabo mediante la
firma del correspondiente albarán, en el que deberá
detallarse la cantidad que se entrega de cada bien, y la
remisión de las facturas junto con los albaranes debida­
mente conformados a la Sección de Gestión de Econo­
mía del Servicio de Asuntos Económicos.

b) Las facturas proporcionadas al Tribunal de
Cuentas, emitidas el 31 de julio de 1997, corresponden
al suministro de áridos y triturados adjudicado a la
misma empresa que este contrato.

c) En algunas facturas aplicadas a este contrato
figuran conceptos no recogidos en la propuesta aproba­
da, tales como arena machacada, arena lavada, piñonci­
llo, etc.

7.2.2 Materiales para alumbrado público de la Ave­
nida José Aguado

En este contrato se ha observado lo siguiente:

1. El presupuesto elaborado por los Servicios Téc­
nicos, adjunto al Pliego de condiciones técnicas, incluye
un tipo de luminaria determinada, favoreciendo la con­
currencia a la licitación de determinadas empresas, con
vulneración de lo dispuesto en el arto 53.2 de la LCAP.

2. El informe técnico emitido el 3 de octubre
de 1997 sobre las dos propuestas presentadas al con­
curso propone la adjudicación de éste, dado que las dos
cumplen lo establecido en el Pliego de condiciones téc­
nicas, a la oferta más ventajosa económicamente, sin
ponderar y aplicar los criterios establecidos en el Plie­
go (relación entre la calidad del suministro ofertado y
el precio ofrecido por el licitador, experiencia acredi­
tada dellicitadnr en la prestación de contratos simila-

res al objeto del concurso en poblaciones iguales o
superiores a los 100.000 habitantes y mejoras de las
condiciones recogidas en el Pliego que supongan aho­
rro para la Administración Municipal o que, al menos,
no impliquen mayor gasto para ésta), siendo elevada
esta propuesta por la Mesa de Contratación al órgano
de contratación.

3. La recepción36 del suministro por parte de los
Servicios Técnicos se realiza trece días antes de la noti­
ficación de la adjudicación al contratista y veintidós
días antes de la formalización del contrato, infringien­
do lo dispuesto en el arto 55.4 de la LCAP.

7.2.3 Compra de 15 motocicletas

La adjudicación de este contrato, realizada el 21 de
octubre de 1997 en la cantidad de 13,8 millones
de ptas., se efectúa de forma discriminatoria en función de
lo señalado en el informe del Jefe del Parque Móvil,
que aconseja la selección de la oferta del licitador que
tiene tienda de recambios y taller de servicio técnico en
León y que está reparando el resto de las motocicletas
que dispone la Policía, sin aplicar los criterios fijados
en los pliegos de condiciones.

7.2.4 Suministro de árboles, coniferas, arbustos, bul­
bosas y plantas de flor

De este contrato, adjudicado en 16 millones de ptas.,
es de destacar lo siguiente:

l. En la adjudicación se detecta una falta de obje­
tividad que induce a considerar que pudiera existir una
predeterminación del adjudicatario, por lo siguiente:

a) La Mesa de Contratación rechaza una de las dos
plicas presentadas, por no adjuntar la documentación
referente a la acreditación de la personalidad del licita­
dor, de la constitución de la fianza provisional, de la sol­
vencia económica y técnica, declaración de incompati­
bilidades y certificados acreditativos de hallarse al
corriente de las obligaciones tributarias, sin otorgar un
plazo de tres días, en aplicación de lo dispuesto en el
arto 101 del RGCE, para la subsanación de la documen­
tación, en contradicción con la admisión de la empresa
que resultó ser adjudicataria a la que se le concedió ese
plazo para la presentación de la inscripción registral de
la escritura de constitución de la Sociedad.

b) Forma parte de la Mesa de Contratación el Jar­
dinero Mayor -cuya designación por el Alcalde como
miembro de ella no consta3?-, que tenía una relación

36 Se alude a la recepción provisional, aún cuando este concepto fue supri­
mido en 1995 por la entrada en vigor de la LCAP.

]1 La Mesa de Contratación, según el apartado noveno del Pliego de cláusulas
administrativas particulares, tenía que estar ronnada ¡:xx el Alcalde o Concejal en
quien delegue, el Concejal Delegado de Medio Ambiente y un Concejal designado
por los Grupos de la Oposición, el Interventor Municipal, un Técnico designado
por la Alcaldía y el Secretario del Ayuntamiento o funcionario en quien delegue.
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de parentesco de consanguinidad de primer grado con la
administradora ycon tres socios de la Empresa adjudica­
taria, circunstancia por la que debía haberse abstenido de
participar en la Mesa, en cumplimiento de lo dispuesto
en el arto 28.2 de la Ley 3011992, de 26 de noviembre, de
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del
Procedimiento Administrativo Común.

c) Uno de los socios de la Empresa adjudicataria,
que tiene una participación en el capital de ésta inferior
al 10%, además de tener parentesco de consanguinidad
con el Jardinero Mayor, era funcionario del Ayunta­
miento, sin que conste Resolución motivada de éste,
reconociendo, en su caso, la compatibilidad, como
exige el arto 14 de la Ley 5311984, de 26 de diciembre,
de Incompatibilidades del Personal al Servicio de las
Administraciones Públicas, y su anotación en el Regis­
tro de Personal del Ayuntamiento, como dispone el
arto 18 de la precitada Ley.

2. Finalizado el plazo previsto de ejecución del
contrato, el Jardinero Mayor, en virtud de la cláusula
tercera del Pliego que especifica que aquél podrá ser
objeto de prórroga anual, propone se renueve el contra­
to, con un incremento de precios -336.000 ptas.­
correspondiente al Índice de Precios al Consumo del
año 1998, siendo aprobada la prórroga por el Pleno del
Ayuntamiento el 9 de julio de 1998. Con posterioridad
a este acuerdo, el Jardinero Mayor señala que dado que
la cantidad de 16,3 millones de ptas. se ha quedado
pequeña para las compras realizadas, se propone se
aumente esta partida en 10 millones de ptas. para
hacer frente a las necesidades del Servicio. Ante esta
solicitud, el Secretario del Ayuntamiento remite escrito
al Gerente de la empresa adjudicataria, interesando su
conformidad ----que fue otorgada el I de octubre de
1998-, como cumplimentación previa a la modifica­
ción contractual que hubiera de acordar el órgano de
contratación, solicitando de la Intervención informe
sobre la oportuna consignación presupuestaria, sin que
haya sido aprobada aquélla, según se señala en el escri­
to de alegaciones, al no haberse informado esta peti­
ción por la Intervención de Fondos38•

Estas actuaciones no son concordantes con los prin­
cipios de igualdad, no discriminación y libre concu­
rrencia a los que deben ajustarse todas las actuaciones
de las Administraciones Públicas para garantizar plena­
mente la objetividad y la transparencia en su gestión.

3. No se acredita un efectivo control y seguimien­
to de la ejecución del contrato, como se deduce de los
siguientes hechos:

a) Los precios unitarios aplicados en la factura
de 7 de diciembre de 1997, por importe de 10 millones
de ptas., no se corresponden con los propuestos por la
adjudicataria.

38 Párrafo modificado como consecuencia de las alegaciones.

b) No consta el cumplimiento de las cláusulas 20
y 25 del Pliego de condiciones administrativas particula­
res -acto expreso y formal de recepción de los bienes
mediante la firma de los albaranes de entrega y remisión
de las facturas, con la copia de éstos debidamente con­
formados, a la Sección de Gestión Económica del Servi­
cio de Asuntos Económicos del Ayuntamiento-.

7.2.5 Equipamiento y compartimento en el edificio
adquirido a Caja de España sito en la Avenida
Ordoño [[39

De este contrato es de resaltar lo siguiente:

l. Se restringe la publicidad en la contratación, ya
que la licitación de este suministro por 88,9 millones
de ptas. -76,6 millones, excluido el IVA- no ha sido
publicada en el Diario Oficial de las Comunidades
Europeas, infringiendo lo dispuesto en el arto 178 de la
LCAp40.

2. La l.' y 2.' facturas, que ascienden a 26,7 y 50
millones de ptas., respectivamente, se emiten a tanto
alzad041 , sin especificar los bienes entregados.

3. En la 3.' factura, emitida el 15 de diciembre de
1998 y que describe detalladamente los bienes sumi­
nistrados por importe de 84,6 millones de ptas., se
observa lo siguiente:

a) Los precios unitarios de los materiales suminis­
trados no coinciden con los presupuestados, producién­
dose variaciones en exceso y defecto que se tratan de
compensar.

b) El capítulo IV (Mobiliario) presupuestado
-como partida alzada- en 4,5 millones de ptas., se
ejecuta sin justificación por 4,7 millones de ptas.

c) Los bienes entregados superan en 6,8 millones de
ptas. el precio del contrato -77,8 millones de ptas.-.

d) Como consecuencia de lo anterior y de la insta­
lación de linóleum en algunas plantas en vez de moque­
ta, se ha producido sin justificación una modificación
del contrato, por vía de hecho, infringiendo los
arts. 102 Y190 de la LCAP.

7.3 Contratos de servicios

7.3.1 Mantenimiento de las instalaciones de calefac­
ción, aire acondicionado, electricidad y alum­
brado para un edificio municipal

La tramitación de este expediente se ha realizado
prescindiendo de los requisitos exigidos en los arts. 197
y siguientes de la LCAP para la adjudicación de los

39 Epígrafe modificado como consecuencia de las alegaciones.
40 Respecto al contenido de las alegaciones, hay que señalar que en la rela­

ción de contratos facilitada por el Ayuntamiento figuraba éste calificado como
suministro y no como obra.

41 La primera coincide exaclamente con el importe de la anualidad del ejer­
ciciode 1997.

contratos de servicios, vulnerando los principios de
publicidad y concurrencia que han de regir la selección
del adjudicatario, por lo siguiente:

1. El 17 de junio de 1997, la Comisión de Gobier­
no aprueba el expediente de contratación de este servi­
cio por el período de un año, a contar desde el I de
julio, prorrogable por períodos anuales sucesivos por
mutuo acuerdo de las partes, sin que la duración total
del contrato, incluidas las prórrogas, pueda exceder de
seis años. Asimismo, aprueba el gasto correspondiente
por un importe máximo para el ejercicio de vigencia
del contrato de 6,7 millones de ptas. y adjudica la pres­
tación del servicio por esa cantidad a la empresa que
venía realizándolo para la entidad financiera a la que el
Ayuntamiento adquirió dichas instalaciones, sin licita­
ción ni, al menos, petición de otras ofertas que pudie­
ran haber resultado más ventajosas para los intereses
de la Corporación. Además, la adjudicación se realiza
sin existir consignación presupuestaria suficiente para
hacer frente al gasto que la misma supone y con la con­
dición de que se dé cuenta de ella al Pleno de la Corpo­
ración para su ratificación.

2. La ejecución del servicio se inicia, sin que
conste el documento de formalización del contrato, con
anterioridad a la ratificación de la adjudicación por el
Pleno de la Corporación y a la constitución por la
empresa de la garantía definitiva para responder del
cumplimiento del contrato, acreditándose mediante
facturas a tanto alzado sin especificación de los servi­
cios realizados.

7.3.2 Vigilancia de parques públicos

Este contrato se adjudicó a la empresa que venía
prestando este servicio en varios parques de la Ciudad
desde abril de 1995, circunstancia que prevaleció en la
selección del contratista por lo siguiente:

1. Entre los criterios objetivos que habían de ser­
vir de base para la adjudicación se estableció la expe­
riencia acreditada del licitador en la prestación de servi­
cios similares al objeto del contrato en poblaciones
iguales o superiores a 125.000 habitantes, cuando la
relación de los trabajos realizados, a tenor de lo dis­
puesto en el arto 19 de la LCAP, es un medio de acredi­
tar la solvencia técnica de los empresarios, que se con­
figura en este texto legal como requisito para contratar.
Este hecho originó que en el informe técnico valorativo
de las ofertas presentadas se atribuyera por la evalua­
ción de este criterio 30 puntos a la adjudicataria frente
a los cero puntos otorgados a las otras dos ofertas pre­
sentadas.

2. En la valoración de las ofertas presentadas,
efectuada por el técnico municipal, se había otorgado a
la empresa adjudicataria 15 puntos menos que a otra de
las presentadas.

3. La oferta económica presentada por la adjudi­
cataria superaba en 1,3 millones de ptas. a la de la
empresa mejor evaluada en el informe técnico señalado
en el punto anterior.

7.3.3 Poda y saneamiento de árboles

La contratación de este servicio se ha realizado sin
que se justifique en el expediente su necesidad, máxi­
me cuando en el informe de fiscalización emitido por
el Interventor, el 5 de junio de 1997, se hace constar
esta circunstancia, al señalar que el Ayuntamiento cuen­
ta con 28 oficiales de l. a de jardinería, 6 podadores, 15
peones y 1 encargado, habiéndose observado, además,
lo siguiente:

1. Según el Certificado emitido por la Secretaría
de la Corporación el 18 de agosto de 1997 sobre el
registro de las proposiciones presentadas, la plica
número uno ----que posteriormente resultó la adjudica­
taria- fue registrada el día 13 de agosto de 1997, figu­
rando en el expediente en la propuesta económica de
dicha fecha la frase «anulada», y constando, sin embar­
go, un escrito de la misma empresa, fechado al día
siguiente, en el que se señala que se ha introducido, por
error, en el SOBRE N" 1, un borrador de la proposición
económica y se solicita se sustituya por la que se pre­
senta como anexo. Esta circunstancia cobra especial
relevancia por lo siguiente:

a) En el acta acreditativa de la apertura de las pro­
posiciones económicas de 22 de agosto de 1997 se seña­
la que la plica n° I fue presentada el 13 de agosto, sin
que se haga mención alguna a la sustitución de la oferta.

b) La nueva propuesta es menor a la sustituida
en 1,2 millones de ptas., hecho que condiciona la adju­
dicación del contrato, dado que la mejor oferta econó­
mica se valoraba con el 50% de la puntuación otorgada
a los criterios establecidos en los pliegos que servirían
de base para la adjudicación del concurso.

2. En la apertura de las plicas una de las empresas
licitadoras solicita que conste en el acta relativa a aqué­
lla su denuncia referente a la condición de funcionario
del Estado de uno de los socios de una de las empresas
presentadas, dado que en su opinión le hace incompati­
ble para participar en la presente convocatoria, proce­
diendo el Pleno del Ayuntamiento a la adjudicación de
este contrato a esta empresa, sin que conste resolución
expresa sobre la denuncia realizada.

3. En la ejecución del contrato se deduce un
incumplimiento de las obligaciones por parte del adju­
dicatario, que motiva la realización de trabajos inclui­
dos en aquél por parte del Servicio de Parques y Jardi­
nes, por importe de 3,4 millones de ptas., sin que conste
la adopción por el Ayuntamiento de las medidas esta­
blecidas en los arts. 96 Y97 de la LCAP por la demora
y los gastos producidos.
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7.4 Contrato de asistencia técnica para la redac­
ción del proyecto de reforma del matadero
municipal

En el análisis de este contrato se ha observado lo
siguiente:

1. Una defectuosa planificación del Ayuntamiento,
al no haber elaborado el correspondiente Pliego de pres­
cripciones técnicas en el que se deberían haber estable­
cido las condiciones de los trabajos a realizar y los datos
básicos para definir el proyecto de acuerdo con las nece­
sidades municipales de satisfacción del interés público
y conforme con las normas e instrucciones de carácter
general aplicables al supuesto concreto, señalándose
exclusivamente mediante el informe emitido por el
Arquitecto Municipal el 10 de febrero de 1997 que se
aplicarían unas determinadas tarifas de referencia a
los Ingenieros Industriales técnicos competentes entre
otros para este tipo de contratación sobre la base esti­
mada de un presupuesto de ejecución material de 110
millones de ptas., correspondiendo el 50% a la redac­
ción del proyecto y el restante 50% a la dirección de
obra, yque las condiciones que deberían exigirse serían
la experiencia profesional en trabajos de índole similar
y estar colegiado en el Colegio Oficial correspondiente.

2. El Pliego de cláusulas económico administrati­
vas presenta las siguientes deficiencias:

a) Fija el objeto del contrato en la redacción del
proyecto de ampliación de! matadero y su adecuación a
la normativa europea sin aludir a la dirección de la obra
que se reseñaba en el informe del técnico municipal.

b) Establece que el presupuesto de! contrato ven­
drá determinado por la aplicación de las tarifas del
Colegio de Ingenieros a la cuantía total del presupuesto
de la obra que resulte de la redacción definitiva del pro­
yecto, sin determinar la tarifa concreta y el presupuesto
estimativo de la obra, en contradicción con lo señalado
en el informe técnico anteriormente referenciado, en el
que se especifica aquélla a aplicar sobre un presupues­
to de ejecución material de I10 millones de ptas.

c) Señala como procedimiento aplicable e! nego­
ciado sin publicidad, teniendo en cuenta la urgencia
existente en la realización de este trabajo, fijando
como fecha límite para la entrega del proyecto el día
19 de abril de 1997.

3. En la selección del adjudicatario se han vulne­
rado los principios de publicidad y concurrencia por el
procedimiento de contratación elegido por e! Ayunta­
miento (negociado sin publicidad)42, habiéndose obser­
vado, además, lo siguiente:

42 En relación con el contenido de las alegaciones, hay que señalar que el
contrato, que ascendió a 7,04 millones de ptas., superaba la cuantía prevista en
el arto 21 J de la LCAP -2 millones de plas.- para acudir al procedimiento
negociado sin publicidad.

a) La Mesa de Contratación propone la adjudica­
ción del contrato a uno de los tres Ingenieros43 a los
que se les cursó la invitación, sin solicitar informe téc­
nico alguno por considerar válida su oferta, cumplien­
do en su integridad las exigencias del Pliego rector de
la licitación, observándose, sin embargo, lo siguiente:

- En las tres ofertas presentadas se señala que se
comprometen a realizar la prestación según lo previsto
en el Pliego de condiciones y en éste se establece que
el presupuesto del contrato vendrá determinado por la
aplicación de tarifas, por lo que el precio ofertado por
los tres es el mismo.

- Las tres ofertas presentadas incumplen el Pliego
de condiciones económico administrativas que rige la
contratación respecto al plazo de redacción de! proyec­
to -19 de abril de 1997-, ya que el propuesto como
adjudicatario señaló que se comprometía a realizarlo
en siete semanas a partir de la fecha de la notificación
de la adjudicación, y los otros dos técnicos especifica­
ron que redactarían el proyecto, uno en dos meses a
partir de la confirmación de la adjudicación y firma de
la «Hoja de Encargo» preceptiva, y el otro en seis
meses.

- La notificación de la adjudicación se produjo
e! 9 de abril de 1997, es decir, diez días antes de la fina­
lización del plazo de ejecución previsto en el Pliego,
que sirvió de base para justificar la urgencia de esta
contratación y acudir al procedimiento negociado sin
publicidad, quedando por este motivo desvirtuada
aquélla, circunstancia que se corrobora por la firma
e! 29 de abril de 1997 del documento administrativo de
formalización del contrato.

4. El Ayuntamiento no ha realizado la debida
coordinación, comprobación e inspección y vigilancia
de la correcta realización del trabajo contratado,
incumpliendo las cláusulas 21 y siguientes de! Pliego
de Cláusulas Administrativas Generales para la Contra­
tación de Estudios y Servicios Técnicos, aprobado por
Orden del Ministerio de Obras Públicas de 8 de marzo
de 1972, circunstancia que motivó lo siguiente:

a) El presupuesto de ejecución material del pro­
yecto redactado ascendió a 305 millones de ptas., en
lugar de los 110 millones previstos inicialmente, pro­
duciéndose una modificación de hecho del contrato
celebrado para esta asistencia técnica, que es aprobada
por el Ayuntamiento a los dieciséis meses de su factu­
ración por el técnico adjudicatario.

b) El presupuesto del proyecto redactado no
incluyó el estudio de seguridad e higiene en el traba­
jo, incumpliendo lo dispuesto en el Real Decre­
to 55511986, de 21 de febrero.

43 Se cursaron invitaciones para esta contratación ados Ingenieros Induslria·
les y uno Agrónomo.

c) No consta el acta de recepción del proyecto, no
acreditándose fehacientemente en e! expediente la
fecha de entrega del mismo44, circunstancia que cobra
especial relevancia por cuanto en e! Pliego de cláusulas
económico-administrativas se señalaba que e! Ayunta­
miento se comprometía a abonar al adjudicatario el
importe del trabajo en los dos meses siguientes a su
entrega, debiendo pagarle a partir del cumplimiento de
dicho plazo el interés legal del dinero, incrementado en
un 1,5 puntos.

8. CONCLUSIONES

8. I Limitaciones a la fiscalización

Los objetivos previstos por el Tribunal para la fis­
calización del Ayuntamiento de León, en especial la
verificación de la adecuación de su gestión económi­
co-financiera a la normativa de aplicación y la com­
probación de si los estados contables son representati­
vos de la situación financiera y patrimonial, se han
visto sensiblemente limitados, además de por las
carencias en la organización administrativa y por las
deficiencias en e! control interno que se concretan más
adelante, por las siguientes circunstancias (subaparta­
do 1.2):

1. La Cuenta General de 1997 no estaba aprobada
al inicio de la fiscalización, trámite que se realizó e! 20
de enero de 2000, lo que implica un retraso de quince
meses respecto al plazo que se deduce del arto 193 de la
Ley 3911988, de 28 de diciembre, reguladora de las
Haciendas Locales. Además, la Cuenta aprobada care­
ce de fiabilidad por cuanto los saldos de sus diversos
estados se han ido modificando por los responsables
municipales a lo largo de la fiscalización.

2. En la fiscalización el Tribunal no ha dispuesto
de los siguientes documentos, estados o antecedentes, a
pesar de su reiterada reclamación:

a) La documentación que acredite la justificación,
contabilización y reconocimiento de parte de los dere­
chos y obligaciones o de cobros y pagos.

b) La contabilidad de costes o analítica sobre la
prestación de servicios y ejecución de obras.

c) La relación de transferencias y subvenciones
concedidas y otorgadas.

d) La relación nominal de deudores, así como el
desglose y procedencia de su saldo.

e) La relación de expedientes de bajas o de rectifi­
caciones de obligaciones de presupuestos cerrados.

f) El estado de la deuda, que no está incluido en la
Cuenta General. Además, la Corporación carece de un

44 En julio de 1997. el adjudicatario presenla, [XlI' la redacción del proyecto,
una factura que excede del precio de adjudicación. Sin embargo, aquél fue apra.
bada el 25 de noviembre de 1997.

sistema para el seguimiento del endeudamiento a largo
plazo.

3. Los registros contables no son concordantes
con las prescripciones de la Instrucción de Contabili­
dad para la Administración Local, aprobada por Orden
del Ministerio de Economía y Hacienda de 17 de julio
de 1990, por cuanto en la contabilización de transfe­
rencias de capital, deudas a largo plazo, variación de
activos financieros, ventas de inmovilizado y en parte
de los ingresos tributarios no se aplican los procedi­
mientos establecidos en la precitada Instrucción, impu­
tando aquéllos a cuentas del subgrupo «Partidas pen­
dientes de aplicacióo», que, además, no son objeto de
depuraciones periódicas.

Además, no existe conexión y concordancia entre
los sistemas de registro del Servicio de Recaudación y
la contabilidad de la Corporación, que, por otra parte,
carece de Inventario.

8.2 Control interno

Con independencia de la incidencia de los aspectos
señalados anteriormente en el control interno y en la
organización municipal, la efectiva implantación de
aquél está condicionada, en particular, por las siguien­
tes debilidades, carencias o deficiencias:

l. La inexistencia de reglamentos o instrucciones
sobre procedimientos y relaciones entre las Unidades
que tienen encomendada la gestión económico-finan­
ciera (en particular Intervención, Tesorería y Servicios
Económicos), cuyo funcionamiento se ve afectado en
las dos primeras, además, por la insuficiencia de sus
plantillas de personal y de la cualificación técnica del
mismo. Asimismo, en parte de los expedientes no cons­
tan los informes, dictámenes o propuestas exigibles a
los órganos de control interno del Ayuntamiento (suba­
partado 2.1).

2. La Corporación no emite de un modo automáti­
co, a la conclusión del plazo de recaudación en período
voluntario, la pertinente certificación de descubierto,
que en algunos casos se expide con retrasos superiores
al año, por lo que los correspondientes derechos pudie­
ran prescribir, con el consiguiente perjuicio a los fon­
dos municipales (subapartado 2.2).

3. Las transferencias otorgadas por el Ayunta­
miento no se reflejan en ningún registro ni se realiza un
seguimiento y control de las mismas, requisitos exigi­
dos en las Bases de ejecución del presupuesto (suba­
partado 2.3).

4. El Ayuntamiento únicamente dispone de Inven­
tario de bienes inmuebles y éste no se adapta, en su
estructura y clasificación, al Reglamento de Bienes de
las Entidades Locales, aprobado por Real Decreto
1372/1986, de 13 de junio, careciendo, además, de pro­
cedimientos para que las variaciones en el Inventario
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sean simultáneas con la recepción o enajenación de sus
elementos (subapartado 2.4).

8.3 Cuenta general

El Tribunal de Cuentas no puede manifestar su opi­
nión sobre la fiabilidad y representatividad de los esta­
dos que conforman la Cuenta General, debido a las
limitaciones a la fiscalización, a las deficiencias de
control interno, a la no aplicación de las normas y
principios contables establecidos en la Instrucción de
Contabilidad para la Administración Local, aprobada
por Orden del Ministerio de Economía y Hacienda
de 17 de julio de 1990, y a la falta de concordancia
entre los saldos de rúbricas idénticas en los diversos
estados, aspectos todos ellos analizados en el Informe
(apartado 4).

8.4 Presupuestos

En la ejecución y liquidación de los presupuestos se
ha constatado lo siguiente:

l. En cuanto a las modificaciones de crédito, algu­
nos expedientes presentan carencias documentales o
deficiencias formales, entre las que hay que destacar la
inexistencia de informe del Interventor o de la corres­
pondiente propuesta. En otros casos las actuaciones
municipales no son concordantes con las prescripcio­
nes legales, destacándose al respecto lo siguiente
(subapartado 5.2):

a) Algunas modificaciones de crédito se financian
mediante Remanente de tesorería positivo del ejercicio
anterior, por un total de 2.161,5 millones de ptas., cifra
muy inferior al saldo real de dicho Remanente, que
ascendió a 1.343,6 millones de ptas., por lo que care­
cen de financiación modificaciones de créditos por la
diferencia (817,9 millones de ptas.).

b) En 57 partidas del presupuesto que fueron obje­
to de modificación por 1.096 millones de ptas., el cré­
dito disponible al cierre del ejercicio era igualo supe­
rior a dicho importe, por lo que carece de sentido dicha
modificación.

2. Con cargo a ejercicios cerrados, en 1997 se
reconocieron obligaciones por 321,3 millones de ptas.,
al carecer éstas de consignación presupuestaria en las
fechas de su reconocimiento, por lo que no se han cum­
plido las previsiones de los arts. 26.2.c) y 60.2 del Real
Decreto 500/1990, de 20 de abril (subapartado 5.4).

8.5 Aspectos más relevantes de la gestión econó·
mico-financiera

l. El sistema de registro de los ingresos tributarios
implantado en el Servicio de Recaudación no guarda la
necesaria concordancia con la contabilidad municipal,

debiendo destacarse al respecto que en esta última no
figuran bajas y anulaciones aprobadas por la Comisión
de Gobierno por importe de 1.238 millones de ptas.
Además, una parte sustancial de los cobros aparece
registrada en la citada contabilidad como pendiente de
aplicación.

Por otra parte, la recaudación en período ejecutivo
solamente alcanzó el 17% de los recursos gestionados,
e incluso fue inferior a las bajas, que equivalen al 25%
de aquéllos (subapartado 6.1).

2. Entre las transferencias recibidas por el Ayunta­
miento, la correspondiente al «Programa de Castilla y
León: renovación urbana y patrimonio» alcanzó 1.000
millones de ptas., de los que en el ejercicio fiscalizado
(1997) se reconocieron derechos por 660 millones de
ptas., cuya mayor parte (el 80%) habían sido cobrados
con anterioridad y figuraban en contabilidad como pen­
dientes de aplicación. Además, aunque el Ayuntamien­
to ha cobrado transferencias por al menos 967,8 millo­
nes de ptas., éstas aparecen incorrectamente registradas
como ingresos pendientes de aplicación y como dere­
chos pendientes de cobro.

No obstante, el análisis de esta operación se ha visto
limitado al no haber facilitado el Ayuntamiento la docu­
mentación requerida por el Tribunal (subapartado 6.2).

3. En la gestión de personal se constatan, entre
otros, los siguientes aspectos (subapartado 6.3):

a) Mediante Decreto de la Alcaldía de 15 de junio
de 1992 se regularon los siguientes permisos, que con­
travienen el arto 30 de la Ley 30/1984, de 2 de agosto,
de medidas urgentes para la reforma de la Función
Pública: de miércoles santo o lunes de pascua, de una
de las dos semanas de Navidad (además de los seis días
para asuntos propios) ypor matrimonio de ascendiente,
descendiente o colaterales hasta el segundo grado.

b) La jornada de trabajo se fijó en 35 horas sema­
nales, que son inferiores a las previstas en la Resolu­
ción de 27 de abril de 1995, de la Secretaría de Estado
para las Administraciones Públicas, de general aplica­
ción para los funcionarios de la Administración local,
en virtud del arto 94 de la LRBRL, que contempla una
jornada que, en cómputo semanal, no podrá ser inferior
a 37 horas y 30 minutos.

c) El Pleno del Ayuntamiento aprobó para el per­
sonal funcionario un complemento de productividad
fijo en su cuantía y de percepción periódica, por lo que
no se ajusta a los arts. 5 y 7 del Real Decreto 861/1986,
de 25 de abril, por el que se establece el régimen de
retribuciones de los funcionarios de Administración
Local.

d) Las relaciones con el personal laboral se regu­
laron por dos convenios colectivos (15 de julio de 1992
y 21 de diciembre de 1995), el último de ellos específi­
co para el personal del Servicio de Aguas, con condi­
ciones económicas sustancialmente más ventajosas res­
pecto al resto del colectivo.

e) Seis funcionarios percibieron gratificaciones
fijas mensuales por servicios de gestión, administra­
ción y asesoramiento, no acreditándose que los servi­
cios fueran realizados fuera de la jornada normal, tal y
como establece la normativa vigente.

4. En una gran parte de los expedientes de otorga­
miento de transferencias analizados no ha podido ana­
lizarse si en su concesión se han observado los princi­
pios de publicidad, concurrencia y objetividad, al
presentar aquéllos diversas carencias, entre las que des­
tacan la inexistencia de bases reguladoras y de la docu­
mentación acreditativa de que los perceptores no eran
deudores del Ayuntamiento y estaban al corriente de
sus obligaciones tributarias. Asimismo, los responsa­
bles municipales no han entregado al Tribunal docu­
mentación suficiente que acredite la aplicación de fon­
dos por 118,2 millones de ptas. (subapartado 6.5).

5. En ninguno de los expedientes de órdenes de
pago ajustificar analizados consta el informe del Inter­
ventor sobre la cuenta justificativa de aquéllas, exigido
en las Bases de ejecución del presupuesto, mientras que
en cuatro casos no figura que dicha cuenta haya sido
aprobada, en tanto que en otros supuestos se supera el
plazo legalmente habilitado para la justificación de la
aplicación de los fondos o dicha justificación no alcan­
za la totalidad de las cantidades entregadas (subaparta­
do 6.7).

6. El Ayuntamiento no ha dispuesto, en el ejerci­
cio fiscalizado, de Inventario, y la relación de bienes
entregada al Tribunal, comprensiva únicamente de
imnuebles, carece de fiabilidad, puesto que la misma
no incluye todas las fincas de propiedad municipal y,
por el contrario, en aquélla se dieron de baja por venta
elementos que no han sido efectivamente vendidos
(subapartado 6.8).

Es de destacar, asimismo, que el Ayuntamiento no ha
formado Inventario separado de los bienes que integran
el Patrimonio Municipal del Suelo (subapartado 6.8).

7. Los saldos de las cuentas de deudores están
condicionados por las siguientes salvedades (subapar­
tado 6.10):

a) Dos cuentas (correspondientes a deudores por
derechos reconocidos) figuran en el balance de situa­
ción con saldo acreedor, por importes de 0,1 y 178,2
millones de ptas., sin que se justifiquen las razones de
esta circunstancia.

b) Los derechos pendientes de cobro que figuran
en cuentas están sobrevalorados en, al menos, 1.238
millones de ptas., al no haberse minorado su saldo por
las anulaciones y bajas de recaudación.

c) En el Impuesto sobre Construcciones, Instala­
ciones y Obras no se ha practicado, en ningún caso, la
liquidación definitiva, por lo que pudiera no haberse
recaudado la totalidad de la cuota. Además, un total
de 267,7 millones de ptas. registrados como pendientes

de cobro de ejercicios cerrados fueron cobrados con
anterioridad a l de enero de 1997, por lo que el saldo
está sobrevalorado en al menos dicho importe.

8. La fiabilidad del estado de tesorería está condi­
cionada por las siguientes salvedades (subaparta­
do 6.11):

a) El importe al cierre de 1997 (3.042 millones
de ptas.) es superior en 125,6 millones de ptas. al que
figura en el balance de situación yen el estado de Rema­
nente de tesorería (en ambos casos 2.916,6 millones
de ptas.). Ambas cifras no son concordantes, asimismo,
con las que se deducen de las respuestas de las entida­
des financieras a la circularización del Tribunal, que
cuantifican dicho saldo en 3.845, I millones de ptas.,
debiéndose la diferencia, por una parte, al no registro de
diversos cobros y pagos y, por otra, a numerosos errores
en las anotaciones contables pendientes de rectificación.

b) En el estado de tesorería no se incluye el saldo
de catorce cuentas corrientes, que asciende a 65,9
millones de ptas.

9. En el endeudamiento financiero a largo plazo
se observa lo siguiente (subapartado 6.12):

a) Los datos que se incluyen en los tres estados
elaborados por el Ayuntamiento en sustitución del esta­
do de la deuda -no confeccionado por aquél- no son
coincidentes entre sí (puesto que sus importes son
de 11.845, 9.188 y 11.763 millones de ptas.) ni con los
que figuran en el balance de situación (12.886 millones
de ptas.) ni con los que se deducen de la liquidación del
presupuesto (12.678 millones de ptas.) ni con los que
se obtienen en las respuestas a la circularización a enti­
dades financieras, que cuantifican la deuda municipal
en 11.378,3 millones de ptas. Además, de dichas res­
puestas se han deducido otras deficiencias no concilia­
das, que afectan a amortizaciones de préstamos y pagos
de intereses.

b) Un préstamo con Caja España por 186,5 millo­
nes de ptas., suscrito en 1997, fue reconocido en el ejer­
cicio anterior.

8.6 Contratación

En el análisis del 13% de los contratos suscritos,
cuyo importe equivale al 67% del total, se ha observa­
do un incumplimiento de los principios legalmente
establecidos en la tramitación de los expedientes y
en la ejecución de las prestaciones, destacándose, en
particular, cuanto se señala en los siguientes epígrafes.

8.6.1 Contratos de obras

En la selección de los adjudicatarios se han vulnera­
do los principios de publicidad, concurrencia, igualdad
y no discriminación por lo siguiente:
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l. La adjudicación de la pavimentación de la cal­
zada de la Avda. Ordoño 11 se realizó por su urgencia a
través de procedimiento negociado sin publicidad,
quedando posteriormente desvirtuada aquélla al dupli­
carse el plazo de ejecución inicialmente previsto (epí­
grafe 7.1.1).

2. Entre los criterios objetivos establecidos en los
pliegos de cláusulas económico-administrativas que
han de servir de base para las adjudicaciones de los
concursos se señala la experiencia en obras similares y
referencias técnicas y económicas, cuando son requisi­
tos de capacidad de las empresas que deben ser tenidos
en cuenta para evaluar la aptitud de éstas para realizar
la prestación de que se trata, pero no como medios de
selección de las ofertas (epígrafes 7.1.2, 7.1.3, 7.1.4
Y7.1.5).

3. En la adjudicación del proyecto y construcción
de un puente sobre el Río Bemesga, la Mesa de Con­
tratación rechazó, sin proceder a la apertura de sus pro­
posiciones económicas, a cuatro de los siete participan­
tes al concurso que habían presentado correctamente la
documentación, por no considerar sus ofertas técnica y
estéticamente idóneas para cubrir las exigencias muni­
cipales, cuando el procedimiento elegido por el órgano
de contratación para seleccionar aquéllas no era res­
tringido y los criterios fijados en el Pliego de condicio­
nes económico-administrativas para la resolución del
concurso eran exclusivamente el menor precio oferta­
do, medios humanos y materiales a disposición de la
obra, menor plazo de ejecución y aumento del plazo de
garantía (epígrafe 7.1.4).

4. La adjudicación de la elaboración del proyecto
y ejecución de las obras de acondicionamiento del Río
Bemesga se realizó justificándola en uno de los tres
criterios establecidos en el Pliego -la calidad del pro­
yecto- cuando el precio era otro de éstos y la oferta
económica de la Unión Temporal de Empresas pro­
puesta excedía en lI y 98 millones de ptas., respectiva­
mente, de otras dos presentadas (epígrafe 7.1.5).

En cuanto a la ejecución de los contratos es de resal­
tar lo siguiente:

1. No se realiza conforme a los proyectos aproba­
dos, siendo objeto de modificaciones que no responden
a necesidades nuevas o causas técnicas imprevistas sino
a imprevisiones o defectos de planificación y que se
ejecutan sin previa autorización del órgano de contrata­
ción (epígrafes 7.1.1, 7.1.3, 7.1.4 y 7.1.5).

2. Se desvirtúa la presunción de certeza que debe
conllevar toda certificación de obra en el sentido de que
sólo puede contener la parte de ésta verdaderamente
ejecutada, ya que unidades que se acreditan como rea­
lizadas desaparecen en certificaciones posteriores (epí­
grafes 7.1.3, 7.1.4 Y7.1.5).

8.6.2 Contratos de suministros

En el análisis de este tipo de contratos se ha obser­
vado lo siguiente:

1. La mayoría de los contratos son objeto de pró­
rrogas, conculcando con ello los más elementales prin­
cipios de publicidad y concurrencia que deben regir en
toda contratación pública (epígrafes 7.2.1 y 7.2.4).

2. En los expedientes no se acredita la recepción
de los bienes mediante acto formal y expreso, detallán­
dose los suministros realizados, originando esta cir­
cunstancia la inclusión y abono en las facturas de con­
ceptos no recogidos en los presupuestos aprobados
(epígrafes 7.2.1, 7.2.4 y 7.2.5).

3. La adjudicación del contrato para la adquisi­
ción de motocicletas se efectúa, de forma discriminato­
ria, a favor de la empresa que está reparando las que
dispone la Policía Municipal, sin aplicar los criterios
fijados en los pliegos de condiciones para valorar las
ofertas presentadas al concurso (epígrafe 7.2.3).

4. En la adjudicación del suministro de árboles,
coníferas, arbustos, bulbosas y plantas de flor se ha
observado un falta de objetividad por lo siguiente (epí­
grafe 7.2.4):

a) La Mesa de Contratación rechazó una de las
plicas por no adjuntar determinada documentación sin
otorgar un plazo de tres días para su subsanación, con­
cediendo éste, sin embargo, a la empresa que resultó
ser adjudicataria.

b) Formó parte de la Mesa de Contratación el Jar­
dinero Mayor que tenía una relación de parentesco de
consanguinidad de primer grado con la administradora
y tres socios de la empresa adjudicataria, siendo ade­
más uno de éstos, que tiene una participación en el
capital inferior al 10%, funcionario del Ayuntamiento,
sin que tenga reconocida compatibilidad

5. Se ha restringido la publicidad en la contrata­
ción del suministro de equipamiento y compartimento
en el edificio adquirido a Caja de España sito en la
Avda. Ordoño 11, al no publicarse la licitación en el
Diario Oficial de las Comunidades Europeas, produ­
ciéndose, además, durante la ejecución de este contra­
to, sin justificación, una modificación de hecho, al
superar los bienes entregados el precio de aquél en 6,8
millones de ptas. (epígrafe 7.2.5).

8.6.3 Contratos de servicios

l. La tramitación del expediente del mantenimien­
to de las instalaciones de calefacción, aire acondiciona­
do, electricidad y alumbrado para el edificio de Caja
España se ha realizado prescindiendo de todos los
requisitos exigidos legalmente, adjudicándose la pres­
tación del servicio a la empresa que venía realizándolo
para la entidad financiera, sin licitación ni, al menos,

petición de otras ofertas que pudieran haber resultado
más ventajosas para los intereses de la Corporación
(epígrafe 7.3.1).

2. La vigilancia de parques públicos se adjudicó a
la empresa que venía prestando este servicio en varios
parques de la ciudad desde abril de 1995, circunstancia
que prevaleció en la selección del contratista (epígra­
fe 7.3.2).

3. El servicio de poda y saneamiento de árboles se
ha contratado sin que se justifique en el expediente su
necesidad, dado que el Ayuntamiento, según el informe
de fiscalización emitido por el Interventor, cuenta con 28
oficiales de La de jardinería, 6 podadores, 15 peones
y I encargado para el cumplimiento de dicha función.
Además, este personal, dependiente del Servicio de
Parques y Jardines, realizó algunos trabajos, por impor­
te de 3,4 millones de ptas., que debía haber ejecutado
el adjudicatario, sin que conste, sin embargo, la adop­
ción por el Ayuntamiento de las medidas oportunas
para paliar los gastos producidos (epígrafe 7.3.3).

8.6.4 Contrato de asistencia técnica para la redac­
ción del proyecto de reforma del Matadero
Municipal

En este contrato se ha observado lo siguiente:

1. Una defectuosa planificación del Ayuntamien­
to, al no haber elaborado el correspondiente Pliego de
prescripciones técnicas donde se deberían haber esta­
blecido las condiciones de los trabajos a realizar y los
datos básicos para definir el proyecto de acuerdo con
las necesidades municipales de satisfacción del interés
público y conforme a las normas e instrucciones de
carácter general aplicables (epígrafe 7.4.1).

2. La vulneración de los principios de publicidad
y concurrencia en la selección del adjudicatario, al ele­
girse como procedimiento de contratación el negociado
sin publicidad, justificándose en la urgencia de la reali­
zación del trabajo, que queda totalmente desvirtuada al
incumplir las tres ofertas solicitadas el plazo fijado en
el Pliego de condiciones económico-administrativas
para la redacción del proyecto, y firmarse el contrato
con el adjudicatario diez días después de la fecha en
que debía haber sido entregado aquél (epígrafe 7.4.2).

9. RECOMENDACIONES

Para subsanar las deficiencias puestas de manifiesto
en el presente Informe, la Corporación debería arbitrar,
entre otras, las medidas que se proponen en las siguien­
tes recomendaciones.

9.1 Relativas al control interno y al sistema contable

1. El Ayuntamiento debería aprobar la Cuenta
General y remitir la misma al Tribunal de Cuentas en
los plazos establecidos en la Ley 3911988, de 28 de

diciembre, reguladora de las Haciendas Locales. Ade­
más, aquélla debería contener todos los estados, ane­
xos, memorias y justificantes previstos en la Instruc­
ción de Contabilidad para la Administración Local,
aprobada por Orden del Ministerio de Economía y
Hacienda de 17 de julio de 1990.

2. El Ayuntamiento debería controlar el cumpli­
miento de las disposiciones relativas a la actualización
del Inventario, verificando la inclusión en el mismo de
la totalidad de bienes y derechos de titularidad munici­
pal, así como su correcta clasificación. Esta actuación
debería completarse con la inscripción de todos los ele­
mentos con sus correspondientes valoraciones, en el
libro de Inventarios y Balances, cuya llevanza exige la
regla 64 de la Instrucción de Contabilidad para la
Administración Local, aprobada por Orden del Minis­
terio de Economía y Hacienda de 17 de julio de 1990.

3. El Ayuntamiento deberá arbitrar las medidas
tendentes a mejorar su organización, en particular la
que afecte a las Unidades encargadas de la contabili­
dad, control interno y tesorería, dotándose de instru­
mentos necesarios para una mejor información en el
ámbito económico-financiero, imprescindible para la
toma de decisiones, tanto las que afectan al orden polí­
tico como al de gestión.

4. Para el cumplimiento de sus fines, el Ayunta­
miento debería dotarse de los procedimientos adecua­
dos que permitan asegurar el control de las operacio­
nes, posibilitar la interrelación entre los diferentes
Servicios y crear un sistema de archivo de documenta­
ción y formación de expedientes.

9.2 Relativas a la representatividad de las cuentas

l. La Corporación debería adecuar el registro de
sus operaciones a los principios previstos en la Instruc­
ción de Contabilidad para la Administración local,
aprobada por Orden del Ministerio de Economía y
Hacienda de 17 de julio de 1990, con la finalidad de
que la Cuenta General constituya una fiel representa­
ción de la ejecución de los presupuestos y de la situa­
ción económico-financiera de la Entidad.

2. La Corporación debería elaborar, tramitar y
aprobar los presupuestos dentro de los plazos previstos
legalmente, ajustando su ejecución a los principios
aplicables.

3. Las modificaciones de crédito deberían ajustar­
se a las exigencias legales en vigor, incoando los
correspondientes expedientes propuestos por el gestor
del programa de gastos, informados por los órganos de
control interno, aprobados por el órgano competente y
adecuándolas a las figuras legalmente establecidas.

4. Con relación a la liquidación del presupuesto la
Corporación deberá elaborar el estado de gastos con
financiación afectada, de acuerdo con lo exigido por
las reglas 380 y 381 de la precitada Instrucción de Con­
tabilidad para la Administración Local.
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9.3 .Relativas a otros aspectos de la gestión econó­
mico-financiera

l. ca Corporación, através de sus servicios, debe­
rla asegurar que los registros de recaudación guarden
conexión con los de la contabilidad municipal.

2. La Corporación debería establecer un control
más eficaz de la recepci6n, aplicación yjustificación de
las transferencias y subvenciones, tanto de las recibidas
como de las otorgadas, para dar cumplimiento a los
principios de publicidad, concurrencia yobjetividad.

3. El Ayuntamiento debería mejorar los procedi­
mientos de control sobre las órdenes de pago a justifi­
car, para que estas órdenes se utilicen exclusivamente
en los supuestos legalmente previstos, por el importe
máximo previsto en las Bases de ejecución del presu­
puesto y para que su justificación se realice dentro del
plazo límite fijado.

4. En la gesti6n de personal, el Ayuntamiento
debería ajustar sus actuaciones a las normas de aplica­
ción, adecuando en especial las disposiciones que
hacen referencia a los siguientes aspectos:

a) Al régimen de permisos y vacaciones, adaptán­
dola a la normativa fijada en la Ley 30/1984, de 2 de
agosto, de medidas urgentes para la reforma de la Fun­
ción Pública.

b) Ala jornada de trabajo, acorde con la estableci­
da en la Resolución de 27 de abril de 1995, de la Secre­
taría de Estado para las Administraciones Públicas, de
general aplicación para funcionarios de la Administra­
ción Local, en virtud de lo dispuesto en el art. 94 de la
LRBRL.

c) Alas gratificaciones fijas mensuales, tanto las
correspondientes al complemento de productividad
como al complemento fijo por servicios de gestión,
ajustándose a lo previsto en el Real Decreto 861/1986,
de 25 de abril, sobre régimen de retribuciones de los
Funcionarios de la Administración Local.

d). Al número de horas extraordinluias por trabaja­
dor, que en ningún caso deberá ser superior a las 80
horas anuales fijadas como límite en el Estatuto de los
Trabajadores.

5. El Ayuntamiento debería elaborar el estado de
la deuda exigido por las reglas 235 y 424 de la precita­
da Instrucción de. Contabilidad para la Administración
Local.

9.4 Relativas a la contratación

A efectos de ajustar su actuación a la legislación
vigente y garantizar una mayor eficacia en su gestión
contractual, el Ayuntamiento debería proceder a la
adopción, entre otras, de las siguientes medidas:

l. Garantizar los principios de concurrencia,
publicidad e igualdad de trato en la selección de los
adjudicatarios, evitando toda práctica restrictiva que •
implique rechazar ofertas amparándose en el incumpli­
miento en criterios no especificados en los pliegos, pro­
rrogar los contratos con determinados empresarios, una
vez finalizados en vez de proceder a una nueva licita­
ción, primar a las empresas que están realizando pres­
taciones en la ciudad, ojustificar la elección del proce­
dimiento negociado en una imperiosa urgencia que,
posteriormente, queda desvirtuada por los retrasos en
los plazos de ejecución.

2. Planificar adecuadamente las actuaciones a rea­
lizar y vigilar la ejecución de los contratos, ,evitando
que se realicen modificaciones sin previa autorización
del órgano de contratación.

Madrid, 17 de octubre de 200 l.-El Presidente,
Ubaldo Nieto de Alba.

ANEXOS

Relación de anexos

I.A. Liquidación del presupuesto de gastos.
I.B. Liquidación del presupuesto de ingresos.
2. Estado de modificaciones de crédito.
3. Estado de Remanente de tesorería.
4. Balance de situación a 31 de diciembre de 1997.
5. Cuenta de resultados de 1997.
6. Contratos adjudicados.
7. Muestra analizada.

AYUNTAMIENTO DE LEON
EJERCICIO 1997

Anexo al informe aprobado por el pl~no del Tribunal de Cuentas el 17.1042001

AVUNTAMTENTO DE LEÚN
eJERciCIO-1997

ANEXO 1-1\

UIOACION DELPRESUPUESrODEGAST

ANEXO 1-8

U]OACIONl)El,PIlESUPUESTOTI>ETINGRES.O
Mlllon•• d. Pta••" IPENOlENTI

Dl:COIIRO
'S}t14l 1.......\.111\

CJ)
C

1-0 'ro
3
ro
:J
O
a.
!lo
to
O
m
:J
c'
?
~

., '"...

...
(¡,)...



AYUWTAt.UEtmn>1ITElJR
RCICJO 1997
*%4tW;WHtW#@;#WJt.ANH:1:n 'ADOOEN 1:S.0

ANEXO 2

Off'

. ANEXO 3
AYUNTAMIENTO DE LEON
EJERCICIO 1997

ti)
N

Anexo al ¡ÍtfoRne aprobado porel Pleno del Tribunal de Cuenlas el 17-10-2001

"172,7 tlt4 "4,1
...~ -224,11... ". ·~1 137.1,....' ..... ..... 1.017

11,1 11.. '.0:
U ..

2.144, 012.' .&82,.4 0,0 un

CAPlM.o

1. QuID,. penonaI
2.Clat,"en""y~

t. o.... ftnll'lOlwoe

4. Trenl""'" oontenlM
.. lnvnon.r.s.
7. T'ans'....de 0lIp1111
a, ActI.. IMnC__

t. P_YOS ftnIncWos

TOTAl

e.......

•..::=.0. ·1 == I :=:.
12.01 22.'

..1

~n'Tr"'-.nc'"

~I==I JMM"lYU

4.01

',0

...........- (MIRon" de 'ptas.•..-por ·1 TotII
MUIIdM IMOd~

ii¡¡ái¡i}l.,*W¿~~liltl@it+%li¡i~ii¡'ji~iii,iiii¡¡!jiífJ~1;\i!!iESY~DOi.DE~M~N~l1Eia¡j¡1Jie$~aEB1~fl;'·~Ji~;~~t~L'

(Millones de ntas.

IMPORTES

1.-(+) DEUDORES PENDIENTES DE COBRO EN FIN DE EJERCICIO 4.842,4.
De Presupuesto de Ingresos. Presupuesto Corriente 5;713,6

De Presupuesto de Ingresos. Presupuestos Cerrados 6.995,8
,',

De otras oPllraciones no presupuestarias
,

1,6

(-) Saldos de dudoso cobro 1.347,8

(-) Ingresos realizados pendientes de aplicaci6n 6.520,8

2.-(-) ACREEDORES PENDIENTES DE PAGO EN FIN DE EJERCICIO 4.406,5

De Presupuesto de Gastos. Presupuesto Comente 1.263,3 \.

De Presupuesto de Gastos. Presupuestos Cerrados 1.128,0

De Presupuesto de ingresos 11,3

De otras operaciones no presupuestarias 2.192,7
-

(-) Pagos realizados pendientes de ~plicaci6n definitiva 178,8.
3.-(+) FONDOS LIQUIDOSEN TESORERIA A FIN DE EJERCICIO 2.916,5

,
4.-RÉMANENTE LIQUIDO DE TESORERIA AFÉCTADO A GASTOS 2.531,9

CON FINANCIACióN AFECTADA

5.- REMANENTE DE TESORERIA PARA GASTOS GENERALES , 82Ó~5

6- REMANENTE LIQUIDO DE TESORERIA TOTAL 11-2+311/4+51 ',. 3.3524 3.3524

Anexo al infonneaprobado porell'lenodel Tribunal de Cuentasel17-10-2001
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ANEXOS'

¡AYUNTAMIENTO DE LEÓN . !.
EJERCICIO 1997

RELACIóN DE CONTRATOS SUMINISTRADA (1) MUESTRA ANAlIZADA

TIPO DE CONTRATO ADJUOICActON Mino.- ADJUDICACIÓN MlltoneI;

N' S C PN pta•. N' S C PN pta••

Qbraa 32 6 S IS 1.769.30 5 4 1 1.338.9

SumlnlstrOl 51 26 25 468.45 5 5 182.12

Servicios 15 .2 13 . 108,50 3 2 1 S5.3.
AsistencIas l'cnlcu 11 ~ 1 10 30,04 1 1 7,04

Gelt. de SeN. Pllbllcos 1 1 31,20 0.00
Total 110 S 3S 88 2.406,48 14' 11 3 1.813,52

s: Subasta C: Concuno PN: Procedimiento negociado
(1) ContralOl comunicado. por ,. Cor¡»raclón, a1n Incluir toslramiladoa como menor...

Anexo al informe aprobado porel Pleno del Tribunal de Cuenlas eI17.!()..2001
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ANÉX07

CONTRATOS DE OBRAS Mlllo..s de plu.- .
1. Eiscuci6n ds la5 obras del provscto de pavimentacl6n de la calzada de la Avenida de Ordono 11 .. ' 6845
2. Ordenaci6n v oeatonalizaci6n del entomo del Palacio de los Guzmanes. Edificio Botines v Centro Cullural Pallarés - .'. 121.40
3. Obra de scondicionamiento urbano en Is avenida de Suero de Quinonos (desplosado) 12493

4. Redacei6n del proyecto y conslruccl6n de un puente sobre el rlo Bemes9a ysus sccesos, en el limite noIle del pOlIgooo 58 230.4

5. Elaboracl6n del proyecto y eJecuci6n de las obras ,de acondicionamiento del cauce del rlo Bemesga y la recuperación de sus 793.71márnenes .

TOTAL 1.338,91

.,.

. CONTRATOS DE SUMINISTROS Mlli~..s de plu.

1. SumlnlstlO de hormioones v morteros oon deatioo al Awntamiento de León anos 1997 v 1998 40.00
2. Suministro de materiales oon dastlno a la obra de alumbrado DIlblloo ds la avenida ds José Aausdo 3441
3. Suministro de oulnce mótoclcleles oon dastino ela Unidad de Tráfioo del cuerno de oolicralocal 1384
4. Sumlnlslro de árboles volantas ornamenlales oon destino al vivero v iardlnes dei AwntamientÍl de león 16.00
5. Suministro de enul amiento v mamoaras Mra oomoartimenlacl6n en el edificio de Ca a ESMna n6

TOTAl . 182,12

CONTRATOS DE SERVICIOS . Mlllo...·de plu.

1. Servicio de mantenimiento de las Instalaciones de calafacción, aira acondicionado y alactrtcidad-alumbrado del adificio
67nadnulrido aCS18 Esoana en la Avenida de Ordono 11 10. para ubicación de las oficinas de este Awnlamiento

2. Servicios da viailancia de oamues oúblicos del Awntamlenlo de Le6n 983
3. Servicios de POda v saneamienlo de árboles en distinlas zonas del munlcioio de león I 688

TOTAl 85,39

CONTRATOS DE CONSUlTORIA y ASISTENCIA T~CNICA Millones do pll.,

1. Asistencia lécnica para la redacci6n y direcci6n dal proyecto de rafonna del matadero municipal de león, al objeto de su .7,04
adecuación a la nonnativa eurocea

TOTAL
"

7,04

Además, se han examinado dos expedientes adjudicadoS en 1999 y 2000, por constituir complemento o continuación
de actuaciones realizadas en el periodo fiscalizado:

OBRAS C~MPLEMENTARIAS ' Mlllo..s de plU.

1. Obras complementarias del proyacto de acondiclonamienlo del cauca del rlo Bemeaga y recuperación de sus márgenes en ; ~

156.5lelténnloo municloal de León
2. Obras oomnlementanas del arovecto de ouenle sobra el rio Bemesna vaCC8SOS 3457

TOTAl
. ,

:"193,13

Anexo al infonne aprobado por el Pleno del Tribunal de Cuentas el 17-10-2001
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VOTO PARTICULAR AL I'-¡FORME DE FISCA­
LIZACIÓN DEL AYUNTAMIENTO DE LEÓN,

EJERCICIO 1997

Voto particular que formula Ciriaco de Vicente
Martín, Consejero del Tribunal de Cuentas, titular
del Departamento de Seguridad Social y Acción
Social de dicho Tribunal, contra el acuerdo adopta­
do por el Pleno del Tribunal de Cuentas en su sesión
de 17.10.2001, aprobando el «Informe de Fiscaliza­
ción del Ayuntamiento de León, ejercicio 1997», a
los efectos de su remisión a las Cortes Generales y
de su publicación conjunta con el citado Informe de
Fiscalización de acuerdo c~n lo previsto en el ar­
tículo 5.2 de la Ley 7/1988, de 5 de abril, de Funcio-

namiento del Tribunal de Cuentas

DECLARACIÓN

Ciriaco de Vicente Martín, Consejero del Tribunal
de Cuentas, haciendo uso de lo previsto en el artículo 5.2
de la Ley 711988, de 5 de abril, de Funcionamiento del
Tribunal de Cuentas, formula dentro del plazo previsto
en dicho artículo, Voto Particu.ar contra el Acuerdo del
Pleno del Tribunal de Cuentas de 17.10.2001, por el
que se aprobó el «Informe de Fiscalización del Ayunta­
miento de León, ejercicio 1997», tras haber manifesta­
do en la citada sesión del Pleno del Tribunal, para que
constara en acta, su oto contrario a la aprobación del
citado Informe.

ÍNDICE DEL VOTO PARTICULAR

1. Observaciones previas yantecedentes.
1.1 Observaciones previas sobre los procedimien­

tos de fiscalización en general.
1.2 Antecedentes del Informe de Fiscalización al

que se refiere este Voto Particular.
11. Fundamentos del voto particular.

Fundamento Primero. E: Acuerdo del Pleno del
Tribunal de Cuentas de 17.10.2001, por el que se apro­
bó el <<Informe de Fiscalizaci6n del Ayuntamiento de
León, ejercicio 1997», incurre en un quebrantamiento
del principio de legalidad, vulnerando el artículo 44 de
la Ley 7/1988 por omisión del trámite de audiencia del
Pleno del Ayuntamiento de León.

Fundamento Segundo. El Acuerdo del Pleno del
Tribunal de Cuentas de 17.10.2001, por el que se apro­
bó el <<Informe de Fiscalizaci6n del Ayuntamiento de
León, ejercicio 1997», supone una vulneración del
Derecho constitucional a la participación política de
los Concejales miembros del Ayuntamiento de León
distintos del Alcalde.

Fundamento Tercero. El Acuerdo del Pleno del
Tribunal de Cuentas de 17.10.2001, por el que se apro­
bó el <<Informe de Fiscalizaci6n del Ayuntamiento de
León, ejercicio 1997», supone una vulneración del

principio constitucional de la autonomía municipal de
la que es titular el Ayuntamiento de León.

Fundamento Cuarto. El Acuerdo del Pleno del Tri­
bunal de Cuentas de 17.10.2001, por el que se aprobó
el «Informe de Fiscalización del Ayuntamiento de
León, ejercicio 1997», incurre en flagrante contradic­
ción con otros acuerdos anteriores del Pleno del Tribu­
nal de Cuentas que admitieron, al aprobar otros Infor­
mes de Fiscalización de Entidades Locales, las
alegaciones del Pleno de la Corporación como válida­
mente emitidas.

Fundamento Quinto. El Acuerdo del Pleno del
Tribunal de Cuentas de 17.10.2001, por el que se apro­
bó el <<Informe de Fiscalización del Ayuntamiento de
León, ejercicio 1997», no ha tenido en cuenta la infor­
mación oficialmente comunicada al Consejero Ponente
por el Concejal Portavoz del Grupo Municipal Socia­
lista en el Ayuntamiento de León, lo que está en contra­
dicción con la actuación que el Pleno del Tribunal de
Cuentas siguió al aprobar el «Informe de Fiscalización
del Ayuntamiento de Oviedo (Asturias), ejercicios
1994 y 1995» (aprobado en sesión de 24.1 U999) en el
que sí se valoraron y analizaron los escritos remitidos
al Tribunal por representantes de los Grupos Municipa­
les Socialista e Izquierda Unida del Ayuntamiento de
Oviedo.

Fundamento Sexto. El Acuerdo del Pleno del Tri­
bunal de Cuentas de 17.10.2001, por el que se aprobó
el <<Informe de Fiscalización del Ayuntamiento de
León, ejercicio 1997», no ha tenido en cuenta que el
Informe aprobado resulta ser un Informe incompleto,
alejado de la realidad y carente del rigor esperable y
exigible del Tribunal de Cuentas.

1. OBSERVACIONES PREVIAS Y ANTECE­
DENTES

I.1 Observaciones previas sobre los procedimien­
tos de fiscalización en general:

1.a El Tribunal de Cuentas es el supremo órgano
fiscalizador de las cuentas y de la gestión económica
del Estado y del sector público, del que forman parte
las Corporaciones Locales (artículos 136 de la Consti­
tución Española y U y 4 de la Ley Orgánica 211982,
de 12 de mayo, del Tribunal de Cuentas).

2.' Corresponde a los diferentes Departamentos
de la Sección de Fiscalización del Tribunal de Cuentas
la tramitación de los correspondientes procedimientos
fiscalizadores, de acuerdo con el Programa de Fiscali­
zaciones debidamente aprobado por el Pleno, y con las
Directrices Técnicas que el citado Pleno haya estableci­
do (artículos 3 a), 3 g) y 9 de la Ley 711988, de 5 de
abril, de Funcionamiento del Tribunal de Cuentas).

3.a Una vez tramitado el procedimiento de fiscali­
zación, el Departamento a cuyo titular corresponda ser
ponente del Informe de Fiscalización correspondiente

elabora un Anteproyecto de Informe que ha de ser
sometido al trámite de alegaciones de la Entidad fisca­
lizada, cuando se fiscaliza una Entidad, o del titular del
órgano correspondiente cuando el Tribunal ha fiscali­
zado un órgano.

Este trámite es contemplado en el artículo 44.1 de la
Ley 7/1988 en los términos siguientes:

«Una vez tramitados por el Tribunal los procedi­
mientos de fiscalización (oo.) e inmediatamente antes de
que por el Departamento correspondiente del Tribunal,
se redacte el oportuno proyecto de Informe, se pondrán
de manifiesto las actuaciones practicadas a los respon­
sables del Sector o Subsector público fiscalizado, o a
las personas o entidades fiscalizadas. En este último
supuesto se pondrán de manifiesto a través de sus legí­
timos representates para que, con observancia de las
normas legales o reglamentarias reguladoras de la
adopción de acuerdos en las entidades correspondien­
tes, y en un plazo no superior a treinta días prorroga­
bles con justa causa por un período igual, aleguen y
presenten los documentos yjustificaciones que estimen
pertinente».

4.a A la vista de las alegaciones y justificaciones
presentadas por la entidad fiscalizada, el Consejero del
Departamento que sea Ponente de cada Informe de Fis­
calización, formula un Proyecto de Informe comprensi­
vo de los resultados de la fiscalización que, junto con
las alegaciones formuladas, remite a los restantes Con­
sejeros del Tribunal de Cuentas, al Ministerio Fiscal y
al Servicio Jurídico del Estado en el Tribunal de Cuen­
tas, para el análisis del Proyecto y la eventual formula­
ción de observaciones y sugerencias sobre su conteni­
do (artículos 44.3 Y44.4 de la Ley 7/1988).

5.' El Proyecto de Informe, así como las eventuales
observaciones y sugerencias formuladas por los miem­
bros del Pleno son objeto de deliberación por parte de la
Sección de Fiscalización del Tribunal de Cuentas, que lo
remitirá fmalmente, al Pleno del Tribunal (artículo 44.4
de la Ley 7/1988), que es el órgano competente para la
aprobación de los Informes de Fiscalización de acuerdo
con el artículo 3.c) de la Ley 7/1988.

6.' Los Informes aprobados por el Pleno del Tri­
bunal de Cuentas se elevan a las Cortes Generales, y
tras su estudio y debate en la Comisión Mixta Congreso­
Senado de Relaciones con el Tribunal de Cuentas, se
publican en el Boletín Oficial del Estado (artículos 12
de la Ley Orgánica 211982 y 28 de la Ley 7/1988).

7.' Las alegaciones formuladas por las personas o
Entidades fiscalizadas se incorporan al Informe de Fis­
calización y forman parte de él (artículos 28.1 y 44.4
de la Ley 711988), al igual que los Votos Particulares
que se formulen, como sucede en este caso (artícu­
lo 5.2 de la Ley 711988), debiendo, por tanto, publicar­
se en el BOE, aunque de hecho este precepto legal se
incumple.

1.2 Antecedentes del Informe de Fiscalización al
que se refiere este Voto Particular:

1.0 El Informe objeto del presente Voto Particular
es el «Informe de Fiscalización del Ayuntamiento de
León, ejercicio 1997», cuya realización fue incluida
por el Pleno del Tribunal de Cuentas, en sesión de 26
de noviembre de 1998, en el Programa de Fiscalizacio­
nes a realizar en el año 1999, y cuyas Directrices Téc­
nicas fueron aprobadas por el Pleno del Tribunal de
Cuentas.

2.° El procedimiento fiscalizador ha sido llevado a
cabo por el Departamento de Corporaciones Locales de
la Sección de Fiscalización del Tribunal de Cuentas,
cuyo Consejero titular actuó como Consejero Ponente.

3.o El día 13.6.200 I el Consejero Ponente remitió
a todos los miembros del Pleno del Tribunal de Cuen­
tas, y por tanto al Consejero que suscribe este Voto Par­
ticular, el «Proyecto de Informe de Fiscalización del
Ayuntamiento de León, ejercicio 1997».

4.° A la vista del Proyecto de Informe remitido,
este Consejero, al analizar las alegaciones formuladas,
constató que el «Proyecto de Informe de Fiscalización
del Ayuntamiento de León, ejercicio 1997» daba por
legalmente emitidas unas alegaciones del Ayuntamien­
to de León formuladas al Anteproyecto de Informe por
el Alcalde y no por el Pleno de la Corporación, que es
el órgano legalmente competente para ello.

5.° Esta circunstancia determinó al Consejero
autor de este Voto Particular a formular observaciones
por escrito al Proyecto de Informe a los efectos descri­
tos en las Observaciones Previas 4.' y 5.', en las que se
ponía de manifiesto que «al admitir [el Consejero
Ponentellas pretendidas alegaciones del Alcalde de
León, ha quebrantado el arto 44 de la Ley 711988» y, en
consecuencia, se proponía al Consejero Ponente que
«remita de nuevo el Anteproyecto de Informe al Ayun­
tamiento de León, para que se someta a alegaciones del
Pleno de dicha Entidad Local».

6.° Estas observaciones no fueron atendidas por el
Consejero Ponente ni por la Sección de Fiscalización.
El día 17.10.2001 fue aprobado el «Informe de Fiscali­
zación del Ayuntamiento de León, ejercicio 1997» por
el Pleno del Tribunal de Cuentas sin que, de nuevo, fue­
ran atendidas las observaciones realizadas por este
Consejero en cuanto al trámite de alegaciones que, por
considerarlas esencialísimas, le determinaron a votar
en contra de la aprobación definitiva del Informe por el
Pleno del Tribunal de Cuentas y a formular el presente
Voto Particular (Fundamentos Primero a Cuarto de este
Voto Particular).

7.° Por último, con fecha IUO.2001, pocos días
antes de que el Proyecto de Informe de Fiscalización
fuera aprobado por el Pleno del Tribunal de Cuentas (lo
que hizo en su sesión de 17.10.2001), el Consejero
Ponente distribuyó a los Consejeros integrantes del
Pleno del Tribunal documentación relativa al contenido
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del Informe de Fiscalización remitida al referido Con­
sejero Ponente por el Portavcz del Grupo Municipal
Socialista en el Ayuntamiento de León. La documenta­
ción distribuida, cuyo contenido y alcance se detalla en
el Fundamento Quinto del presente Voto Particular,
aporta información relevante que afecta al contenido
del Informe y que no ha sidc tenida en cuenta en la
redacción del Informe aprobado.

El contenido de esta documentación viene a confir­
mar que el Informe aprobado por el Pleno del Tribunal
es un Informe incompleto, alejado de la realidad y
carente del rigor esperable y exigible del Tribunal de
Cuentas, razón que también hadeterminado a este Con­
sejero a votar en contra de la aprobación definitiva del
Informe y a formular el presente Voto Particular (Fun­
damentos Quinto y Sexto del presente Voto Particular).

II. FUNDAMENTOS DEL VOTO PARTICULAR

Fundamento primero. E Acuerdo del Pleno del
Tribunal de Cuentas de 17.10.2001, por el que se apro­
bó el «Informe de Fiscalizaci6n del Ayuntamiento de
León, ejercicio 1997», incurre en un quebrantamiento
del principio de legalidad, vulnerando el artículo 44 de
la Ley 7/1988 por omisión del trámite de audiencia del
Pleno del Ayuntamiento de León.

- Como ya se ha señalado en los Antecedentes del
presente Voto Particular, el <<Informe de Fiscalización
del Ayuntamiento de León, ejercicio 1997», aprobado
en los términos en que lo ha hecho el Pleno del Tribu­
nal de Cuentas en su sesión de 17.10.2001, da por
legalmente emitidas unas alegaciones del Ayuntamien­
to de León formuladas al Anteproyecto de Informe por
el Alcalde y no por el Pleno de la Corporación.

- También se ha anticipado en los Antecedentes
del presente Voto Particular el criterio de este Conseje­
ro en el sentido de que el Tribunal de Cuentas debió
inadmitir las presuntas alegaciones formuladas por el
Alcalde de León y debió exigir que, en su caso, le fue­
ran remitidas las alegaciones formuladas por el órgano
competente, es decir, por el Pleno de la Corporación,
tras el oportuno debate y votación en sesión plenaria.

- Aunque el texto del Idorme de Fiscalización
aprobado el 17.10.200I no haga referencia a ello, de la
documentación que integra las presuntas alegaciones se
infiere que el escrito de alegac:ones elaborado y suscri­
to por el Alcalde de León fue sometido a su posterior
ratificación por parte del Pleno municipal. Esta cir­
cunstancia no desvirtúa el plaoteamiento de este Voto
Particular ya que quien ha fomulado y suscrito las ale­
gaciones es el Alcalde, y el Pleno del Ayuntamiento
(con votos en contra) se limitó a ratificar por mayoría
el escrito de alegaciones del Alcalde sin posibilidad de
debatir, modificar, y mucho menos elaborar el conteni­
do de las alegaciones.

El Consejero que suscribe este Voto Particular dis­
crepa del Consejero Ponente así como de los restantes
miembros del Pleno del Tribunal de Cuentas ya que
éstos confunden el derecho a alegar con el derecho a
recibir información que asiste a los Concejales del
Ayuntamiento de León. En este caso, el derecho a ale­
gar ha sido indebidamente ejercido, de forma exclusi­
va, por el Alcalde. Con la ratificación de las alegacio­
nes del Alcalde por el Pleno municipal se satisface
parcialmente el derecho a la información de los Conce­
jales sobre los asuntos municipales, pero se quebranta
su derecho a la participación en el gobierno de los
asuntos municipales, al no haber sido sometido el trá­
mite de la elaboración de las alegaciones al debate y
aprobación por parte del Pleno municipal (Ver los
siguientes Fundamentos Segundo y Tercero del presen­
te Voto Particular).

- Como se ha indicado en la Observación Previa 3.',
el artículo 44 de la Ley 711988 exige que las alegaciones
de las Entidades fiscalizadas (y el Ayuntamiento de León
lo es) deben ser formuladas «con observancia de las nor­
mas legales o reglamentarias reguladoras de la adopción
de acuerdos en las entidades correspondientes».

- El Tribunal de Cuentas, órgano al que corres­
ponde el deber de velar por la legalidad de los procedi­
mientos fiscalizadores que tramita, tuvo que calificar
jurídicamente el escrito remitido por el Alcalde de
León, para comprobar que éste había sido formulado
con observancia de las normas reguladoras de la adop­
ción de los Acuerdos municipales. El Pleno del Tribu­
nal de Cuentas no ha realizado este control de legalidad
y ha incurrido en el error de confundir, identificándo­
los, dos conceptos bien distintos: el concepto de titular
del derecho a formular alegaciones ante el Tribunal de
Cuentas en un procedimiento fiscalizador (en este caso
el Pleno del Ayuntamiento de León), con el concepto
de legítimo representante del Ayuntamiento de León (el
Alcalde).

- En este contexto, no cabe duda alguna en afir­
mar que es al Pleno municipal a quien corresponde ale­
gar tanto desde una perspectiva subjetiva (teniendo en
cuenta cual ha sido el sujeto fiscalizado), como desde
una perspectiva objetiva (teniendo en cuenta cuales han
sido las materias objeto de la Fiscalización).

- Desde un punto de vista subjetivo:

• En el <<Informe de Fiscalización del Ayuntamien­
to de León, ejercicio 1997», aprobado por el Pleno del
Tribunal de Cuentas el 17.10.2001 el sujeto fiscalizado
ha sido el Ayuntamiento de León (la Entidad o Corpo­
ración) y no el Alcalde.

• En este sentido tanto la Constitución Española en
su artículo 140 como la Ley 711985, de 2 de abril, regu­
ladora de las Bases del Régimen Local en su artícu­
lo 19.1 disponen que «El gobierno y la administración
municipal corresponde al Ayuntamiento, integrado por
el Alcalde y los Concejales». El artículo 22.1 de este

último texto legal dispone: «El Pleno, integrado por
todos los Concejales es presidido por el Alcalde».

• La entidad fiscalizada es el Ayuntamiento de
León, y esta entidad está integrada por el Alcalde y por
todos los Concejales (como expresa inequívocamente
el recién citado artículo 19.1 de la Ley 7/1985). Por ello
resulta evidente, por obvio, que, desde el punto de vista
subjetivo, las alegaciones de la Entidad al Anteproyec­
to de Informe debieron ser formuladas por el Pleno del
Ayuntamiento de León, como único órgano integrador
del Alcalde y los Concejales, que, a su vez, forman el
Ayuntamiento, esto es, la entidad fiscalizada.

- Desde el punto de vista objetivo, también
corresponde la formulación de alegaciones al Pleno del
Ayuntamiento de León, y no a su Alcalde, por cuanto:

• El Informe aprobado señala como objetivos de la
Fiscalización en su apartado l.l: «1. Analizar si la ges­
tión económico-financiera del Ayuntamiento se ha rea­
lizado de conformidad con la normativa de aplicación.
2. Comprobar si los estados contables representan la
situación financiera y patrimonial del Ayuntamiento,
de acuerdo con los principios y criterios que le son de
aplicación. 3. Verificar los procedimientos de control
interno, analizando si son suficientes para garantizar
una correcta actuación de la actividad económÍco­
financiera. 4. Analizar la contratación administrativa.»

• Pues bien, de acuerdo con el reparto de compe­
tencias que la Ley 7/1985 efectúa entre el Alcalde y el
Pleno municipal, resulta evidente que los objetivos de
la fiscalización inciden de lleno en las competencias
del Pleno (el artículo 22.2 de la Ley 711985 es suficien­
temente expresivo de la amplitud de las competencias
del Pleno en las materias objeto de la Fiscalización).

• A este respecto, no debe olvidarse que en la
Administración municipal la competencia originaria o
de primer grado la comparten el Pleno y el Alcalde. La
separación de sus respectivos ámbitos de actuación no
obedece a un criterio jerárquico o de subordinación,
sino que la separación funcional entre ambos órganos
se debe a un criterio material o disyuntivo, es decir, a
una enumeración de asuntos para cuyo tratamiento y
gestión resulta uno u otro órgano facultado de forma
exclusiva (reparto de competencias).

• Por tanto, también desde el punto de vista objeti­
vo, la competencia para formular alegaciones corres­
ponde al Pleno del Ayuntamiento, pues es su actuación,
la que constituye el objeto de la fiscalización.

- En cualquier caso, debe recordarse también que
es al Pleno de la Corporación a quien compete la apro­
bación de las cuentas de la Corporación (artículos
22.2.e. de la Ley 7/1985 y 193 de la Ley 3911988, de
28 de diciembre, Reguladora de las Haciendas Loca­
les), por lo que no ofrece duda que dicho órgano es
también el competente para la formulación de alega-

ciones a la fiscalización por el Tribunal de Cuentas de
dichas cuentas y de la gestión económico fmanciera del
Ayuntamiento, íntimamente relacionada con su Cuenta
General.

- A estas consideraciones debe añadirse que el
Tribunal Supremo (STS de 10.11.1992) tiene declarado
que la distribución de competencias entre los órganos
municipales es una cuestión de orden público. Por ello,
el acto del Alcalde en el que emite sus presuntas alega­
ciones, haciendo suya una competencia que correspon­
de al Pleno de la Corporación, es un acto dictado por
órgano manifiestamente incompetente que resulta por
ello viciado de nulidad (artículo 62 de la Ley 30/1992).

- Por último, el Consejero que suscribe este Voto
Particular no puede dejar de hacer referencia a la Sen­
tencia de 20.11.2000 dictada por la Sala de lo Conten­
cioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia
de Andalucía en relación con un supuesto de hecho aná­
logo al tratado en el presente Voto Particular. Ante un
caso en que las alegaciones a un Informe de Fiscaliza­
ción de un Ayuntamiento no se formularon por el Pleno
municipal, tras la interposición de un recurso conten­
cioso-administrativo por una Concejala, el citado Tribu­
nal, en su Sentencia, declaró que el órgano competente
para formular las alegaciones era el Pleno municipal, y
no el Alcalde, y de acuerdo con esto declaró que esta
actuación (la formulación de las alegaciones por el
Alcalde) «no es conforme a derecho por vulnerar el
derecho fundamental reconocido en el artículo 23 de la
Constituciófi», y la declaró nula de pleno derecho.

- Así pues, el Acuerdo del Pleno del Tribunal de
Cuentas de 17.10.2001 aprobatorio del <<Informe de
Fiscalización del Ayuntamiento de León, ejercicio
1997» no solo vulnera el contenido del artículo 44 de la
Ley 711988, quebrantando con ello el principio de lega­
lidad, sino que admite y da por bueno un acto del Alcal­
de viciado de nulidad, circunstancias que este Conseje­
ro de Seguridad Social y Acción Social no puede
admitir, y que le determina formular el presente Voto
Particular.

Fundamento segundo. El Acuerdo del Pleno del Tri­
bunal de Cuentas de 17.10.2001, por el que se apro­
bó el «Informe de Fiscalización del Ayuntamiento
de León, ejercicio 1997», supone una vulneración
del Derecho constitucional a la participación políti­
ca de los Concejales miembros del Ayuntamiento de
León distintos del Alcalde.

- El artículo 23 de la Constitución Española reco­
noce el derecho a participar en los asuntos públicos,
directamente o por medio de representantes y acceder
en condiciones de igualdad a las funciones y cargos
públicos.

- El artículo 77 de la Ley 7/1985, de 2 de abril,
Reguladora de las Bases del Régimen Local reconoce y
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atribuye este derecho a todos os miembros de las Cor­
poraciones para el desarrollo de su función.

- La participación efectha en la actuación pública
se manifiesta, entre otros asuntos concretos, en el dere­
cho de todos los Concejales a la fiscalización de las
actuaciones municipales y al control, análisis, estudio e
información de los antecedertes necesarios, obrantes
en los servicios municipales. tanto para esa labor de
control como para documentarse con vista a la toma de
decisiones a adoptar por la Corporación (Sentencias
del Tribunal Supremo de 8.11.1988 o de 25.6.1999).

- Por otra parte, el derecho al acceso a un cargo
público reconocido por el artículo 23 de la Constitución
Española implica el derecho a :lesempeñarlo de acuerdo
con lo previsto en la Ley. Como ha precisado el Tribu­
nal Constitucional (STC 32/;985, de 6 de marzo), el
ejercicio de los cargos representativos no podrá ser
entorpecido en términos tales que se vacíe de contenido
la función que han de desempeñar, o se la estorbe o difi­
culte mediante obstáculos artificiales, o se coloque a
ciertos representantes en cond:ciones inferiores a otros,
pues si es necesario que el órgano representativo decida
siempre en el sentido querido por la mayoría, no lo es
menos que se ha de asignar a todos los votos igual valor.
Más aún, los representantes miembros de la minoría tie­
nen derecho a que la opinión:le ésta (que es el instru­
mento de participación en los asuntos públicos de quie­
nes fueron sus electores) sea oída sobre todos los
asuntos en que el órgano de que forman parte ha de
conocer y resolver, y lo sea, además, en los diferentes
estadios del proceso decisorio.

En este contexto, los Ccncejales miembros del
Pleno del Ayuntamiento de Le6n, que no tuvieron acce­
so a la participación en la elaboración, discusión ni
aprobación de las alegaciones al Anteproyecto de Infor­
me de Fiscalización - ni a título individual como Con­
cejales, ni a título corporativo como miembros del
Pleno municipal-, no pudieron participar en la for­
mación de la voluntad municipal en el trámite de alega­
ciones. Con ello, siguiendo la doctrina del Tribunal
Constitucional, no fue respetado su derecho a partici­
par en los asuntos públicos (cl}nculcándose con ello el
principio democrático) y fue vulnerado el derecho
constitucional al ejercicio de su cargo.

- Esta situación, además de ser contraria al
artículo 23 del Texto Constitu:ional sitúa a los citados
Concejales, y al Pleno del que forman parte, en una fla­
grante situación de indefensión, en el sentido que la
contempla el artículo 24 de la Constitución Española
ya que la indefensión consiste, según el Tribunal Cons­
titucional, «en un impedimento del derecho a alegar y
de demostrar en el procedirriento los propios dere­
chos». En su manifestación más trascendente, «es la
situación en la que se impide a una parte, en el curso
del procedimiento, el ejercicic del derecho de defensa,
privándola de ejercitar su potestad de alegar y, en su
caso, justificar sus derechos e intereses para que le sean

reconocidos, o para replicar dialécticamente las posi­
ciones contrarias en el ejercicio del indispensable prin­
cipio de contradicción» (STC 89/1986 de I de julio).

- Por último, no cabe desconocer que el artículo 62
de la Ley 3011992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurí­
dico de las Administraciones Públicas ydel Procedimiento
Administrativo Común establece la nulidad de pleno dere­
cho para, entre otros actos, <<los actos que lesionen dere­
chos y libertades susceptibles de amparo constitucional».

Son muchas las Sentencias del Tribunal Supremo
(Sala de lo contencioso-administrativo) que han apareja­
do a la vulneración del derecho fundamental a la partici­
pación política la sanción de la nulidad del acto (Senten­
cias del Tribunal Supremo de 9.2.1998, de 18.5.1998, de
9.5.1998, de 17.11.1997, de 28.5.1997, de 12.5.1997, de
4.4.1997, de 27.6.1996, de 7.5.1996, de 26.6.1995, de
8.11.1988, de 26.2.1996, de 12.2.1992, etc.).

En particular, la Sentencia de 20.11.2000 dictada
por la Sala de lo Contencioso Administrativo del Tribu­
nal Superior de Justicia de Andalucía, citada en el ante­
rior Fundamento Primero, ante un caso análogo en el
que las alegaciones ante el Tribunal de Cuentas no fue­
ron formuladas por el Pleno de una Entidad Local, sino
por el Alcalde, declaró que esta actuación «no es con­
forme a derecho por vulnerar el derecho fundamental
reconocido en el artículo 23 de la Constitución», y la
declaró nula de pleno derecho.

Por todo ello, el Consejero que formula este Voto Par­
ticular, entiende que el Acuerdo del Pleno aprobatorio
del presente Informe de Fiscalización, al admitir unas
presuntas alegaciones del Alcalde, no sometidas al deba­
te y aprobación por el Pleno de la Corporación (sino
sometidas únicamente a su ratificación), estaría: por un
lado, dando amparo a un acto atentatorio del derecho a
la participación política en los términos expuestos, y por
otro lado, dando por bueno un acto que, de acuerdo con
el artículo 62 de la Ley 30/1998 sería nulo de pleno dere­
cho, situación que el Consejero autor del presente Voto
Particular no puede sino rechazar. Como efecto añadido,
la lesión de estos derechos constitucionales sitúa al
Acuerdo del Pleno del Tribunal de Cuentas de
17.10.2001 aprobatorio del «irrforme de Fiscalización
del Ayuntamiento de Tibi (Alcalde)>> en una situación,
no deseable, de impugnabilidad ante el Tribunal Supre­
mo, y eventualmente ante el Tribunal Constitucional.

Fundamento tercero. El Acuerdo del Pleno del Tribu­
nal de Cuentas de 17.10.2001. por el que se aprobó
el «informe de Fiscalización del Ayuntamiento de
León, ejercicio 1997», supone una vulneración del
principio constitucional de la autonomía municipal
de la que es titular el Ayuntamiento de León.

- El artículo 140 de la Constitución Española
«garantiza la autonomía de los Municipios». Como es
sabido, este principio de autonomía municipal ha sido
interpretado por el Tribunal Constitucional en un

doble sentido: como «garantía institucional», y como
«derecho».

- La doctrina jurisprudencial y científica es unáni­
me al entender la autonomía local como derecho al auto­
gobierno por parte de la comunidad local, o lo que es
igual, como derecho a participar en el gobierno de cuan­
tos asuntos le atañen, a través de órganos propios, cada
uno de los cuales ha de estar dotado y debe ejercer sus
propias competencias (STC 40/1998, de 19 de febrero).

- En este contexto, la actuación del Alcalde de
León, al formular sus presuntas alegaciones al Antepro­
yecto de Irrforme de Fiscalización impidió la participa­
ción real y efectiva de todos los demás Concejales en este
trámite, e invadió competencias del Pleno del Ayunta­
miento de León, cercenando su autonomía, al no someter
este asunto a su debate y aprobación, como debió hacer.

- Con esta actuación el Alcalde pudo conculcar el
citado derecho a participar en el gobierno de los asun­
tos de la Comunidad que asiste tanto al Pleno como a
los Concejales, conculcando con ello, a juicio del Con­
sejero que formula este Voto Particular, el derecho al
autogobierno que constituye la faceta subjetiva del
principio de autonomía municipal.

- No es misión del Tribunal de Cuentas corregir
los actos de un Alcalde, pues no tiene competencia para
ello, pero sí es misión del Tribunal, e incluso deber,
analizar las alegaciones que se le remiten en un proce­
dimiento fiscalizador, y calificarlas jurídicamente, para
admitirlas a trámite si han sido emitidas por el órgano
jurídicamente competente (en este caso el Pleno del
Ayuntamiento de León) o para inadmitirlas si han sido
emitidas por un órgano jurídicamente incompetente (en
este caso el Alcalde de dicho Ayuntamiento).

- Por ello, el Acuerdo del Pleno del Tribunal de
Cuentas aprobatorio del <<informe de Fiscalización del
Ayuntamiento de León, ejercicio 1997», al dar por legal­
mente emitidas las presuntas alegaciones del Alcalde y
no inadmitirlas para exigir como es preceptivo ex
artículo 44 de la Ley 7/1988, su formulación por el Pleno
de la Corporación, ampara, y lo que es aún más grave,
convalida, una vulneración del principio constitucional
de autonomía municipal, circunstancia que el Consejero
que suscribe el presente Voto Particular no puede, bajo
ningún concepto, admitir, y que por el contrario, rechaza
expresamente formulando este Voto Particular.

Fundamento cuarto. El Acuerdo del Pleno del Tribunal
de Cuentas de 17.10.2001, por el que se aprobó el
«Irrforme de Fiscalización del Ayuntamiento de León,
ejercicio 1997», incurre en flagrante contradicción con
otros acuerdos anteriores del Pleno del Tribunal de
Cuentas que admitieron, al aprobar otros Irrformes de
Fiscalización de Entidades Locales, las alegaciones del
Pleno de la Corporación como válidamente emitidas.

- El criterio del Pleno del Tribunal de Cuentas, al
admitir las alegaciones del Alcalde, choca frontalmente

con la práctica, también seguida en otras ocasiones, por
el Pleno del Tribunal de Cuentas, de dar por válidas las
alegaciones formuladas por el Pleno de otras Corpora­
ciones fiscalizadas. Pero, a su vez, el Acuerdo del Pleno
de 17.10.2001 es coincidente con otros acuerdos ante­
riores que admitieron las alegaciones del Alcalde.

Esta situación pone de relieve un proceder errático
en esta materia por parte del Pleno del Tribunal de
Cuentas, impropio de un órgano de relevancia constitu­
cional, sujeto al principio de legalidad.

- En efecto, el Pleno del Tribunal de Cuentas ha
aceptado como alegaciones de un Ayuntamiento o de
una Diputación Provincial las formuladas por cualquier
órgano de la Entidad fiscalizada. Así, entre otros casos,
ha aceptado escritos del Alcalde (Informe sobre el
Ayuntamiento de Logroño), del Presidente de la Dipu­
tación (Informe sobre la Diputación de Guadalajara),
del Pleno de la Diputación (Informe sobre la Diputa­
ción de Albacete), del Pleno del Ayuntamiento (Infor­
me sobre el Ayuntamiento de Valencia), del Alcalde con
la ratificación de la Comisión de Gobierno (Informe
sobre el Ayuntamiento de Marbella) e incluso escritos
formulados por funcionarios (Informe sobre el Ayunta­
miento de Santander). Es decir, el Tribunal de Cuentas
ha admitido alegaciones de quien le haya remitido
escritos con tal denominación, con independencia de
que se tratara de un órgano, competente o no para for­
mularlas, o de que se tratara de funcionarios (manifies­
tamente incompetentes para ello), aceptando acrítica­
mente cualquier documento autocalificado como de
«alegaciones», adoptando con ello una actitud pasiva,
contraria a la legalidad.

- El derecho a formular alegaciones a un Irrforme
de Fiscalización no es un derecho disponible por las
partes ni mucho menos por el Tribunal de Cuentas sino
que está sujeto a lo dispuesto por el artículo 44 de la
Ley 7/1988, que establece que las alegaciones se for­
mularán «con observancia de las normas legales o
reglamentarias reguladoras de la adopción de acuerdos
en las entidades correspondientes». Así, las Entidades
fiscalizadas únicamente pueden formular alegaciones
por quien tenga la competencia para ello, de acuerdo
con las normas reguladoras de la adopción de sus
acuerdos, sea quien sea, pero con un criterio constante
sobre quien sea el titular del derecho a alegar. En el
caso de las Corporaciones Locales, como este Conseje­
ro ha señalado suficientemente a lo largo del presente
Voto Particular, dicha competencia reside en el Pleno
de la Corporación, con arreglo a la Ley 7/1985 Ya la
Ley 711988.

- Como consecuencia añadida, la única informa­
ción y opinión que ha podido quedar reflejada en el
Informe de Fiscalización con ocasión del tratamiento
de las alegaciones ha sido la proporcionada por el
Alcalde, lo que supone una actitud parcial por parte del
Pleno del Tribunal de Cuentas y una correlativa autoli­
mitación del Pleno para conocer el criterio de todos y
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cada uno de los Concejales miembros del Pleno muni­
cipal con respecto al Anteproyecto de Informe de Fis­
calización.

- Por ello, el Consejero que formula este Voto
Particular entiende que el Pleno del Tribunal de Cuen­
tas, con la aceptación de las pretendidas alegaciones
del Alcalde de León, y con la aprobación del presente
<<informe de Fiscalización de Ayuntamiento de León,
ejercicio 1997», impide dar una solución definitiva y
legalmente correcta a este proceder errático y contra­
dictorio,lo que Ie ha llevado asuscribir el presente Voto
Particular.

Fundamento quinto. El Acuerdo del Pleno del Tribu­
nal de Cuentas de 17.10.2(10 1, por el que se aprobó
el <<informe de Fiscalización del Ayuntamiento de
León, ejercicio 1997», no ha tenido en cuenta la
información oficialmente comunicada al Consejero
Ponente por el Concejal Portavoz del Grupo Muni­
cipal Socialista en el Ayuntamiento de León, lo que
está en contradicción con la actuación que el Pleno
del Tribunal de Cuentas siguió al aprobar el «infor­
me de Fiscalización del Ayuntamiento de Oviedo
(Asturias), ejerciciosl99L y 1995» (aprobado en
sesión de 24.11.1999) en el que sí se valoraron y
analizaron los escritos remitidos al Tribunal por
representantes de los Grupos Municipales Socialista
e Izquierda Unida del Ayuntamiento de Oviedo.

- Como se ha anticipado en el Antecedente 7.° del
presente Voto Particular, con 'echa 11.10.2001, pocos
días antes de que el Proyecto de Informe de Fiscaliza­
ción fuera aprobado por el PIelO del Tribunal de Cuen­
tas (lo que hizo en su sesión de 17.10.2001), el Conse­
jero Ponente distribuyó a los Consejeros integrantes del
Pleno del Tribunal documentación relativa al contenido
del Informe de Fiscalización remitida al referido Con­
sejero Ponente por el Portavoz del Grupo Municipal
Socialista en el Ayuntamiento de León. La documenta­
ción distribuida aportaba inf,)rmación relevante que
afectaba al contenido del Infome y que no ha sido teni­
da en cuenta en la redacción del Informe aprobado.

La documentación remitida por el Concejal tiene
que ver con dos expedientes de contratación de obras
llevadas a cabo por el Ayuntamiento de León:

• Las obras de reforma del Matadero de León.
• Las obras de pavimenta:ión de la calzada de la

Avenida Ordoño 11.

- Ambos expedientes de contratación son objeto
de análisis en el «Informe de Fiscalización del Ayunta­
miento de León, ejercicio I99í» (apartados 7.4 y 7.1.1,
respectivamente).

- Sin embargo, el escrito del Concejal del Grupo
Municipal Socialista aporta daos significativos relati­
vos a ambas obras, de los que ro se hace mención algu­
na en el Informe aprobado:

- En el caso de las Obras de Reforma del Matade­
ro de León el Concejal ha aportado al Tribunal de
Cuentas cuatro escritos de denuncia a la Fiscalía de la
Audiencia Provincial de León, un Acta notarial y un
dossier de prensa.

La documentación aportada se refiere a la existen­
cia de posibles irregularidades que, según se desprende
del dossier de prensa y de uno de los escritos del Con­
cejal dirigido a la Fiscalía, habrían dado lugar a la pre­
sentación por parte de la propia Fiscalía, de una quere­
lla criminal ante el juzgado n.o 7 de Primera Instancia e
Instrucción de León, contra un ex Concejal de León,
contra el Ingeniero redactor del proyecto de la obra,
contra el representante de la empresa contratista de la
obra y contra un Aparejador municipal.

Sin embargo, en el Informe de Fiscalización, apro­
bado por el Pleno del Tribunal de Cuentas únicamente
figura la descripción de algunos hechos, sin que éstos
sean tratados en profundidad ya que ni siquiera se cali­
fican jurídicamente, ni se extraen conclusiones acerca
de su alcance o de las posibles responsabilidades a que
pudieran dar lugar.

Así, a título de ejemplo, en la documentación apor­
tada por el Concejal se recogen irregularidades que
afectan a todas las fases del procedimiento de contrata­
ción (a la preparación del expediente, a la adjudicación,
a la ejecución y sobre todo a las certificaciones de obra
o a la existencia de posibles pagos de comisiones, etc.)
que no tienen su reflejo en el Informe de Fiscalización.

- En el caso de las Obras de pavimentación de la
calzada de la Avenida Ordoño 11 el Concejal ha aporta­
do un Acta del Pleno Municipal (de fecha 3.3.2000) y
un Acta Notarial que revelan irregularidades también
en estas obras.

Tampoco en este caso se compadece el contenido de
la información y documentación remitida al Tribunal
de Cuentas por el Concejal con la descripción que de
los mismos realiza el Informe aprobado.

Nuevamente el Informe se limita a describir los
hechos, sin calificarlos ni someterlos a un juicio crítico
fundado en derecho. En este caso, incluso la descrip­
ción que se hace de algunos hechos en el Informe de
Fiscalización, no se compadece con el contenido del
Acta del Pleno municipal de 3.3.2000 y del Acta Nota­
rial aportadas por el Concejal Portavoz del Grupo
Municipal Socialista.

Atítulo de ejemplo el <<informe de Fiscalización del
Ayuntamiento de León, ejercicio 1997», aprobado el
17.10.2001 por el Pleno del Tribunal de Cuentas, en su
apartado 7.1.1., punto 2, último párrafo, dice: «Estas
circunstancias, unidas al hecho de que la empresa ini­
ció la obra con anterioridad a la comunicación de su
adjudicación, permiten deducir una cierta predetermi­
nación del adjudicatario». Sin embargo, de la docu­
mentación aportada por el Concejal se deduce que la
empresa no inició la obra con anterioridad a la comuni-

cación de la adjudicación, como dice el Informe, sino
que lo hizo, con anterioridad a la adjudicación. Por
tanto no hay una «cierta predeterminación del adjudi­
catario», como dice el Informe aprobado, sino una rea­
lidad: las obras se habían adjudicado a un contratista,
por la vía de hecho, prescindiendo total y absolutamen­
te del procedimiento. En efecto, de la información
aportada por el Concejal, se deduce que el día
13.5.1997 las obras estaban en un muy avanzado esta­
do de realización (según refleja el Acta Notarial) y la
adjudicación no se produjo por la Comisión de Gobier­
no Municipal hasta el 20.5.1997.

- En definitiva, el contenido del Informe aproba­
do no se corresponde con el contenido y alcance de los
escritos presentados ante este Tribunal de Cuentas por
el Concejal Portavoz del Grupo Municipal Socialista.

La existencia de una querella criminal promovida
por el Fiscal de la Audiencia Provincial de León plan­
tea la posibilidad de que se produzca una Sentencia
judicial cuyos «hechos probados» podrían chocar con
el contenido del Informe de Fiscalización. Esta even­
tual situación pondría en entredicho la respetabilidad
institucional que merece el Tribunal de Cuentas, que
podría quedar desacreditado, circunstancia que el Con­
sejero que formula el presente Voto Particular no puede
admitir.

- Es cierto que el escrito del concejal no tiene
valor oficial a efectos del Informe ya que se trata de un
trámite no previsto por la Ley. Pero esta circunstancia
debe ser contrapuesta con el hecho -señalado en los
Fundamentos Primero a Cuarto de este Voto Particu­
lar- de que este Concejal (ni ningún otro integrante
del Ayuntamiento de León) participó en la elaboración
y aprobación de las alegaciones al Informe de Fiscali­
zación ya que éstas fueron elaboradas y aprobadas por
el Alcalde.

- Aunque el Concejal no tiene legitimación para
que un escrito suyo remitido al Tribunal de Cuentas sea
admitido sin más, no es menos cierto que sí tenía legiti­
midad para participar en el trámite de alegaciones, lo
que no pudo hacer porque este derecho les fue negado
a todos los miembros del Pleno por el Alcalde, que fue
quien lo ejercitó de modo unilateral, sin estar legitima­
do para ello.

Por esta razón, el Tribunal de Cuentas debió proce­
der, como mínimo, a realizar unas comprobaciones ele­
mentales dirigidas a confirmar (o a rebatir) los datos
aportados por el Concejal y dejar constancia de todo
ello en el Informe de Fiscalización. La falta de realiza­
ción de estas comprobaciones no es compatible con el
rigor y seriedad propios del Tribunal de Cuentas en el
ejercicio de sus funciones.

Así se hizo, por ejemplo, ante un caso similar suce­
dido en la tramitación del <<informe de Fiscalización
del Ayuntamiento de Oviedo (Asturias), ejercicios
1994 y 1995», aprobado por el Pleno del tribunal de
Cuentas el 24.11.1999. Esta circunstancia quedó así

reflejada en el apartado «1.5.Trámite de alegaciones»
del referido Informe: «Asimismo, hay que destacar que
aun cuando los resultados de las actuaciones practica­
das fueron remitidos al Alcalde-Presidente, en su con­
dición de representante del Ayuntamiento en virtud del
arto 21 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las
Bases del Régimen Local (LRBRL), los Grupos Muni­
cipales Socialista y de Izquierda Unida en el Ayunta­
miento enviaron al Tribunal sendos escritos en relación
con los mencionados resultados. Dichos escritos no
pueden ser considerados como alegaciones, al no
ostentar sus remitentes la condición de representantes
de la entidad fiscalizada -yen consecuencia la posibi­
lidad de actuar como alegantes, en función de las previ­
siones del arto 44 de la LFTCu-. No obstante, los mis­
mos han sido analizados y valorados por el Tribunal en
todos aquellos aspectos referentes a los objetivos de
fiscalizacióm>.

- En la misma sesión del Pleno del Tribunal de
Cuentas en que se ha aprobado el <<informe de Fiscali­
zación del Ayuntamiento de León, ejercicio 1997»
objeto de este Voto Particular (el 17.10.2001), el Pleno
del Tribunal ha aprobado, entre otros, el <<informe de
Fiscalización del Ayuntamiento de Toro (Zamora)>>. En
este último Informe se ha analizado un escrito del
Alcalde presentado fuera de plazo (apartado «1.5. Trá­
mite de alegaciones»). Aceptar analizar el contenido de
este escrito (así como los antes señalados, relativos al
Informe de Fiscalización de Oviedo) y rechazar el aná­
lisis de la documentación presentada por el Concejal
Portavoz del Grupo Municipal Socialista del Ayunta­
miento de León revela un trato discriminatorio y desi­
gual no justificado.

- El Pleno del Tribunal de Cuentas debió en con­
secuencia dar al escrito del Concejal Portavoz del
Grupo Municipal Socialista en el Ayuntamiento de
León al menos, el mismo tratamiento dado a escritos
similares en el caso de la Fiscalización del Ayunta­
miento de Oviedo, lo que no ha hecho, razón que ha
llevado a este Consejero a formular el presente Voto
Particular.

Fundamento sexto. El Acuerdo del Pleno del Tribu­
nal de Cuentas de 17.10.2001, por el que se aprobó
el «informe de Fiscalización del Ayuntamiento de
León, ejercicio 1997», no ha tenido en cuenta que el
Informe aprobado resulta ser un Informe incomple­
to, alejado de la realidad y carente del rigor espera­
ble y exigible del Tribunal de Cuentas.

- Con carácter general, el Informe aprobado por
el Pleno del Tribunal de Cuentas el 17.10.2001 se limi­
ta a describir hechos y situaciones sin concretar ni cali­
ficar jurídicamente las consecuencias y responsabilida­
des que podrían derivarse de los hechos descritos.

- Como se ha puesto de manifiesto en el Funda­
mento Quinto anterior, esta circunstancia es especial-
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mente llamativa y relevante, d3.da la gravedad de algu­
nos de los hechos descritos -<¡ue podrían dar lugar a
responsabilidades administrativas, contables y even­
tualmente penales-, en relación con el análisis de la
contratación celebrada por la Corporación Municipal
(Apartado 7 del Informe aprocado).

- En efecto, el Informe aJrobado se limita a des­
cribir hechos y a situar los hechos en referencia, exclu­
sivamente, al procedimiento prescrito por la Ley de
Contratos de las Administraci@es Públicas.

Sin embargo, el Informe nc es exhaustivo en la des­
cripción de los hechos, y mucho menos en la califica­
ción jurídica del alcance de los hechos descritos, alcan­
ce que trasciende en muchas ocasiones a los propios
procedimientos administrativos de contratación por el
Ayuntamiento de León, como ha quedado puesto de
manifiesto, en el anterior Fundamento Quinto, en los
casos de las obras del matadero municipal y de la Ave­
nida Ordoño Il.

- Es necesario recordar aeste respecto que el Tri­
bunal de Cuentas debe refleja! en sus Informes de Fis­
calización las presuntas irregularidades o infracciones
del ordenamiento jurídico detectadas durante el proce­
dimiento fiscalizador, emitimdo su juicio u opinión
acerca de las prácticas detecta:las, sin perjuicio de que
lo haga salvando y respetando la competencia del órga­
no competente para pronunciarse y resolver definitiva­
mente sobre la materia de que ,e trate.

En este caso los hechos fueron conocidos con ante­
rioridad a la aprobación del hforme por el Pleno del
Tribunal de Cuentas, como seha señalado en el Ante­
cedente 7.° de este Voto Partkular, lo que obligaba a
tener en cuenta los nuevos datos conocidos al menos
para su verificación y comprobación. Cosa distinta
sería que los hechos se hubieJan conocido con poste­
rioridad a la aprobación del hforme por el Pleno del
Tribunal, lo que no sucedió en este caso.

- En efecto la puesta de manifiesto del juicio u
opinión que merezca al Triburnl de Cuentas el resulta­
do de sus fiscalizaciones, y en particular el que merez­
can los aspectos que tengan iJcidencia en el cumpli­
miento de la legalidad por parte de las entidades o
personas (físicas o jurídicas) fiscalizadas, no es sólo
una posibilidad, sino una obligación constitucional y
legal, que el Tribunal no puede eludir porque constitu­
ye la propia esencia y fundamento de su función fisca­
lizadora.

Así lo recogen expresamente:

• El artículo 136.2 de la Constitución Española
cuando dispone: «El Tribunal de Cuentas (...), remitirá
a las Cortes Generales un informe anual en el que,
cuando proceda, comunicará 1<'5 infracciones o respon­
sabilidades en que, a su juicio, se hubiese incurrido».

• El artículo 12.2 de la Ley Orgánica 211982, de 12
de mayo, del Tribunal de Cuentas, cuando señala: «El
Tribunal de Cuentas hará conS'M cuantas infracciones,

abusos o prácticas irregulares haya observado, con
indicación de la responsabilidad en que, a su juicio, se
hubiere incunido y de las medidas para exigirla».

• El artículo 28.5 de la Ley 7/1988, de 5 de abril, de
Funcionamiento del Tribunal de Cuentas que establece:
«Los resultados obtenidos en orden a la corrección de
las infracciones, abusos o prácticas irregulares detecta­
das por el Tribunal de Cuentas y el grado de cumpli­
miento de las observaciones emanadas del mismo, se
incorporarán al Informe o Memoria anual».

- Los tres pilares sobre los que se vertebra la fun­
ción fiscalizadora del Tribunal de Cuentas son los prin­
cipios de legalidad, eficiencia y economía.

Así lo recoge expresamente el artículo 9.1 de la Ley
Orgánica 211982: «La función fiscalizadora del Tribu­
nal de Cuentas se referirá al sometimiento de la activi­
dad económico-financiera del sector público a los prin­
cipios de legalidad, eficiencia y economía».

- El análisis del cumplimiento del principio de
legalidad por parte del Tribunal de Cuentas alcanza, de
acuerdo con el artículo 13.1 a) de la Ley Orgánica
211982, entre otros, a los extremos siguientes: «La
observancia de la Constitución, de las leyes regulado­
ras de los Ingresos y Gastos del sector público y, en
general, de las normas que afecten a la actividad eco­
nómico-financiera del mismo».

Por tanto, cualquier infracción que afecte al princi­
pio de legalidad, detectada en el marco de un procedi­
miento de fiscalización -y por tanto detectada, por
definición, en el marco de <<la Constitución, de las leyes
reguladoras de los Ingresos y Gastos del sector público
y, en general, de las normas que afecten a la actividad
económico-financiera del mismo» como indica el
transcrito artículo l3.l.a) de la Ley Orgánica 211982­
debe ser puesta de manifiesto por el Tribunal de Cuen­
tas en el Informe a que de lugar el procedimiento de
fiscalización.

- A juicio del Consejero que suscribe el presente
Voto Particular, el Informe de Fiscalización aprobado
por el Pleno del Tribunal de Cuentas el 17.10.2001,
debió precisar los hechos y calificar jurídicamente las
conductas descritas y pronunciarse expresamente, desde
la legalidad, sobre su alcance y gravedad. Esta necesi­
dad, predicable del Informe en su conjunto, resultaba
notoriamente ineludible en el caso de las obras del
matadero municipal y de la Avenida Ordoño Il a la vista
de la información aportada al Consejero Ponente por el
Concejal Portavoz del Grupo Municipal Socialista, ana­
lizada en el anterior Fundamento Quinto.

Lo contrario -que es lo que sucede con el Informe
en los términos aprobados por el Pleno en su sesión de
17.10.2001- hace que el Informe quede alejado de la
realidad y carente del rigor y la seriedad esperable y
exigible de una institución como el Tribunal de Cuen­
tas que debe velar, entre otros, por el cumplimiento del

principio de legalidad (artículo 9 de la Ley Orgánica
211982, de 12 de mayo, del Tribunal de Cuentas).

Por todo lo anterior, este Consejero, que formula el
presente Voto Particular, considera que el Pleno del Tri­
bunal de Cuentas debió, como propuso en el Pleno en
su sesión de 17.10.2001:

l. Acordar que el equipo fiscalizador del Tribunal
de Cuentas se desplazara al Ayuntamiento de León para
comprobar los hechos denunciados por el Concejal
Portavoz del Grupo Municipal Socialista ante la Fisca­
lía y realizar las indagaciones oportunas para su verifi­
cación en lo relativo a las competencias del Tribunal de
Cuentas.

2. Reelaborar el Proyecto de Informe redactando
un nuevo texto a la luz de los resultados de las actua­
ciones del equipo fiscalizador a que se refiere el aparta-

do I anterior, e incluir en el texto del Proyecto de Infor­
me las oportunas calificaciones jurídicas que merecie­
ran, a juicio del Tribunal de Cuentas, cada uno de los
hechos e irregularidades descritos.

3. Una vez reelaborado el Proyecto de Informe
con arreglo a lo señalado en los anteriores puntos I y 2,
remitir el Proyecto de Informe de Fiscalización al
Ayuntamiento de León, abriendo un nuevo plazo para
formular alegaciones, con la advertencia de que las úni­
cas alegaciones que serían válidamente admitidas serí­
an las formuladas por el órgano competente, es decir,
por el Pleno de la Corporación, tras el oportuno debate
y votación en sesión plenaria.

En Madrid, sede del Tribunal de Cuentas, a 18 de
octubre de 200 l.-El Consejero de Cuentas, Ciriaco
de Vicente Martín
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